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Dr. Ricardo Salas Porras 
Director - Área de Investigación 
Facultad de Derecho 
Universidad de Costa Rica 
Presente 

Estimado Dr. Salas: 

San José, 16 de octubre del 2014. 

Quien suscribe, Dra. Marlen León Guzmán, Directora del Comité Asesor de la 

tesis elaborada por la estudiante Melissa Mata Agüero, portadora del carné número 

A83755, misma que es titulada: "La Competencia Judicial Internacional en casos de 

Derecho Laboral por parte de los Tribunales Costarricenses" me pe1mito indicarle lo 

siguiente: 

Con la investigación mencionada, la estudiante logró demostrar la problemática 

planteada en su proyecto de tesis, acerca de la desprotección jurídica en que se 

encuentra el trabajador en razón de la declaración de incompetencia de los Tribunales 

Laborales, además de que evidenció la forma en cómo esta operaba. Se trata de un 

Trabajo Final de Graduación interesante, serio y novedoso que cumple a cabalidad 

con los objetivos propuestos. 

En virtud de lo anterior, brindo mi aprobación y visto bueno a la tesis de la 

señorita Melissa Mata Agüero por considerarla de conformidad todos los requisitos de 

fondo y forma para la elaboración de la investigación, debidamente establecidos por 

el Reglamento de Trabajos Finales de Graduación de esta Universidad, para optar por 

el grado de Licenciatura en Derecho. En consecuencia, la tesis reúne las condiciones 

necesarias para ser presentada y defendida públicamente. 

En constancia de la aprobación al Trabajo Final de Graduación indicado, se 

despide con toda consideración y respeto. 



Dr. Ricardo Salas Porras 
Director - Área de Investigación 
Facultad de Derecho 
Universidad de Costa Rica 
Presente 

Estimado Dr. Salas: 

San Pedro, San José, 16 de octubre del 2014. 

Quien suscribe, Dr. Gonzalo Monge Núñez en mi condición de lector del Trabajo 

Final de Graduación titulado: ·'La Competencia Judicial Internacional en casos de 

Derecho Laboral por parte de los Tribunales Costarricenses" elaborado por Ja 

estudiante Melissa Mata Agüero, portadora del carné A83755, me permito indicarle 

que brindo mi aprobación y visto bueno a Ja tesis en cuestión. 

Considero que el trabajo cumple con los requisitos de fondo y forma debidamente 

establecidos por el Reglamento de Trabajos Finales de Graduación de esta 

Universidad para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. 

Dando constancia de Ja aprobación a la investigación mencionada, se despide con 

toda consideración y respeto. 



Dr. Ricardo Salas Porras 
Director - Área de Investigación 
Facultad de Derecho 
Universidad de Costa Rica 
Presente 

Estimado Dr. Salas: 

San Pedro, San José, 16 de octubre del 2014. 

Quien suscribe, Dra. Laura Otero Norza, en mi condición de lectora del Trabajo 

Final de Graduación titulado: "La Competencia Judicial Internacional en casos de 

Derecho Laboral por parte de los Tribunales Costarricenses" elaborado por la 

estudiante Melissa Mata Agüero, portadora del carné A83755, me permito indicarle 

que brindo mi aprobación y visto bueno a la tesis en cuestión. 

Considero que el trabajo cumple con los requisitos de fondo y forma debidamente 

establecidos por el Reglamento de Trabajos Finales de Graduación de esta 

Uni versidad para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. 

Dando constancia de la aprobación a la investigación mencionada, se despide con 

toda consideración y respeto. 

Lectora 



Sres. 
Universidad de Costa Rica 
Facultad de Derecho 
S.D. 

Estimados señores y estimadas señoras: 

San José, 17 de octubre de 2014 

Hago constar que leí y corregí el Trabajo Final de Graduación elaborado por la 

estudiante Melissa Mata Agüero, carné A83755, denominado "La Competencia 

Judicial Internacional en casos de Derecho laboral por parte de los tribunales 

costarricenses", para optar por el grado académico de Licenciatura en Derecho. 

Se revisaron errores gramaticales, de puntuación, ortográficos, de estilo, de 

concordancia y otros relacionados con el campo filológico manifestados en el 

documento. Con base en lo anterior, se considera que dicho trabajo cumple con 

los requerimientos para ser presentado como requisito de conclusión por parte de 

la postulante al grado de Licenciatura. Por último, la edición final del texto, que 

incluirá o excluirá los comentarios del filólogo, queda bajo la completa 

responsabilidad de la solicitante del servicio. 

Se suscribe de ustedes cordialmente, 

María AleJandra Brenes Rodríguez 
Filóloga Española 
Cédula: 1-1955-0982 
Carné: 094 
Teléfono: (506) 8754 8904 
Correo electrónico: Alejandra@correctoresdelespanol.com 

Firma 
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Resumen 

Justificación  
 

Se decidió investigar sobre la competencia judicial internacional del juez laboral, 

en virtud del vacío legal y doctrinal existente respecto al tema. Específicamente 

sobre las dificultades en la aplicación del Derecho Internacional Privado en materia 

laboral, así como la falta de comprensión de esta área del Derecho por parte de los 

Tribunales Laborales Costarricenses. 

Hipótesis 

A pesar de que existe normativa, tratados y principios jurídicos disponibles para 

ser aplicados en la competencia judicial internacional – laboral en el Ordenamiento 

Jurídico costarricense, estos no son utilizados por parte de los Tribunales de Trabajo, 

favoreciéndose que los jueces se declaren incompetentes, lo que ocasiona una 

desprotección jurídica para el trabajador.   

Objetivo general  

Identificar las falencias así como las posibles soluciones para el fortalecimiento 

de la tutela judicial con respecto al trabajador en los conflictos de Derecho 

Internacional Privado presentados a los Tribunales Laborales Costarricenses.   

Metodología 

Para la confección de este trabajo final de graduación se utilizó un enfoque de 

investigación mayoritariamente cualitativo, con algunos matices cuantitativos, 

mediante la identificación y observación del problema del trabajo sobre la 

declaración de incompetencia de los jueces laborales. Durante el desarrollo del 

estudio, el planteamiento del problema se analizó con jurisprudencia y doctrina. A 

raíz del proceso anterior se contó con evaluaciones idóneas que dieron fundamento a 
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las suposiciones hechas a partir de la problemática, esto brindó una propuesta 

generadora de ideas nuevas, así como una posible solución. 

Conclusiones más importantes 

Se identificó el vació legal en las normas sobre competencia judicial 

internacional desde el enfoque de estudio del Derecho Laboral en el Código de 

Trabajo. Asimismo, se analizó la normativa nacional Civil aplicable en la materia y 

el Proyecto de Reforma Procesal Laboral costarricense. Se estudió la regulación 

internacional del Código de Bustamante y los elementos del Derecho comparado en 

el Reglamento 44/2001, con esto se lograron determinar las falencias en el sistema 

jurídico nacional de competencia para casos de Derecho Internacional Privado (con 

elementos de extranjería), en materia laboral. 

  A pesar del vacío encontrado, se demostró que esto no es óbice para que las 

personas que administran justicia en materia laboral conozcan y resuelvan procesos 

relacionados con el instituto de la competencia judicial internacional. No obstante, 

como producto de la investigación, se determinó la existencia del problema jurídico, 

provocado por la declaración de incompetencia de los Tribunales de Trabajo en el 

conocimiento de los procesos internacionales. 

 Se evidenció la desprotección jurídica en la que se encuentra el trabajador, esto 

por el rechazo de los procesos incoados en su fuero nacional, con base en razones 

ilegítimas, en los casos de naturaleza internacional. Se identificó a los principales 

criterios utilizados por los Tribunales nacionales para realizar lo anterior, a la luz de 

las resoluciones de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Esto demostró 

la inexistencia de una línea jurisprudencial definida y ajustada a la legalidad en la 

materia. 

Se estudió a fondo tanto el instituto de la competencia judicial internacional de 

los Tribunales Laborales Costarricenses como el de la competencia territorial en el 
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nivel doméstico. Se determinó los elementos necesarios sobre la regulación del foro 

competente para los casos judiciales con elementos extranjeros en materia laboral y 

se ligó el tema de manera directa con los principios que rigen esa rama del Derecho. 

Por último, en virtud del análisis del Ordenamiento Jurídico nacional y la 

regulación de la competencia judicial internacional realizada en la presente 

investigación, se elaboró un apartado con la recomendación propuesta en la 

interpretación de la competencia judicial internacional para los casos de Derecho 

Laboral.   
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Introducción general 

 

Justificación y planteamiento del problema 
 

La competencia judicial internacional del juez laboral es un tema no estudiado en 

la doctrina nacional o en los trabajos finales de graduación de la Universidad de 

Costa Rica. No obstante, la investigación de ese instituto resulta de gran actualidad e 

importancia para el tráfico jurídico nacional y los diferentes operadores del Derecho 

(sean jueces, litigantes, profesores, estudiantes, consultores, entre otros) en virtud 

del vacío existente, así como de la internacionalización de las relaciones laborales y 

la ulterior consecuencia del desplazamiento de los trabajadores al extranjero. 

Asimismo, el Derecho Internacional Privado es una rama de la disciplina jurídica 

con un escaso desarrollo jurisprudencial y doctrinal en Costa Rica; con más razón, 

resulta relevante llevar a cabo un estudio con respecto a esta materia y direccionado 

hacia su aplicación en el Derecho Laboral. Específicamente de la manera propuesta 

en esta investigación, a partir de la cual se identifica la situación de la competencia 

judicial internacional y la forma en que es resuelta por parte de los Tribunales 

Laborales Costarricenses.  

Aunado a lo anterior, se encuentra el hecho de que el Código de Trabajo 

costarricense no presenta normativa específica de Derecho Internacional Privado, lo 

cual brinda mayor dificultad con respecto a la solución de estos casos. Al tomar en 

consideración las razones indicadas, se ha decidido emprender el estudio del tema en 

cuestión como una forma de encontrar respuestas en cuanto a la interpretación de la 

competencia para los casos laborales catalogados como internacionales. Además, el 

tema se encuentra revestido por una finalidad social, debido a que detalla las 

limitaciones procesales encontradas por las personas sujetas a una relación de 

trabajo subordinado. 
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Al abordar el tema de una manera específica, el planteamiento del problema se 

centra en el hecho de que el trabajador se encuentra en desprotección jurídica. Esta 

opera en razón de la declaración de incompetencia judicial internacional de los 

jueces de trabajo costarricenses, en cuanto al conocimiento de conflictos laborales 

de Derecho Internacional Privado.  

Objetivo general  

Identificar las falencias así como las posibles soluciones para el fortalecimiento 

de la tutela judicial con respecto al trabajador en los conflictos de Derecho 

Internacional Privado presentados a los Tribunales Laborales costarricenses.   

Objetivos específicos 

1) Analizar el vacío legal existente en cuanto a la determinación de la 

competencia judicial internacional – laboral, sintetizando un estudio sobre la 

normativa nacional e internacional en la aplicación del instituto mencionado. 

 

2) Examinar los elementos determinantes de la competencia judicial 

internacional en materia laboral a la luz de la carencia de un criterio uniforme 

en la Sala Segunda y los Tribunales Laborales del país.  

Hipótesis 

A pesar de que existe normativa, tratados y principios jurídicos disponibles para 

ser aplicados en la competencia judicial internacional – laboral en el Ordenamiento 

Jurídico costarricense, estos no son utilizados por parte de los Tribunales de Trabajo, 

favoreciéndose que los jueces se declaren incompetentes, lo que ocasiona una 

desprotección jurídica para el trabajador.   
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Metodología 

Para la confección de este Trabajo Final de Graduación se utilizará un enfoque 

de investigación mayoritariamente cualitativo, con algunos matices cuantitativos, 

mediante la identificación y observación del problema del trabajo sobre la 

declaración de incompetencia de los jueces laborales. Durante el desarrollo del 

estudio, el planteamiento del problema se analizará con jurisprudencia y doctrina. A 

raíz del proceso anterior, se contará con evaluaciones idóneas con el fin de 

establecer fundamento para las suposiciones hechas a partir de la problemática, 

además de brindar una propuesta que genere ideas nuevas y aporte una posible 

solución. 

Mediante el enfoque cuantitativo, específicamente, se observará la situación 

existente con respecto a la declaración de incompetencia de los jueces laborales en 

procesos de Derecho Internacional Privado y la falta de aplicación de esta rama del 

Derecho en la materia laboral del país. Esto se logrará mediante el estudio 

jurisprudencial de las resoluciones emanadas por la Sala Segunda de la Corte 

Suprema de Justicia en los últimos 20 años. Se identificará las resoluciones en las 

que los jueces se hayan declarado incompetentes en razón de la jurisdicción 

costarricense, así como aquellos casos en los que efectivamente se haya entrado a 

conocer asuntos de Derecho Internacional Privado, pero igualmente se rechace la 

competencia judicial internacional. 

Utilizando la metodología cualitativa, ineludiblemente, se realizará un estudio de 

la legislación nacional e internacional vigente en el país, así como de otras fuentes 

normativas relevantes. Además, se confeccionará una apreciación de la doctrina 

relevante, basada en libros y publicaciones sobre Derecho Internacional Privado en 

el ámbito judicial, esto se realizará en conjunto con la búsqueda del matiz específico 

en el ámbito laboral. Lo anterior conllevará a una fusión interesante de dos ramas 

del Derecho que se ven interrelacionadas en muchas ocasiones. Dicha información 
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será considerada para extraer datos objetivos que brinden un marco de perspectiva 

teórica a la luz de la búsqueda de respuestas y la demostración de la hipótesis 

planteada en esta investigación. 

Estructura de la investigación 

En las páginas siguientes se analizará la competencia judicial internacional desde 

el enfoque de estudio del Derecho Internacional Privado, esto en casos de Derecho 

Laboral llevados ante los Tribunales Costarricenses. De manera primordial, se 

apuntará al problema provocado por la declaración de incompetencia en el 

conocimiento de estos procesos, por parte de los Tribunales de Trabajo. Se pondrá 

en evidencia la desprotección jurídica en la que se encuentra el trabajador con 

respecto al rechazo de los procesos incoados en su fuero nacional, con base en 

razones ilegítimas, en lo que respecta a casos de naturaleza internacional. 

El trabajo consta de dos títulos principales conformados cada uno por dos 

capítulos. En el primer título se abordará el vacío normativo existente en el 

Ordenamiento Jurídico laboral costarricense, respecto a la competencia judicial 

internacional. En el capítulo uno se enunciará la legislación interna, posteriormente 

se pasará, en un segundo capítulo, al estudio de la normativa internacional. 

El segundo título versará sobre los elementos esenciales de la competencia 

judicial internacional y los criterios usados por los Tribunales de Trabajo 

Costarricenses para negar la competencia en casos con elementos de extranjería. En 

el cuerpo de ese título, en primer lugar, se estudiará los componentes de la 

competencia judicial internacional enlazados con la especialidad de la rama laboral 

y los principios de esta rama del Derecho. Como segundo capítulo, se estudiará de 

manera específica las resoluciones de los últimos 20 años de la Sala Segunda, en las 

cuales los Tribunales Laborales han rechazado los procesos en virtud de la 

competencia internacional. 
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De esta forma, se analizará, tanto el instituto de la competencia judicial 

internacional de los Tribunales Laborales Costarricenses como el de la competencia 

territorial en la legislación nacional e internacional del país. Se apreciará que en el 

nivel nacional, en lo referente a legislación emanada en Costa Rica, la competencia 

territorial y la competencia judicial internacional son principalmente normalizadas 

por el Código de Trabajo y por el Código Procesal Civil, este último es susceptible 

de ser aplicado de manera supletoria en los procesos laborales. También el Código 

Civil, en su Título Preliminar, posee diversas normas de Derecho Internacional 

Privado susceptibles de ser utilizadas en la materia, estas serán analizadas en su 

oportunidad. 

Los tres Códigos mencionados definen el marco jurídico por medio del cual se 

delimita la normativa nacional reguladora de la competencia judicial internacional y 

la  competencia territorial del Derecho Laboral. Cabe recalcar que no se encuentra 

en la legislación interna, normas que sean específicas para la aplicación del Derecho 

Internacional Privado en materia Laboral. 

Un análisis posterior será dedicado al estudio de la normativa del Código de 

Bustamante en la materia objeto de este trabajo. Se realizará un examen de las 

disposiciones establecidas en dicha Convención y se apuntará a la idoneidad - o no - 

de esta. Asimismo, se hará énfasis en la necesidad de instaurar normativa 

internacional con el fin de facilitar la cooperación entre jurisdicciones 

internacionales, con el objeto de resolver casos de esta naturaleza. 

Aunado a lo anterior, por un lado, se indicará la regulación de carácter 

internacional ratificada por el país y relacionada con la resolución de asuntos sobre 

competencia judicial internacional - laboral. En virtud de ello, se analizará los 

diferentes artículos dentro del Código de Bustamante y su aplicabilidad en el ámbito 

laboral. Adicionalmente, se hará hincapié en la normativa establecida en el Tratado 

de Libre Comercio de República Dominicana – Centroamérica – Estados Unidos 
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(TLC), esto en cuanto a aplicable al tema objeto de este trabajo. Por otro lado, se 

estudiará lo relativo a la pertenencia por parte de Costa Rica a la Organización 

Internacional del Trabajo, así como a la Conferencia de la Haya de Derecho 

Internacional Privado, esto para determinar cuál es el aporte brindado al tema. 

En lo que respecta a la determinación del foro competente para los casos 

judiciales con elementos extranjeros, se tratará diferentes temas que evidencian cual 

sería una legislación posible y adecuada en el estudio de la competencia judicial 

internacional. Específicamente se estudiará este instituto ligado de manera directa 

con la rama del Derecho Laboral, por lo que se identificará el elenco de principios 

rectores de esta rama del Derecho. 

Como una forma de completar el tema, también se expondrá la normativa 

propuesta mediante el Proyecto de Reforma Procesal Laboral tramitado en la 

Asamblea Legislativa. Igualmente, se tratará aspectos relevantes del Derecho 

comparado de la Unión Europea en el Reglamento 44/2001 sobre competencia 

judicial internacional. De esta manera, el objetivo del estudio de esos dos elementos 

es determinar criterios atributivos de competencia útiles para el presente trabajo. 

Siguiendo el tema, se detallará un estudio jurisprudencial de las resoluciones de 

la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia 

judicial internacional de casos suscitados en los últimos 20 años. A raíz de la 

investigación anterior, se buscará determinar los criterios utilizados por los Juzgados 

de Trabajo de primera instancia, así como la Sala Segunda, para rechazar la 

competencia de los tribunales.  

En relación con los criterios atributivos de competencia esbozados por los 

Tribunales Laborales del país, se especificará cuáles son los mecanismos procesales 

de consulta y nulidad sobre este tema. De esta manera, se identificará las 

herramientas procedimentales a disposición de las partes de un proceso laboral, esto 
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para oponerse a la competencia judicial internacional que ha sido elegida por el 

actor.  

En el desarrollo del presente estudio, se partirá de que las regulaciones 

establecidas en el Código de Trabajo sobre la competencia territorial a nivel 

doméstico, se pueden utilizar de manera analógica para la competencia judicial 

internacional. Lo anterior, en razón de la especialidad del Derecho Laboral, así 

como del vacío normativo existente en el Código de Trabajo respecto a normas de 

Derecho Internacional Privado. 

A nivel general, en las resoluciones de la Sala Segunda sobre el tema de la 

competencia judicial internacional, siempre se encuentra latente la posibilidad de 

que opere la prórroga (no obstante como se indicará, existen criterios diferenciados 

en la doctrina respecto a este punto), en caso de que el trabajador presente el proceso 

judicial en un lugar no acorde con las reglas de competencia y, que el demandado no 

oponga la excepción correspondiente. En caso de suceder lo anterior y en virtud de 

la existencia de la prórroga de competencia, el juez se ve inhibido para declararse 

incompetente de oficio en razón de la jurisdicción nacional. 

Asimismo, si eventualmente surgen conflictos de competencia en los casos en 

que el Juzgado acoge una excepción de incompetencia judicial internacional y la 

contraparte se opone a esa actuación, el punto debatido puede ser elevado a consulta 

ante la Sala Segunda de manera oportuna, la cual podrá aprobar o improbar la 

declaratoria de competencia del Tribunal. Aunado a lo anterior, las partes del 

proceso laboral tienen una segunda oportunidad para oponerse a la competencia de 

los Tribunales Costarricenses, mediante la oposición del recurso correspondiente en 

contra de la sentencia de segunda instancia. 

De acuerdo con los criterios de competencia judicial internacional de la 

legislación laboral, por un lado se puede determinar que los Tribunales 

Costarricenses son competentes en razón de la jurisdicción, si se da alguno de los 
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cuatro casos siguientes: en caso prórroga de competencia, si la relación laboral se 

ejecutó en Costa Rica, si el domicilio del demandado está en el país o si la 

celebración del contrato de trabajo se dio en el territorio nacional.  

Por otro lado, de acuerdo con los criterios del Código Procesal Civil, es 

competente el juez laboral costarricense si el empleador (demandado) tiene su 

domicilio en el país o posee una filial establecida ahí mismo. No obstante, se podrá 

apreciar la inexistencia de una línea jurisprudencial claramente definida para 

respaldar esa normativa, dado que los Tribunales no siempre resuelven los casos con 

elementos de extranjería de conformidad con ese criterio. 
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Título Primero 

 El vacío normativo existente en la determinación de la competencia 

judicial internacional en materia laboral 

En esta sección se pretende ejemplificar el vacío normativo del bloque de 

legalidad en materia laboral costarricense, respecto a la determinación de la 

competencia judicial internacional. En primer lugar, el capítulo uno especificará la 

legislación interna reguladora de la materia, así como sus lagunas. En un segundo 

lugar, el siguiente capítulo describirá la normativa de carácter internacional 

aplicable en el país, para la competencia judicial en casos laborales de Derecho 

Internacional Privado. 

Capítulo 1 

La falta de normativa nacional sobre competencia judicial internacional: La 

utilización de normas de competencia territorial en los procesos judiciales 

laborales con elementos de extranjería 

En el presente capítulo se identificará la regulación a nivel procesal, del instituto 

de la competencia judicial internacional de los Tribunales Laborales Costarricenses 

y la regulación de la competencia territorial de estos. En el nivel de legislación 

emanada por la Asamblea Legislativa de Costa Rica, la competencia territorial es 

principalmente normalizada por el Código de Trabajo 1 . No obstante, como se 

                                                 
1 Específicamente se encuentra regulada en el Titulo Sétimo: De la jurisdicción especial de trabajo, Capitulo 
primero: de la organización y de la competencia de los tribunales de trabajo. Sección V: De los 
procedimientos de jurisdicción y de las competencias y la Sección VI: De las Excepciones. Ley N° 2. Código 
de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos 
cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
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estudiará, la competencia judicial internacional es regulada por el Código Procesal 

Civil, el cual es susceptible de ser aplicado de manera supletoria en materia laboral2.  

De igual manera, el Código Civil en su Título Preliminar posee normas de 

Derecho Internacional Privado, estas serán especificadas más adelante. De esta 

forma, a partir de los tres Códigos indicados se define el marco jurídico por medio 

del cual se delimita la normativa nacional reguladora de la competencia judicial 

internacional y la competencia territorial en materia laboral. El presente capítulo se 

adentrará específicamente en esos preceptos, con el objetivo de determinar la 

legislación interna aplicable. 

a. La aplicación por analogía de los preceptos de competencia territorial laboral 

en los procesos judiciales internacionales (con elementos de extranjería) 

Cuando se hace referencia a los procesos judiciales con elementos de extranjería, 

se está haciendo alusión a uno de los componentes fundamentales de la rama del 

Derecho Internacional Privado. En primer lugar, la disciplina jurídica mencionada 

tiene por objeto las relaciones jurídicas entre sujetos de Derecho Privado (personas 

físicas o jurídicas). En segundo lugar, se cataloga a una situación de Derecho 

Internacional Privado cuando la condición de una de las partes se encuentra 

vinculada por otro Ordenamiento Jurídico extranjero, por medio de un elemento de 

extranjería personal, real o formal. Estos elementos se pueden definir y caracterizar 

de la siguiente manera:  

                                                 
2 El Código Procesal Civil puede ser aplicado de manera supletoria en materia laboral, para rellenar las 
lagunas del Código de Trabajo y utilizar aquel de manera análoga, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 452 de este: “Artículo 452.- En cuanto no contraríen el texto y los principios procesales que contiene 
este Título, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles. 
Si hubiere omisión de procedimiento en el presente Título, los Tribunales de Trabajo estarán autorizados para 
aplicar las normas del referido Código por analogía o para idear el que sea más conveniente al caso, a fin de 
que pueda dictarse con prontitud la resolución que decida imparcialmente las pretensiones de las partes. 
Las normas contenidas en este Capítulo se aplicarán a su vez, si no hubiere incompatibilidad, en silencio de 
las demás reglas del presente Título.” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de 
Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de 
agosto de 1943. 
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“(…) el carácter de internacionalidad o de extranjería puede darse por la concurrencia 
de un elemento personal, es decir, por una cualidad que recae en una o en varias de las 
partes que intervienen en dicha relación jurídica; por ejemplo, por su residencia habitual o 
su domicilio, las sedes/establecimientos de las personas jurídicas, fundamentalmente. Puede 
darse también por la existencia de un elemento de extranjería de carácter real, es decir, por 
una cualidad o característica que recae en el objeto de la relación jurídica, con absoluta 
independencia de las características que reúnan las partes implicadas; por ejemplo, la 
ubicación de un bien inmueble en un contrato de compraventa. O bien, por el hecho de que 
la relación presenta un elemento de extranjería de carácter conductista o volitivo (formal), 
en este caso la característica de la internacionalidad vendría otorgada por el cumplimiento 
de ciertas formalidades en la conclusión de un negocio o acto jurídico. Por ejemplo, la 
entrega de las mercancías cuando éstas suponen la perfección del contrato de 
compraventa.” 3  (El énfasis es propio) 

La comprensión de los elementos de extranjería es de suma relevancia en el 

estudio del Derecho Internacional Privado. Con base en esas características se puede 

identificar si una situación jurídica se encuentra sujeta a esa rama del Derecho. 

Además, ellos son los que determinan la atribución o no de competencia judicial 

internacional a un caso específico, como se explicará en los párrafos subsiguientes. 

El presente análisis pretende estudiar la competencia judicial internacional de los 

Tribunales Laborales de Costa Rica, para conocer de asuntos en donde se encuentran 

elementos extranjeros. Hay un amplio espectro de casos posibles de ubicar dentro de 

esta categoría, tal y como se desprende de las diferentes características que hacen 

una situación de carácter internacional. En razón de lo anterior, se identificará la 

forma en que la legislación costarricense regula esos casos y específicamente en este 

apartado se hará énfasis en las leyes a nivel doméstico, sin tomar en cuenta la 

normativa internacional, debido a que esta se reserva para ser descrita en el capítulo 

siguiente.  

Como cuestión previa e ineludible, es preciso identificar la diferencia conceptual 

existente entre los conceptos de competencia judicial internacional y de competencia 
                                                 

3 González (N) y Rodríguez (S). Derecho Internacional Privado Parte General. México: Nostra Ediciones. 
2010, Capítulo primero, pp. 29,30. 
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en razón del territorio. A pesar de que ambos conceptos resultan similares, la 

realidad es que se rigen por principios diferentes. Cuando se habla de la competencia 

territorial, se está haciendo referencia a la organización de los órganos 

jurisdiccionales a nivel nacional. En cambio, el término de competencia judicial 

internacional se utiliza únicamente cuando la situación jurídica posee elementos de 

extranjería y por ende hay una norma que le otorga competencia al juez nacional4. 

 Siguiendo lo anterior, la competencia territorial es una especie que forma parte 

del género de la jurisdicción estatal. El concepto ha sido definido en la doctrina de la 

manera que sigue: 

“Usando el criterio territorial, tenemos que los jueces deberán conocer de los casos que 
tienen lugar en una circunscripción geográfica, bien delimitada, del territorio nacional, en 
donde se encuentra el asiento de su Tribunal, lo cual facilita la actividad de investigación y 
prueba de los hechos.” 5 

 Se entiende de lo citado, que el término de competencia territorial se encarga de 

delimitar el espacio físico dentro de un territorio y jurisdicción determinados6. De 

esta forma, el juez puede ejercer sus potestades en una soberanía estatal concreta. 

Asimismo, el concepto de aplicación procesal de las normas de competencia judicial 

internacional se ha definido de esta manera: 
                                                 

4 En este mismo sentido señala el autor Juan José Obando: 
“Another aspect related to international competency norms is the difference with domestic competency rules. 
This is of huge relevance for the present annex since both judges and authors have presented different 
positions over the application of domestic rules to international cases. Case law shows a consistent extension 
of domestic norms to international situations notwithstanding the existence of specific rules regarding 
international competency. This interpretation contradicts the view of scholars who deny such possibility 
based on the fact that the national legislator has provided an unambiguous distinction between both notions. 
In reality, the standpoint of judges has prevailed due to their intrinsic powers to adjudicate a determined 
cross-border situation.” Obando (J). Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer Law 
International. 2013, p 132, 133: 377. 
5 Antillón (W). Teoría del Proceso Jurisdiccional. San José, Costa Rica, 1° ed, IJSA, 2001, p 225. 
6 “Para el procesalista Prieto Castro, los motivos determinantes de esta clase de competencia, o sea, la 
atribución a cada negocio concreto a un tribunal entre varios de igual clase, son los llamados fueros, 
traslación del sentido del forum romano, que era el lugar donde en Roma funcionaban los Tribunales. El 
fuero puede ser definido como la adscripción o el hecho de estar adscrito a un negocio, a un específico 
órgano jurisdiccional, o la Circunscripción Judicial, en donde, atendiendo al territorio, ha de conocerse un 
determinado asunto, es decir, la jurisdicción, dentro de la cual podrá el Tribunal conocer y decidir de un 
determinado asunto.” Romaniello (C). Teoría General del Proceso. Fondo Editorial Universidad Antonio 
Romanielo, Caracas, Venezuela, 2009, p 622. 
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“La función básica de las normas de competencia judicial internacional (CJI) es 
determinar si los tribunales de un Estado son o no competentes para conocer de un asunto o 
litigio internacional; esto es, para conocer de un asunto o litigio que presenta vínculos con 
otros Estados. Desde la perspectiva de los operadores en el tráfico internacional, las normas 
de CJI señalan a los futuros litigantes ante qué tribunales estatales pueden reclamar la tutela 
de sus derechos subjetivos...7” 

Este concepto es importante pues determina con claridad la especificidad de este 

tipo de competencia, al referirse exclusivamente a casos de Derecho Internacional 

Privado, en estos el juez nacional la asume en el país correspondiente. Como se 

puede observar, las concepciones acerca la competencia territorial y la competencia 

judicial internacional poseen similitudes y pareciera lo que los diferencia es el 

elemento de internacionalidad de cada caso concreto. 

La legislación laboral de Costa Rica no contempla un marco normativo explícito 

regulador del tema de la competencia judicial internacional; sin embargo, lo anterior 

no significa que no existe normativa y principios susceptibles de ser aplicados en la 

determinación para este tipo de competencia de los Tribunales8. En consecuencia, la 

regulación especial del Código de Trabajo y las fuentes supletorias acerca de la 

competencia territorial de los Tribunales laborales son aplicables a los asuntos 

internacionales presentados ante el juez de trabajo, en virtud de las consideraciones 

por indicar. 

En un primer lugar, desde la óptica del Derecho Internacional Privado, es clara la 

existencia de una laguna en el Derecho Laboral costarricense en relación con los 

preceptos propios de los asuntos judiciales internacionales. No obstante, no es 

posible analizar la legislación como si estuviese aislada del resto de normas y 

fuentes que conforman el todo, a saber, el Ordenamiento Jurídico:  

                                                 
7 Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 39, citando a VIRGÓS SORIANO, Derecho procesal civil internacional: litigación 
internacional, cit., pp. 49 a 50. 
8 Como lo es la normativa civil, o la normativa internacional tales como el Código de Bustamante y otros que 
se mencionarán en el siguiente capítulo. 
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“El ordenamiento jurídico: Un ordenamiento no es sólo un conjunto de normas, es la 

estructura, la función y fin normativo que da sentido a las normas, que permite predicar su 
validez, su existencia, sus características, jerarquía y clasificación. Las normas jurídicas sin 
inscribirse en un ordenamiento no podrían explicarse, reconocerse como jurídicas, ubicar su 
jerarquía, su lugar en alguna clasificación, determinar su validez, existencia y eficacia.” 9 

De acuerdo con la definición de este concepto, el Ordenamiento Jurídico es 

mayor a las normas que lo componen. Entre sus fuentes se puede citar a los 

principios generales y especiales del Derecho, que serán estudiados en el título 

siguiente. Además, se concibe al Ordenamiento como un bloque completo y 

coherente, lo que provoca la generación de respuestas ante las diferentes conductas. 

Se entiende como una unidad positiva en el sentido de que se llenan las lagunas 

que son halladas en las normas. Sin embargo, el Ordenamiento Jurídico en su 

totalidad no posee lagunas, de acuerdo con el Principio de plenitud hermética del 

Ordenamiento Jurídico. Respecto a este Principio, Cárdenas señala lo siguiente:  

“Lo anterior entraña la idea de plenitud del ordenamiento, es decir, la convicción de que 
en el ordenamiento existe una norma para regular cada caso. La plenitud trata de desmentir 
que existan en el sistema jurídico lagunas o ausencia de normas en él.” 10 

En relación con lo anterior, de este Principio se deriva la existencia de una 

cohesión normativa. Se considera para efectos de que el sistema pueda funcionar 

como un todo 11  que es necesaria la contemplación de una plenitud en el 

Ordenamiento. Asimismo, esta concepción se encuentra directamente contemplada 

en el Derecho del país y contribuye a satisfacer el Principio de seguridad jurídica, en 

el sentido de que el juez nacional siempre debe resolver los casos presentados a su 

                                                 
9 Cárdenas (J).  Introducción al estudio del Derecho. Nostra Ediciones, México, 2010, p 125. 
10  Ibídem,  p 37. 
11 “Cuando trata acerca de la lógica jurídica y el problema de las lagunas del derecho Cossio sostiene la 
plenitud hermética del ordenamiento, tal como lo hace también Kelsen afirmando el axioma ontológico del 
derecho en virtud del cual todo lo que no está jurídicamente prohibido está jurídicamente permitido.” Durante 
(C). El legado de Carlos Cossio. ISONOMÍA, N° 12, Abril 2000, Universidad de Buenos Aires, p 203.  
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conocimiento, como bien lo indica el artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial12. 

Uno de los métodos derivados de la plenitud hermética del Ordenamiento 

Jurídico, es el de la integración del Derecho. Por medio de este, se hace un trabajo 

para llenar las lagunas existentes en las normas. La integración se realiza buscando 

en las diferentes fuentes normativas del Ordenamiento Jurídico, efectuando una 

autocomposición del Derecho. A partir del procedimiento aludido, surgen los 

criterios de la analogía y la interpretación extensiva de las normas. 

Por medio de la analogía legis, se debe utilizar normas similares en la regulación 

de casos específicos, para ser aplicadas analógicamente en otros casos semejantes y 

con esto llenar las lagunas existentes. Así se cumpliría con la integración del 

Ordenamiento Jurídico y, por ende, con el Principio de Plenitud Hermética de este. 

Asimismo, el criterio de la analogía para la integración del Ordenamiento Jurídico, 

tiene asidero legal y es determinado por el Título Preliminar del Código Civil al 

establecer lo siguiente:  

“Artículo 12.- Procederá la aplicación analógica de las normas cuando éstas no 
contemplen un supuesto específico, pero regulen otro semejante en el que se aprecie 
identidad de razón, salvo cuando alguna norma prohíba esa aplicación. 

(Así reformado por Ley Nº 7020 de 6 de enero de 1986, artículo 1º)” 

A partir de la apreciación analógica, existe la posibilidad de utilizar preceptos 

que regulan ciertos hechos, hacia otras situaciones que sean similares pero que no 
                                                 

12 “Artículo 5: Los tribunales no podrán ejercer su ministerio sino a petición de parte, a no ser en los casos 
exceptuados por la ley; pero, una vez requerida legalmente su intervención, deberán actuar de oficio y con la 
mayor celeridad, sin que puedan retardar el procedimiento valiéndose de la inercia de las partes, salvo cuando 
la actividad de éstas sea legalmente indispensable. Los tribunales no podrán excusarse de ejercer su autoridad 
o de fallar en los asuntos de su competencia por falta de norma que aplicar y deberán hacerlo de conformidad 
con las normas escritas y no escritas del ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes. Los 
principios generales del Derecho y la Jurisprudencia servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo 
de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma que interpreten, integren o delimiten. 
Cuando se trate de suplir la ausencia y no la insuficiencia de las disposiciones que regulen una materia, 
dichas fuentes tendrán rango de ley. Los usos y costumbres tendrán carácter supletorio del Derecho escrito. 
Ley N° 7333. Ley Orgánica del Poder Judicial Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, cinco de 
mayo del mil novecientos noventa y tres. Publicado en la Gaceta N° 124 del 1 de julio de 1993. 
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estén normalizadas. Además, es preciso indicar otro criterio según el cual es posible 

lo anterior, sea por medio de la aplicación del Principio de Especialidad del 

Derecho. De acuerdo con este Principio, el Ordenamiento se encuentra compuesto 

por normas generales y por otras, estas últimas son específicas en la regulación de 

las diferentes ramas del Derecho.  

En razón de todas las consideraciones anteriores y del método de la integración 

del Derecho, las normas reguladoras de la competencia territorial para el Derecho 

Laboral (a nivel doméstico), son susceptibles de ser aplicadas hacia los casos de 

competencia judicial internacional en esa materia. Aunado a lo anterior, el Código 

de Trabajo es una Ley especial que normativiza las relaciones laborales entre las 

personas. Por ende, esta regulación específica prevalece sobre cualquier otra Ley 

general13, como lo son el Código Civil o el Código Procesal Civil.  

En virtud de las fundamentaciones indicadas anteriormente, se tiene que la 

regulación sobre competencia territorial establecida en el Código de Trabajo debe 

ser utilizada analógicamente en los asuntos de Derecho Internacional Privado 

presentados ante los Tribunales de Trabajo 14 . A continuación, en el siguiente 

apartado, se analizará los preceptos establecidos en el Código de Trabajo 

susceptibles de ser aplicados a la materia. 

  

                                                 
13 “El criterio de especialidad es aquel según el cual entre dos normas incompatibles, una general y otra 
especial, prevalece la de carácter especial (…) lex specialis derogat generali” Squella (A). Introducción al 
Derecho. Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2011, p 475. 
14 No obstante, existen criterios diferenciados en la doctrina, que entienden que las normas sobre competencia 
territorial doméstica no deben ser aplicadas para la competencia judicial internacional, al respecto ver a 
Obando: 
“In several cases, workers hired in Costa Rica, but sent to perform their activities abroad, have successfully 
sued the corresponding companies in the country basing their claims on the Labour code. Their basis for 
jurisdiction is found in Article 427.f of such code which in fact is only a rule related to domestic competency 
and not international jurisdiction. Moreover, no rule is found allowing the application of the national 
substantive law for such cases.” Obando (J). Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer 
Law International. 2013, p 75:198.  
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b. La normativa sobre competencia territorial y competencia judicial 

internacional en el Código de Trabajo Costarricense 

Se iniciará con el estudio de las normas del Código de Trabajo debido a que es la 

Ley de primer rango en las fuentes del Derecho reguladoras del proceso laboral. Lo 

anterior, en consonancia con el artículo 1615 de ese cuerpo normativo, así como con 

el Principio de Especialidad mencionado, según el cual la Ley especial prevalece 

sobre la Ley general. Sin embargo, como bien se apuntó anteriormente, el Código de 

Trabajo no posee un apartado especial o capítulo relativo a normas de Derecho 

Internacional Privado, por lo tanto, se procederá a estudiar los artículos 

normalizadores de la competencia doméstica en razón del territorio para la materia 

laboral, los cuales como se indicó, se pueden aplicar de manera analógica. 

i. El carácter de orden público de las normas laborales 

Debido a que la normativa preceptuada en el Código de Trabajo se cataloga 

como de orden público16, la aplicación de la Ley laboral en el país es de carácter 

obligatorio para los hechos ejecutados en suelo nacional. Sin embargo, eso no 

significa que dicha legislación únicamente se aplique en el país, en razón de que en 

otros países en los cuales se ejecute una relación laboral, es posible que la Ley 

costarricense se pueda utilizar, si la legislación interna del país extranjero lo permite 

– ya sea que su Ordenamiento Jurídico no establezca el Principio de Territorialidad 

Laboral, o que existan excepciones en relación a la nacionalidad de las partes o por 

acuerdos más beneficiosos para el trabajador –. 

                                                 
15 “Artículo 16: En caso de conflicto entre las leyes de trabajo o de previsión social con las de cualquier otra 
índole, predominarán las primeras”. Ley N° 2 Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de 
Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de 
agosto de 1943. 
16 “Artículo 14: Esta ley es de orden público y a sus disposiciones se sujetarán todas las empresas, 
explotaciones o establecimientos, de cualquier naturaleza que sean, públicos o privados, existentes o que en 
lo futuro se establezcan en Costa Rica, lo mismo que todos los habitantes de la República, sin distinción de 
sexos ni de nacionalidades (…)” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de 
Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de 
agosto de 1943. 
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Es preciso realizar una aclaración respecto a la aplicación del orden público en el 

Derecho laboral, debido a que como se indicó en el párrafo precedente, el Código de 

Trabajo parte del criterio territorial. En este sentido, se debe entender que existen 

dos nociones acerca del concepto de orden público17. Respecto a esta distinción el 

autor Gonzalo Ortiz indicó:  

“Orden Público Internacional o Absoluto. A estas leyes algunos también las denominan 
de garantía social, locales o territoriales, que a pesar de dar una idea de exclusividad, se 
pretende que en Derecho Internacional Privado puedan tener aplicación extraterritorial, 
aunque están emitidas en principio para regir a todas las personas, nacionales o extrañas, 
físicas o jurídicas, que estén en el territorio (…) En general, podría decirse que se agrupan 
bajo estos rubros, en primer término, el Derecho del Estado (…) De consiguiente se 
enumerarán las normas constitucionales y las que se relacionan con la existencia misma del 
Estado como lo son las tributarias. Las que se refieren a la propiedad inmobiliaria. Las 
penales que se encaminan a la preservación del Estado en su organización social. Las que 
estipulan los modos de conservar la institucionalidad del régimen y, en fin, todas aquellas 
que establecen principios morales, jurídicos, políticos, religiosos, que conforman la 
identidad del Estado. Sin embargo toca a los Tribunales en última instancia definir si 
determinada ley tiene o no ese carácter de exclusividad de vigencia (…)  

Orden Público Interno u Orden Público Relativo. A las leyes comprendidas en esta 
denominación, se las llama también de protección individual, personal o extraterritorial. 
Las disposiciones comprendidas en este grupo tienen por su misma finalidad social, que 
acompañar al individuo donde quiera que vaya, pues, desconocer su estado y capacidad 
sería atentar contra la libertad y la de todos los principios del Derecho. (…)”18 

De esta manera, se ha entendido que las normas de orden público absoluto se 

aplican estrictamente a los actos que hayan ocurrido en cualquier lugar, sin importar 

si esta cobijado por la soberanía de un país u otro. Mientras tanto, las relativas, se 

                                                 
17 “One of the most relevant subjects related to PIL is the comprehension of the public policy concept. Under 
such analysis a relevant difference is presented between two notions: on the one hand, the strict concept of 
ordre public which refers to norms which have a purely negative function that exclude some rules in a 
foreign lex causae –i.e. constitutional dispositions and human rights. However, different rules known as 
règles d´application immediate, lois de police or international mandatory rules have a positive function, 
meaning that they always must apply notwithstanding the application of a foreign law –i.e. antrust rules, 
foreign exchange rules, international adoption of minors, etc.” Obando (J). Private International Law in 
Costa Rica. Países Bajos, Kluwer Law International. 2013, p 51: 125. 
18 Ortiz (G). El Derecho Internacional Privado de Costa Rica. San José, Edición del Colegio de Abogados de 
Costa Rica, 1969, pp 24 – 26. 
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aplican únicamente cuando se trata de hechos ocurridos en el lugar de aplicación de 

dichas leyes. 

 Debido a que la instauración de la jurisdicción laboral se consagra como un 

derecho constitucional19, las reglas de competencia judicial internacional, así como 

las aplicadas analógicamente de competencia territorial, son cuestiones de orden 

público absoluto o internacional. En consecuencia, son aplicables a las relaciones 

laborales llevadas a cabo tanto dentro, como fuera del país. 

Autores como Obando, poseen criterios diferenciados, al entender que las 

normas laborales se aplican como normas de orden público relativo cuando se trata 

de contratos laborales desarrollados en el extranjero. De esta manera, la legislación 

laboral no sería aplicable como norma de orden público para los actos ejecutados 

fuera de las fronteras nacionales20. 

ii. Los preceptos aplicables del Código de Trabajo 

El artículo 420 del Código de Trabajo indica lo siguiente respecto a la 

competencia territorial: En los procedimientos laborales, la jurisdicción por razón 

de la materia es improrrogable. Podrá prorrogarse por razón del territorio, si es en 

beneficio del trabajador, pero nunca en su perjuicio. Aplicado a nivel internacional, 

lo anterior significa que si la parte demandada no opone la excepción de 

incompetencia, aun y cuando el accionante estableció la demanda ante un juez de un 

territorio ajeno al de la relación laboral o las partes, la competencia automáticamente 

se va a prorrogar. Esta situación provoca que el juez adquiera la competencia 

                                                 
19 “Artículo 70: Se establecerá una jurisdicción de trabajo, dependiente del Poder Judicial.” Constitución 
Política de la República de Costa Rica. 7 de noviembre de 1949. 
20 Obando (J). Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer Law International. 2013, p 52: 
127. 
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judicial internacional para conocer el asunto, tal y como lo ha entendido la Sala de 

Casación de lo laboral21. 

La norma mencionada es relevante pues es susceptible de ser aplicada en asuntos 

internacionales. En este sentido, en caso de presentarse un asunto laboral de esa 

naturaleza, los Tribunales Costarricenses verían prorrogada su competencia si esto 

resulta beneficioso para el trabajador, tal situación estaría en consonancia con lo 

indicado por la jurisprudencia, de la cual se desprende que el juez no puede declarar 

su incompetencia en razón de la jurisdicción de manera oficiosa.  

A pesar de lo indicado, es importante reconocer que algún sector de la doctrina 

posee el criterio según el cual no es posible aplicar la prórroga de competencia 

judicial 22  para los Tribunales Laborales Costarricenses. Específicamente, se ha 

señalado lo anterior, en razón de que la legislación del país no establece la prórroga 

como un supuesto de atribución de este tipo de competencia. 

En relación con ese tema, es menester recalcar que se ha entendido en la doctrina 

que la prórroga tácita no puede operar en casos de rebeldía23. Sin embargo, por 

                                                 
21 “(…) la prórroga de la competencia por razón del territorio en beneficio de la persona trabajadora es 
facultativa y se realiza, en lo que a la parte accionante se refiere, por el hecho de acudir ante un juez distinto 
del natural y por la demandada al no oponer la excepción correspondiente dentro del término legal (artículos 
33 y 34 del Código Procesal Civil). La atribución de la competencia en estas situaciones, por quien demanda, 
opera al ejercer la facultad de escoger a uno u otro juez (al natural o bien a uno de otro territorio). Ahora 
bien, una vez que el juzgado fue elegido, éste adquiere la competencia para dirimir el caso, la cual podrá 
perder en los supuestos del artículo 37 ibídem y por la excepción de incompetencia declarada con lugar. III. 
En consecuencia, sólo la parte demandada puede alegar la incompetencia por razón de territorio , pues existe 
la posibilidad de prórroga (artículo 420 del Código de Trabajo).” Sala Segunda de la Corte Suprema de 
Justicia, Resolución número 1377 de las nueve horas cuarenta minutos del veintinueve de noviembre de dos 
mil trece. 

22“Tacit of explicit consent – forum prorrogatum – is not indicated as a factor granting jurisdiction or 
competency to national courts. However, the Second Chamber interprets it is possible to extend this figure to 
international cases. Based on this argument, the non-existence of a rule attributing competency to national 
judges may not be of importance if the parties agree on litigating before the national forum.” Obando (J). 
Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer Law International. 2013, p 136:391. 
23 Sobre el tema indica la autora Cabello: 
“Cabe sin embargo acotar, que si el demandado no domiciliado no contesta la demanda, no puede 
declarársele rebelde y someterlo a la jurisdicción peruana. El supuesto que otorga jurisdicción al juez peruano 
es el sometimiento tácito, tal y como se define en este artículo. Esto es, el sometimiento por apersonarse sin 
hacer reserva. Quien no se apersona no se somete. En consecuencia, si notificado el demandado y vencido el 
plazo para contestar la demanda, el demandado no la ha contestado, el juez simplemente debe declararse 
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tratarse de la materia especial del Derecho Laboral, no es permisible favorecer al 

demandado que a pesar de haber sido notificado como se debe, no presentó la 

contestación dentro del emplazamiento. Es por ello, que se considera en esta 

circunstancia aplicable la protección al trabajador y, por ende, favorecer su elección 

del foro. 

 El siguiente artículo del Código de Trabajo corresponde al numeral 422, mismo 

que regula los pasos a seguir en casos con conflictos de competencia territorial a 

nivel nacional; no obstante, el artículo lo llama conflictos de jurisdicción24: 

“Artículo 422.- Los conflictos de jurisdicción que se susciten entre los Tribunales 
Comunes y los Tribunales de Trabajo, o entre éstos y las autoridades administrativas, serán 
resueltos de acuerdo con las siguientes reglas: 

a. Si el funcionario que conoce del asunto se estimare incompetente en cualquier 
momento, lo declarará así de oficio, ordenando remitir el expediente al funcionario 
que a su juicio, le corresponda conocer; 

b. En el caso de que la parte demandada opusiere en tiempo la excepción 
correspondiente, el respectivo funcionario la resolverá una vez conferida la 
audiencia señalada en el artículo 470, y recibidas las pruebas que se hubieren 
ordenado en relación con ella; 

c. Si dentro de las veinticuatro horas siguientes, alguna de las partes se manifestare 
inconforme con lo resuelto, se consultará la resolución a la Sala de Casación, la cual 
resolverá el conflicto jurisdiccional sin ulterior recurso, dentro de los cinco días 
siguientes a aquel en que reciba los autos. También procederá la consulta si el 

                                                                                                                                                     
incompetente y archivar el proceso.” Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial 
Internacional Directa. Editorial Académica Española. 2012, p 101. 
24 Así entiende Romanieli los conceptos aludidos: 
“La Jurisdicción es el poder que tiene el estado de administrar justicia, el cual emana de su soberanía como 
ser omnipotente, y que es ejercido por conducto de los órganos jurisdiccionales creados al efecto, con el fin 
de solucionar o componer los conflictos ínter subjetivos surgidos entre los administrados, o aplicar las penas 
correspondientes en caso de la trasgresión de la leyes.” Romaniello (C). Teoría General del Proceso. Fondo 
Editorial Universidad Antonio Romanielo, Caracas, Venezuela, 2009, p 548. 
“El jurista Carnelutti, considera que la jurisdicción es el género y la competencia es la especie, ya que por 
ésta se le otorga a cada Juez el poder de conocer de determinado litigio. 
Podemos resumir, que la competencia, no es otra cosa que la facultad que corresponde a cada Juzgado o 
Tribunal, para conocer de un determinado asunto que le pertenece por sí mismo, en virtud de la potestad 
emanada del Poder Público, con exclusión de cualquier otro que pueda conocer en el mismo grado.” 
Romaniello (C). Teoría General del Proceso. Fondo Editorial Universidad Antonio Romanielo, Caracas, 
Venezuela, 2009, p 597. 
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funcionario a quien se remite el expediente, se manifiesta inconforme con lo 
resuelto, dentro de las veinticuatro horas siguientes al recibo de los autos. En ambos 
casos, al ordenarse la consulta, se conferirá audiencia a las partes por veinticuatro 
horas. 

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 3702 del 22 de junio de 1966).” 

Es preciso hacer varias aclaraciones respecto al artículo anterior. En relación con 

el inciso a) y lo indicado en párrafos precedentes, el juez únicamente puede 

declararse incompetente de oficio cuando se trate de incompetencia por la materia o 

por la cuantía, mas no así por el territorio25. En relación con el inciso b), este remite 

al artículo 47026 del Código de Trabajo, según el cual se debe dar audiencia a la 

parte contraria para referirse a las excepciones interpuestas por el demandado. Por 

último, el inciso c) reglamenta los casos en los que cabe la consulta ante la Sala de 

Casación, de esta forma se resolverá, de manera definitiva, el conflicto o la consulta. 

En este sentido puede verse la jurisprudencia de la Sala Segunda, en donde 

indica la oportunidad procesal para oponerse a las excepciones opuestas por la parte 

demandada, e incluso ofrecer prueba en contra de ellas. Ese momento corresponde a 

cuando el juez otorga la audiencia por tres días del artículo 470 del Código de 

Trabajo.  

 “III (…) En otro orden de ideas, resulta improcedente la reiteración del ofrecimiento de 
la prueba para mejor proveer que se efectúa en esta tercera instancia rogada, por cuanto el 
numeral 561 del Código de Trabajo manda que no podrá proponerse ni admitirse ninguna 
prueba, ni le será permitido a esta Sala ordenar prueba para mejor proveer, salvo que sea 
absolutamente indispensable para resolver con acierto el punto controvertido, debiendo 

                                                 
25 De igual forma lo expone la magistrada de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en el siguiente 
párrafo de su libro: 
“El Juez laboral, al tenor de lo dispuesto por el artículo 422, inciso a) del C.T., en cualquier estado del juicio, 
si estima que no tiene competencia para resolver, en razón de la cuantía o de la materia, de oficio debe 
declararse incompetente.” Varela (J). Manual de Procedimientos Laborales. IJSA, San José, Costa Rica, 
2008, 374 páginas. 
26 “Artículo 470: Acerca de las excepciones opuestas, el Juez dará audiencia por tres días a la parte contraria, 
la cual podrá dentro de ese término, ofrecer la prueba que le interese.(Así reformado por el artículo 1 de la 
ley No.3702 del 22 de junio de 1966)” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República 
de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 
de agosto de 1943. 
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recordarse lo que ya se ha dicho repetidamente en el sentido de que por esta vía no es 
posible subsanar la incuria de la parte que haya omitido traer la prueba de su interés en el 
momento procesal oportuno (al respecto estúdiense las sentencias n° 467-03, 918-07 y 103-
09). En el subjúdice la actora perfectamente pudo proponer el material probatorio que ahora 
sugiere cuando se le confirió audiencia sobre los términos en que se contestó la demanda y 
las excepciones planteadas, resolución en la que se le otorgaron 3 días para que ofreciera la 
prueba que estimase pertinente, en cumplimiento del numeral 470 del Código de Trabajo 
(ver folio 138), oportunidad que fue desaprovechada por dicha señora, teniendo ahora que 
soportar las consecuencias de su inercia.”27  

La resolución refuerza el criterio de que es posible oponerse a las excepciones 

interpuestas por la parte demandada, en lo que nos interesa, la excepción de 

incompetencia judicial internacional. En el caso que se cita, el alto tribunal indica 

que es inadmisible la prueba para mejor proveer ofrecida ante la Sala Segunda, que 

pudo haberse ofrecido en el momento procesal oportuno cuando se otorgó la 

audiencia.  

A continuación, el artículo 423 normaliza exclusivamente lo relativo a la 

competencia en razón del territorio costarricense y establece para los efectos lo 

siguiente: 

“Artículo 423.- En las cuestiones de competencia por razón del territorio se procederá 
de la siguiente manera: 

a. Si se declarare que el negocio no es de conocimiento de los tribunales de Costa 
Rica, cabrá la consulta a la Sala de Casación, en la forma prevista en el artículo 
anterior; 

b. Si se denegare la excepción de incompetencia por razón del territorio costarricense, 
la parte podrá plantear la correspondiente nulidad al conocer la Sala de Casación de 
la sentencia definitiva, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 556(*); y 

c. Si se tratare de un conflicto entre funcionarios que administran justicia en materia 
laboral, se procederá también en la forma prevista en el artículo 422(*), pero la 
consulta se hará ante el superior inmediato de los respectivos funcionarios.” 

                                                 
27 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 534  de las diez horas diez minutos del 
nueve de abril de dos mil diez.  
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En este caso existe mayor susceptibilidad de aplicar estas disposiciones para la 

determinación de la competencia judicial internacional. El inciso a)  plantea la 

posibilidad de la consulta ante la Sala de Casación en casos en que se declare que los 

Tribunales Costarricenses no son competentes. El inciso b) indica que a pesar de ser 

opuesta la excepción de incompetencia en razón del territorio costarricense y aunque 

esta se haya denegado, se puede plantear la nulidad en cuanto a este punto al 

presentarse el Recurso de Casación, en contra de la sentencia definitiva de segunda 

instancia. Finalmente, el inciso c) regula lo relativo a la existencia de conflictos de 

competencia territorial; no obstante, en este caso se establece, evidentemente, para 

funcionarios en el nivel nacional, por lo tanto, no contempla casos de Derecho 

Internacional Privado. 

En relación con el procedimiento de consulta y nulidad, puede observarse el voto 

819 – 2010 de la Sala Segunda, este analiza el caso de un gerente que trabajó varios 

años para una compañía multinacional en donde ejerció su cargo, no solo en Costa 

Rica, sino durante varios años en otros países28. No obstante, al ser despedido,  

presentó un proceso judicial ante los Tribunales Costarricenses, en el cual la 

empresa opuso la excepción de incompetencia de jurisdicción por razón del 

territorio, en virtud del principio de territorialidad de la Ley costarricense. El 

Tribunal acogió la demanda parcialmente en segunda instancia, ante esto ambas 

partes presentaron recurso ante la Sala Segunda y entre los alegatos del demandado 

estaba que se declarase que el juez costarricense no poseía competencia judicial 

internacional para conocer el asunto.  

De lo desprendido del voto, la excepción mencionada solo se opuso en contra de 

uno de los extremos de la demanda, por lo que la Sala, tácitamente, admitió su 

                                                 
28 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 819 de las catorce horas cuarenta 
minutos del diez de junio de dos mil diez.  
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competencia para conocer los otros dos extremos29. En ese momento el órgano de 

alzada analizó normas de Derecho Internacional Privado30 y normas reguladoras del 

tema. Se llegó a determinar que los Tribunales Costarricenses sí tenían 

competencia31. Por lo anterior, la excepción de incompetencia no fue recibida en esa 

instancia.  

En esta sentencia se integran normas aplicables 32  para determinar que 

efectivamente el juez costarricense ostentaba de competencia judicial internacional. 

                                                 
29 “IV.-EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA POR EL TERRITORIO NACIONAL: Esta defensa se 
opuso exclusivamente en cuanto a la pretensión del plan de retiro (admitiéndose tácitamente entonces que los 
jueces costarricenses sí son competentes para examinar los otros extremos de la demanda, referentes a 
aguinaldos, bonificaciones y diferencias salariales -aunque este último rubro ya no se discute a estas alturas-), 
por lo que a ello se limitará el análisis que haga la Sala (…)” Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 
Resolución número 819 de las catorce horas cuarenta minutos del diez de junio de dos mil diez. 
30 “Ahora bien, debe tenerse presente que la relación laboral del actor con la transnacional Del Monte abarcó 
varios países en los que no rige el Código Bustamante (por ejemplo Filipinas y Camerún), por lo que no 
podrían utilizarse las normas de conflicto de ese instrumento para determinar la competencia judicial en el 
caso de marras. Luego, el numeral 427 inciso f) del Código de Trabajo (que estatuye: “En la duda, si no es 
del caso de la prórroga prevista en el artículo 420, será competente y preferido a cualquier otro juez de 
trabajo, aunque haya estipulación en contrario: (…) f) Tratándose de acciones nacidas de contratos 
verificados con trabajadores costarricenses para la prestación de servicios o ejecución de obras en el 
exterior, el del lugar del territorio nacional donde se celebraron dichos contratos, salvo que en estos se 
hubiere estipulado alguna otra cláusula más favorable para los trabajadores o para sus familiares 
directamente interesados)" tampoco resulta aplicable por cuanto no consta en autos que la contratación del 
actor haya tenido lugar en Costa Rica. Por ende, ha de acudirse al canon 46 del Código Procesal Civil (al que 
remite el ordinal 452 del Código de Trabajo), que regula el tema de la competencia internacional, 
concediéndole competencia al juez costarricense cuando el demandado, cualquiera que sea su nacionalidad, 
estuviere domiciliado en Costa Rica (inciso 1). Según se desprende del folio 17, en San José de Costa Rica se 
encuentra radicada una filial de la compañía transnacional Del Monte (denominada Corporación de 
Desarrollo Agrícola del Monte S.A.), la cual figura como parte demandada en este proceso, por lo que los 
tribunales costarricenses sí tienen competencia para conocer de la petición correspondiente al plan de retiro, 
con independencia de cuál de todas las sociedades que componen ese grupo económico multinacional sea la 
encargada de administrar y efectuar los pagos atinentes a dicho programa, ya que para efectos laborales se 
trata de una entidad patronal única (el consorcio mundial en sí mismo considerado), alcanzándole 
responsabilidad solidaria por las obligaciones frente a los trabajadores a cada uno de sus integrantes con 
personería jurídica propia (en igual orden de ideas puede leerse el fallo de este Colegio n° 527-07).” Ibídem. 
31 Debido a que la empresa que figuraba como demandada del proceso tenía una filial en Costa Rica y por lo 
tanto los tribunales costarricenses sí tienen competencia para conocer. Ibídem. 
32 También en esta ocasión la sentencia aclara sobre la continuidad de la relación laboral cuando el empleador 
es una empresa multinacional:  
“De todas formas, la doctrina consultada sobre las empresas transnacionales reputa como empleador único y 
real al conglomerado multinacional en sí mismo considerado (teoría de la unidad económica subyacente o 
grupo de interés económico), conformado por las diversas sucursales locales con personalidad jurídica propia 
y formal, por lo que los especialistas se inclinan a favor de la existencia de una sola relación laboral, aunque 
el trabajo se haya ejecutado en diferentes países. En esta línea de pensamiento, el tratadista Óscar Ermida 
Uriarte, en su obra “Empresas multinacionales y Derecho Laboral” (Ediciones Jurídicas Amalio M. 
Fernández, Montevideo, 1981, p.p. 133-134), expone: “Si en muchas ramas del derecho se llega a reconocer 
la unidad subyacente en el conjunto económico, dejando de lado la aparente autonomía de sus múltiples 
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Además, la resolución deja la puerta abierta para aplicar la Ley extranjera, aunque la 

Sala Segunda en esa oportunidad no la aplicó, pues para resolver el punto en 

cuestión (sobre el plan de retiro del accionante) se utilizó la reglamentación interna 

de la compañía aplicable a estos casos.  

Sin embargo, de manera sorpresiva, a pesar de todo el análisis previo, la Sala 

denegó lo que al actor se le había concedido en segunda instancia y confirmó la 

sentencia de primera instancia, en ella se rechazó la demanda en todos sus extremos. 

Como fundamentación de lo anterior, la Sala indicó que la prueba aportada estaba en 

inglés, sin su debida traducción oficial (según lo prescriben los ordinales 133 y 395 

del Código Procesal Civil).  

Este último requisito no debería ser solicitado en materia laboral, debido a que el 

proceso no está revestido de las formalidades que existen en los procesos civiles. 

Esto se ve reflejado por ejemplo en el hecho de que no es necesario para el 

trabajador cumplir con requisitos como el indicar las normas legales en las cuales 

invoca sus pretensiones33. 

Respecto a la norma citada del Código de Trabajo, vale la pena acotar que no 

indica en ningún momento los presupuestos en que efectivamente sí serían 

competentes los Tribunales Nacionales. La norma se limita únicamente a establecer 

el procedimiento a seguir en caso de que se estime que no es competente. Lo 
                                                                                                                                                     

componentes, tal proceder se justifica con mayor razón en materia de derecho laboral (...). Así, se señala 
que en las soluciones adoptadas por la jurisprudencia laboral se perciben las preocupaciones sociales que 
la inspiran, lo cual encuentra un apoyo dogmático insoslayable en el principio protector. El principio de 
primacía de la realidad aporta un argumento adicional (...). El principio de continuidad incide también en la 
consideración unitaria de la empresa multinacional”. Ese mismo autor, en otro estudio titulado “El concepto 
de empresa transnacional y algunas de sus repercusiones en el Derecho del Trabajo” (recopilado en la 
Antología publicada por la Escuela Judicial de Costa Rica en 1999, p.p. 174-188), sostiene que el principio 
de continuidad permite computar en un único periodo de antigüedad los lapsos que el trabajador haya 
laborado en las diversas filiales extranjeras y entender que persiste la misma relación de trabajo con una 
única empresa multinacional.” Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 819 de las 
catorce horas cuarenta minutos del diez de junio de dos mil diez. 
33  Artículo 461. Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 
veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 
1943. 
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anterior, al apreciar que la redacción es hecha de manera negativa, no favorece una 

interpretación anuente hacia los casos en que sí haya competencia judicial 

internacional. 

El artículo citado a continuación determina las reglas regidoras del instituto de la 

competencia territorial (siempre y cuando no se dé el caso de prórroga indicado 

previamente):  

“Artículo 427.- En la duda, si no es el caso de la prórroga prevista en el artículo 420(*), 
será competente y preferido a cualquier otro Juez de Trabajo, aunque haya estipulación en 
contrario: 

a. El del lugar de ejecución del trabajo; 

b. El del domicilio del demandado, si fueren varios los lugares designados para la 
ejecución del trabajo, o si temporalmente se ocupare al trabajador fuera de su 
domicilio; 

c. El del lugar donde se celebró el contrato, cuando en los casos a que se refiere el 
inciso anterior, no pudiere determinarse, por cualquier causa, el domicilio del 
demandado; 

d. El del último domicilio del demandado, en caso de ausencia legalmente 
comprobada; 

e. El del domicilio del demandado, tratándose de conflictos de trabajo entre patronos y 
de trabajadores o de éstos entre si; y 

f. Tratándose de acciones nacidas de contratos verificados con trabajadores 
costarricenses para la prestación de servicios o ejecución de obras en el exterior, el 
del lugar del territorio nacional donde se celebraron dichos contratos, salvo que en 
éstos se hubiere estipulado alguna otra cláusula más favorable para los trabajadores 
o para sus familiares directamente interesados 

(Así reformado por el artículo 1 de la ley N° 3702 del 22 de junio de 1966).” 

El numeral transcrito instaura las reglas a seguir para la determinación de la 

competencia territorial interna en Costa Rica, a la hora de entablar una demanda. Tal 

y como se aprecia en los incisos precedentes, esta normativa es susceptible de ser 
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aplicada en asuntos de Derecho Internacional Privado. Para los efectos del presente 

estudio, el más importante es el último inciso, el cual previó el caso en que se 

ejecutase la prestación del servicio en el exterior; sin embargo, tiene como requisito 

que el contrato se haya celebrado en Costa Rica, o el establecimiento, 

convencionalmente, de algo más beneficioso para el trabajador. Es decir, no indica 

otro escenario posible para determinar la competencia en los casos en que el 

contrato no se haya celebrado en Costa Rica. 

Por último, los siguientes artículos del Código de Trabajo identifican ciertas 

situaciones procesales relacionadas con el tema de las excepciones de incompetencia 

de la forma en que se detalla: 

“Artículo 471.- El Juez resolverá de previo las excepciones dilatorias, dándole 
preferencia a la incompetencia de jurisdicción, para lo cual ordenará recibir las pruebas 
propuestas o cualesquiera otras que estime necesarias. 

Las demás excepciones las dejará para sentencia. 

(Así reformado por el artículo 1 de la ley No.3702 del 22 de junio de 1966). 

Artículo 472.- La excepción de incompetencia de jurisdicción por razón de la materia o 
del territorio, será resuelta de acuerdo con las reglas aplicables al caso, que establecen los 
artículos 422 y 423(*). 

(Así reformado por el artículo 1 de la ley No.3702 del 22 de junio de 1966).” 

Como se desprende del texto legal, los últimos dos artículos transcritos no dan 

directrices acerca de aspectos de fondo de la competencia territorial. A pesar de eso, 

en ellos se aprecia la llamada excepción de incompetencia de jurisdicción, la cual 

vendría a ser la nomenclatura técnica que establece el Código de Trabajo para 

oponerla en un proceso judicial. De igual forma es clara la norma al indicar que 

también se puede oponer en razón de la materia. 

Los preceptos indicados del Código de Trabajo reflejan la totalidad de artículos 

existentes en ese cuerpo normativo en cuanto a la regulación de la competencia 
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territorial. De esta manera se conforma el elenco jurídico laboral para la aplicación 

de Derecho Internacional Privado en estos asuntos. Es evidente que al ser una 

regulación que data del año 1943, no se adapta a los presentes tiempos en razón de 

las diferencias existentes actualmente con los procesos de globalización, las 

empresas multinacionales, así como con la modalidad del teletrabajo, en la cual el 

trabajador puede dar la prestación del servicio desde cualquier lugar del mundo34.  

A pesar de lo anterior, el Código de Trabajo no es del todo omiso en relación con 

la competencia judicial internacional, en virtud de que establece el artículo 420 en 

donde permite la prórroga de jurisdicción, término que es más amplio que el de 

competencia y que por ende se puede entender como aplicable a la competencia 

judicial internacional. Asimismo, el inciso a) del artículo 423 y el inciso f) del 

artículo 427 35  mencionan el tema de la internacionalidad. De igual forma, los 

artículos recién citados, 471 y 472, señalan la excepción de incompetencia de 

jurisdicción. Aunque todos ellos no establecen pautas claras para la determinación 

de la competencia de los Tribunales de Trabajo, no se puede decir por eso que el 

Código no puede aplicarse casos con elementos de extranjería. 

                                                 
34 Uriondo y Cruz definen el teletrabajo de la siguiente manera: 
“Es decir, que el teletrabajo o trabajo on-line involucra dos elementos esenciales: el desarrollo del trabajo 
fuera de la sede física de la empresa o centros de trabajo de ésta y la utilización prevalente de tecnologías de 
la información y de las comunicaciones, comúnmente denominadas tic’s. este segundo elemento 
característico es el que distingue el teletrabajo de otras modalidades tradicionales de trabajo a distancia.” 
Uriondo (A) y Cruz (L). Prestación Laboral a través de la red, jurisdicción internacional y Ley aplicable. 
Revista de la facultad N° II-1, 2011 p. 5. 
35 “Artículo 423: En las cuestiones de competencia por razón del territorio se procederá de la siguiente 
manera: 
a) Si se declarare que el negocio no es de conocimiento de los tribunales de Costa Rica, cabrá la consulta a la 
Sala de Casación, en la forma prevista en el artículo anterior.  (…) 
“Artículo 427: En la duda, si no es el caso de la prórroga prevista en el artículo 420(*), será competente y 
preferido a cualquier otro Juez de Trabajo, aunque haya estipulación en contrario: 
(…) 
f) Tratándose de acciones nacidas de contratos verificados con trabajadores costarricenses para la prestación 
de servicios o ejecución de obras en el exterior, el del lugar del territorio nacional donde se celebraron dichos 
contratos, salvo que en éstos se hubiere estipulado alguna otra cláusula más favorable para los trabajadores o 
para sus familiares directamente interesados.” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 
192 del 29 de agosto de 1943. 
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Es razón de las consideraciones indicadas y con base en la normativa del Código 

de Trabajo citada, a continuación se verán los criterios de atribución de competencia 

judicial internacional encontrados en ese cuerpo normativo. 

iii. Los criterios de atribución de competencia judicial internacional en el 

Código de Trabajo. 

Al realizar una recopilación de los criterios para la determinación de la 

competencia judicial internacional integrados a partir del Código de Trabajo (por 

medio de aplicación analógica de las disposiciones de competencia territorial), es 

posible identificar los siguientes foros aplicables exclusivamente para la materia del 

Derecho laboral: 

- Prórroga de competencia judicial internacional o forum prorrogatum36. 

Esta figura se encuentra instaurada en el artículo 420 del Código de 

Trabajo. 

-  Foro del lugar de ejecución del trabajo o forum executionis37. El mismo 

se fija en el inciso a) del artículo 427 del Código de Trabajo. 

- Foro del domicilio del demandado o actor sequitur forum rei 38 . 

Encontrado en el artículo 427 inciso b) del Código de Trabajo. 

-  Foro del lugar de la celebración del contrato de trabajo o forum 

celebrationis39. Este criterio se desprende de lo establecido en el numeral 

427 inciso f) del mismo cuerpo normativo. 

                                                 
36 “(…) la voluntad de las partes, que podían decidir someterse a la jurisdicción de un magistrado, en 
principio, incompetente (forum prorrogatum) (...)” López (M). Régimen Jurídico del Domicilio en Derecho 
Romano. Madrid, Dykinson S.L. 2008, p 511. 
37“(...) el forum executionis, es decir, la afirmación de la competencia judicial civil internacional se hace 
depender del lugar señalado para el cumplimiento de la obligación que sirve de base a la demanda (…)” 
González (N) y Rodríguez (S). Derecho Internacional Privado Parte General. México: Nostra Ediciones. 
2010, p 130. 
38 “(…) Respecto al sometimiento a la jurisdicción de los magistrados locales, alcanzado un cierto grado de 
uniformidad administrativa en todas las partes del Imperio, el principio general vino determinado por el foro 
del demandado (actor sequitur forum rei) (…)” López (M). Régimen Jurídico del Domicilio en Derecho 
Romano. Madrid, Dykinson S.L. 2008, p 511.  
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De esta forma, se entiende de los textos normativos transcritos del Código de 

Trabajo, que existe un vacío para la competencia judicial internacional. Esta 

situación favorece la confusión e interpretación contradictoria de la legislación, 

como se podrá apreciar con la jurisprudencia indicada más adelante en el siguiente 

título.  

A pesar de todo, como se indicó, los Tribunales Laborales tienen 

fundamentación legal con la cual resolver los asuntos; no obstante, en muchas 

ocasiones, el caso queda en manos de la Sala Segunda, a esta entidad se le da la 

tarea de determinar en qué casos los Tribunales Costarricenses son competentes 

según la jurisdicción nacional. Este escenario hace al proceso peligrosamente abierto 

a múltiples interpretaciones sin un respaldo normativo sólido. 

c. La regulación de la competencia judicial internacional en el Código Procesal 

Civil 

En esta oportunidad, se procederá a analizar la normativa establecida en el 

Código Procesal Civil. Es admitido utilizarla en materia laboral, en razón de que el 

artículo 45240  del Código de Trabajo remite a aquel en lo que no se encuentre 

previsto por este. De esta forma las lagunas en la legislación laboral, se integran con 

los preceptos civiles. 

                                                                                                                                                     
39 “(…) el lugar de celebración del contrato o forum celebrationis (…)” González (N) y Rodríguez (S). 
Derecho Internacional Privado Parte General. México: Nostra Ediciones. 2010, p 130. 
40 “Artículo 452: En cuanto no contraríen el texto y los principios procesales que contiene este Título, se 
aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles. Si hubiere omisión de 
procedimiento en el presente Título, los Tribunales de Trabajo estarán autorizados para aplicar las normas del 
referido Código por analogía o para idear el que sea más conveniente al caso, a fin de que pueda dictarse con 
prontitud la resolución que decida imparcialmente las pretensiones de las partes. 
Las normas contenidas en este Capítulo se aplicarán a su vez, si no hubiere incompatibilidad, en silencio de 
las demás reglas del presente Título.” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de 
Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de 
agosto de 1943. 
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El Código Procesal Civil codifica los procedimientos civiles en general y es 

aplicable supletoriamente en diversas ramas del Derecho Privado. En su artículo 

4641 determina lo siguiente: 

“Artículo 46.- Competencia del juez costarricense. 

Es competente el juez costarricense en los siguientes casos: 

1) Cuando el demandado, cualquiera que sea su nacionalidad, estuviere domiciliado en 
Costa Rica. 

2) Cuando la obligación deba ser cumplida en Costa Rica. 

3) Cuando la pretensión se origine en un hecho ocurrido o en un acto practicado en 
Costa Rica. 

Para efectos de lo dicho en el inciso 1), se presume domiciliada en Costa Rica la 
persona jurídica extranjera que tuviere en el país agencia, filial o sucursal, pero sólo 
respecto de los actos o contratos celebrados por medio de la agencia, filial o sucursal.” 

Este artículo delimita la competencia internacional de los Tribunales 

Costarricenses. Se aprecia como competente el juez costarricense en el evento de 

que el demandado tuviere domicilio en Costa Rica (ya sea persona física o jurídica), 

también cuando se haya pactado que la obligación se cumpla en el país, o, por 

último, cuando el objeto del proceso se haya originado en Costa Rica42.   

                                                 
41 Ley N° 7130. Código Procesal Civil. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, dieciséis de 
agosto de mil novecientos ochenta y nueve. Publicado en la Gaceta N° 208 del 3 de noviembre del 1989. 

42 El profesor Juan José Obando realiza un análisis del presente artículo, al indicar lo siguiente: 
 “The first canon (Article 46.1) refers to the historical actor sequitur forum rei instruction recognized at the 
Regulae Juris by Pope Boniface VIII in the last title of the Liber Sextus Decretalium. According to this 
principle, Costa Rican judges hold jurisdiction to adjudicate cases in which defendant holds his domicile 
within the Costa Rican territorial borders. In the case of foreign corporations and other entities the First and 
Second Chambers have interpreted the existence of a subsidiary, branch or agency in Costa Rica grants 
jurisdiction to the national courts even if the agreement was not signed by the foreign company. The Second 
Chamber´s magistrates opted to apply this rule instead of the restrictive competency special regulations from 
the Labour Code and concluded that on the basis of the economic interest groups theory, the mother company 
– even in cases of multinationals – could be sued in Costa Rica when its subsidiary is domiciled in this 
country.  
 According to the second precept (Article 46.2), Costa Rica follows the forum executionis rule, hence if an 
obligation is created in a foreign country but is partially of fully performed in Costa Rica, this will grant 
national courts with jurisdiction to adjudicate a conflict which could arise in direct link to such obligation. 
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Es interesante apreciar que los tres incisos citados únicamente toman en cuenta 

situaciones que ocurran físicamente en Costa Rica. Aun y cuando se podría 

desprender que los incisos b) y c) están incluyendo el carácter volitivo-formal del 

elemento de extranjería, realmente no pareciera serlo, en razón de que se liga 

inexorablemente a la conexión con el territorio nacional. Por último, nótese que la 

nacionalidad, como una característica personal que hace a una situación 

internacional, no se está tomando en cuenta en este artículo. 

Al resultar aplicable esa norma en materia laboral, esta podría ser desfavorable 

para el trabajador. El Derecho Laboral se rige por el Principio Protector43, el cual 

parte básicamente de que el trabajador es la parte débil en la relación laboral y, por 

ende, esta rama jurídica nivela la desigualdad. Es por esa razón y al ser el Derecho 

Laboral dotado de principios generales propios, que la aplicación de la normativa 

civil realmente se hace solo de manera supletoria, en virtud de que el juez siempre 

debe resolver en un primer lugar con el Código de Trabajo, a no ser que exista una 

norma más favorable para el trabajador44. 

A continuación se proporcionará un ejemplo con el propósito de explicar la falta 

de idoneidad de la normativa civil sobre competencia internacional aplicable en 

materia laboral: En el evento de que un trabajador nacional haya pactado su 

                                                                                                                                                     
The last connecting rule (Article 46.3) refers to the forum delicti commissi principle in which the Costa Rican 
courts are granted with power for undertaking a case when the action or factual situation is performed in the 
national territory.(…)” Obando (J). Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer Law 
International. 2013, p 134: 382,382 y 384. 
43“La relación laboral, de acuerdo a los Derechos Humanos, ha de ser protegida, precisamente para que los 
empleadores no aprovechen la potencia activa en su beneficio. Tales derechos se transmiten a través del 
principio protector y penetran el ordenamiento mediante los denominados principios generales.” Capón (R). 
Derecho Internacional del Trabajo. Su construcción. Argentina: Platense 2011, p. 61. 
44 El principio de la norma más favorable es parte del Principio Protector. Para estos casos la doctrina ha 
indicado que cuando existen varias normas se aplica la más favorable, independientemente de la categoría de 
la norma o su rango, prevalece la que concede más derechos, rompiéndose con esto la escala de fuentes del 
Derecho de nuestro Ordenamiento Jurídico. En el mismo sentido así lo ha interpretado la jurisprudencia:  
“De tal manera que, si en el común de los casos, la norma de rango superior prevalece sobre la de rango 
inferior, y, en normas de igual rango jerárquico, la de más reciente promulgación sobre la anterior; en el 
derecho laboral, se aplicará a cada caso particular, la norma que más favorezca al trabajador.” Sala 
Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 145 de las trece horas cincuenta minutos del 
nueve de abril de dos mil dos. 
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contratación en otro país, con una empresa extranjera y en territorio foráneo, si llega 

a ocurrir que sea despedido, viéndose obligado a regresar a su país, si se aplica esta 

normativa él no podrá demandar ante Tribunales Costarricenses. Lo anterior debido 

a que no se estaría cumpliendo con los presupuestos de hecho citados en la norma 

jurídica del Código Procesal Civil citada anteriormente. 

Básicamente ese es el único artículo en materia de competencia judicial 

internacional existente en el Código Procesal Civil. Si bien es cierto, esta normativa 

contiene regulación concreta acerca de la competencia en casos de Derecho 

Internacional Privado, esta podría ser susceptible de ser utilizada en los casos a los 

que se refiere este trabajo, mas por no regular de manera específica el punto central 

de esta tesis, no se tomará en cuenta para su análisis. 

d. Las normas de Derecho Internacional Privado en el Código Civil 

El siguiente texto normativo por examinar en relación con la competencia 

judicial internacional es el Código Civil. Este cuerpo normativo, en su Título 

Preliminar, posee un capítulo de normas de Derecho Internacional Privado. Para los 

efectos del presente trabajo se analizará aquellas relevantes para el objeto de la 

materia laboral, situación que permite expresamente el artículo 1445  del Código 

Civil. 

En primer lugar se hará referencia al numeral 23 del Código Civil, que regula la 

aplicación de la Ley Costarricense: 

“Artículo 23.- Las leyes de la República concernientes al estado y capacidad de las 
personas obligan a los costarricenses para todo acto jurídico o contrato que deba tener su 
ejecución en Costa Rica, cualquiera que sea el país donde se ejecute o celebre el contrato, y 

                                                 
45 “Artículo 14: Las disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias de las materias regidas por 
otras leyes. (Así reformado por Ley Nº 7020 de 6 de enero de 1986, artículo 1º)” Ley N° 63. Código Civil. 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintiocho de setiembre de mil ochocientos ochenta y 
siete. 



 

35 
 

obligan también a los extranjeros, respecto de los actos que se ejecuten o de los contratos 
que se celebren y que hayan de ejecutarse en Costa Rica. 

(Así reformado por Ley Nº 7020 de 6 de enero de 1986, artículo 1º)” 

La disposición mencionada delimita el ámbito de aplicación del Ordenamiento 

Jurídico Costarricense. En armonía con ello y sin importar la nacionalidad o el lugar 

de celebración del contrato, todos los actos ejecutados en el país se regirán por las 

leyes costarricenses. Lo establecido por dicha Ley tiene similitud con el Principio de 

Territorialidad en materia laboral, este determina que el Código de Trabajo se aplica 

a todos los establecimientos y personas asentadas en Costa Rica46, sin importar su 

nacionalidad. 

El siguiente numeral del Código Civil es el 27, también delimita el espacio de 

aplicación de las leyes, pero con ciertas especificaciones no indicadas en el artículo 

anterior, en el sentido de que establece pautas para elegir la regla de conflicto47: 

                                                 
46 El principio de Territorialidad en material laboral se rige por lo establecido en el artículo 14 del Código de 
Trabajo, mismo que establece lo siguiente: 
“Artículo 14: Esta ley es de orden público y a sus disposiciones se sujetarán todas las empresas, 
explotaciones o establecimientos, de cualquier naturaleza que sean, públicos o privados, existentes o que en 
lo futuro se establezcan en Costa Rica, lo mismo que todos los habitantes de la República, sin distinción de 
sexos ni de nacionalidades. Se exceptúan: 
a. Las disposiciones que el presente Código declare sólo aplicables a determinadas personas o empresas; 
b. Las empresas que en la actualidad trabajen en el país en virtud de contratos o concesiones del Estado, en 
cuanto resulten indudablemente afectados los derechos adquiridos que emanen del texto de los mismos; pero 
el solo hecho de la prórroga de tales contratos o concesiones, o su novación, deja a los interesados sometidos 
a todas las cláusulas de este Código y de sus Reglamentos, aun cuando se haga constancia escrita en contrario 
(…)” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de 
agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
47 De acuerdo con la doctrina, se indica que la regla o norma de conflicto tiene como significado lo siguiente: 
“Esta tipología de norma de dipr determina qué ordenamiento jurídico, qué sistema jurídico, de los que se 
encuentran razonablemente vinculados con el supuesto de hecho dará respuesta al fondo de la cuestión 
planteada por las partes, a través de sus normas materiales o sustantivas.  
De esta afirmación deriva que sea una técnica de reglamentación indirecta, desde que su objetivo es 
“localizar”, siguiendo a Calvo Caravaca y Carrascosa González, o focalizar la situación jurídica privada 
internacional en un determinado ordenamiento jurídico estatal el cual se encargará de dar una solución de 
fondo a través del conjunto de normas materiales que tenga diseñado. Así, esta reglamentación no soluciona 
directamente el fondo de la pretensión, no da una respuesta a nuestra controversia, su función es remitir dicha 
situación jurídica para su solución a un concreto ordenamiento jurídico para que entre sus normas materiales 
encontremos la respuesta.” González (N) y Rodríguez (S). Derecho Internacional Privado Parte General. 
México: Nostra Ediciones. 2010, p138. 
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“Artículo 27.- Para la interpretación de un contrato y para fijar los defectos mediatos o 
inmediatos que de él resulten, se recurrirá a las leyes del lugar donde se hubiere celebrado 
el contrato; pero si los contratantes tuvieren una misma nacionalidad, se recurrirá a las 
leyes de su país. 

En los testamentos se aplicarán las leyes del país donde tuviere su domicilio el testador. 

Respecto de matrimonios, atenderá a las leyes del lugar donde hubieren convenido en 
establecerse los cónyuges; y, a falta de ese convenio, a las del país donde tenga su 
domicilio el cónyuge demandado, o, en el caso de separación a las del domicilio de 
cualquiera de ellos. 

(Así reformado por Ley Nº 7020 de 6 de enero de 1986, artículo 1º)” 

A partir de esta disposición se puede extraer cuatro diferentes supuestos de hecho 

para la aplicación de la norma, con el objeto de la determinación de la Ley aplicable 

para la interpretación de un contrato. El primero de ellos es el del lugar donde se 

hubiere celebrado el contrato, el segundo de ellos es el de la nacionalidad de las 

partes, si las dos poseen la misma. Asimismo, hace la especificación de que para los 

testamentos se aplica la Ley del domicilio del testado y para los matrimonios es la 

del lugar en donde convinieron los cónyuges para establecerse. Son de interés los 

primeros dos supuestos, en virtud de que son susceptibles de ser aplicados en 

materia laboral, además porque con ellos se expresa la posibilidad de aplicación de 

la Ley extranjera por parte de los Tribunales Costarricenses. 

Con el fin de complementar lo explicado en el párrafo antepuesto, el último 

numeral del Código Civil del Capítulo de las normas de Derecho Internacional 

Privado establece en lo sucesivo: 

“Artículo 30: El que funde su derecho en leyes extranjeras deberá probar la existencia 
de éstas. 

(Así reformado por Ley Nº 7020 de 6 de enero de 1986, artículo 1º)”. 
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Este artículo precisamente prescribe la posibilidad de que la Ley extranjera sea 

aplicada por Tribunales Costarricenses. El único requisito formulado para que ello 

suceda es que la parte debe demostrar la existencia de ese Derecho Extranjero. Sin 

embargo, nótese que se trata de la materia civil, además de que la norma no viene 

aparejada de otra que haga alusión a la competencia judicial internacional en estos 

casos, lo que excluye, por ende, la parte procesal, la cual, en Teoría, debería ser 

abarcada por el Código Procesal Civil. 

Como se explicó en los párrafos precedentes, el Código Procesal Civil posee una 

norma reguladora de la competencia internacional; sin embargo, al llevar a cabo un 

análisis detallado de esta, se puede desprender, en efecto, que no hay una armonía 

entre este cuerpo normativo y los artículos sobre Derecho Internacional Privado 

establecidos en el Código Civil. Es decir, existen vacíos normativos entre ambos 

textos, los cuales provocan una falta de integración en las normas, como se verá a 

continuación. 

En los textos legales transcritos, más precisamente en el artículo 27 del Código 

Civil, se permite aplicar las leyes del lugar donde se haya celebrado un determinado 

contrato. Por ejemplo, si se firmó un contrato en Alemania entre un costarricense y 

un residente alemán, para ejecutar el contrato en ese país, de acuerdo con el numeral 

mencionado, se debe recurrir a las leyes de Alemania en la eventualidad de un 

proceso judicial. No obstante, a pesar de lo indicado, según el precepto 46 del 

Código Procesal Civil, el juez costarricense no es competente de conocer ese asunto, 

en razón de que no se cumplen los presupuestos de conexión con el territorio 

costarricense establecidos para los efectos en esa normativa. 

Sin embargo, es preciso tomar en cuenta que las disposiciones legales 

mencionadas regulan en un primer rango la materia civil. Es por ello que para el 

Derecho laboral se debe aplicar primordialmente la normativa del Código de 

Trabajo que identifique - aunque sea mediante analogía - esta misma situación de 
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una manera más favorable para el trabajador, en consonancia con los principios 

laborales explicados anteriormente. 

e. Conclusión 

Las disposiciones legales citadas previamente en los cuatro apartados 

precedentes constituyen la totalidad de la legislación nacional (como se indicó 

arriba, sin tomar en cuenta Tratados Internacionales), esta regula, por un lado, la 

competencia territorial laboral y, por otro lado, el Derecho Internacional Privado en 

la competencia judicial internacional. De esta manera se concluye el análisis de la 

normativa interna del país, a partir de la cual se puede extraer varias 

consideraciones. 

Se aprecia que la única legislación aplicable específicamente para el Derecho 

Internacional Privado es la Civil, más que todo la del Código Civil, así como de 

manera somera la del Código Procesal Civil. Para el Derecho Laboral, el Código de 

Trabajo establece únicamente incisos aislados que tocan el tema de manera 

superficial, estos son: el inciso a) del artículo 423 y el inciso f) del artículo 42748; 

empero, son escuetos y no establecen pautas claras para la determinación de la 

competencia internacional de los Tribunales de Trabajo. 

Otra norma podría considerarse reguladora – aunque no de manera directa –, en 

el Código de Trabajo, de la competencia para casos internacionales, es el numeral 

                                                 
48 “Artículo 423: En las cuestiones de competencia por razón del territorio se procederá de la siguiente 
manera: 
a) Si se declarare que el negocio no es de conocimiento de los tribunales de Costa Rica, cabrá la consulta a la 
Sala de Casación, en la forma prevista en el artículo anterior.  (…) 
“Artículo 427: En la duda, si no es el caso de la prórroga prevista en el artículo 420(*), será competente y 
preferido a cualquier otro Juez de Trabajo, aunque haya estipulación en contrario: 
(…) 
f) Tratándose de acciones nacidas de contratos verificados con trabajadores costarricenses para la prestación 
de servicios o ejecución de obras en el exterior, el del lugar del territorio nacional donde se celebraron dichos 
contratos, salvo que en éstos se hubiere estipulado alguna otra cláusula más favorable para los trabajadores o 
para sus familiares directamente interesados.” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 
192 del 29 de agosto de 1943. 
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420. Como se vio anteriormente, existe la figura de la prórroga de competencia, esta 

debería ser aplicable en lo que corresponda, en virtud de que el juez legalmente se 

ve impedido a declarar su incompetencia en razón de la jurisdicción de oficio. 

Asimismo, en caso de existir conflicto, en el evento de que la parte demanda haya 

opuesto la excepción de incompetencia en tiempo, cabe la consulta ante la Sala 

Segunda, escenario que, en teoría, abre las posibilidades para que el alto tribunal 

integre la normativa vigente y le brinde una interpretación al asunto de conformidad 

con los principios del Derecho Laboral, esta situación se verificará en capítulos 

posteriores de este trabajo. 

De las aseveraciones expuestas, queda evidenciado que el Ordenamiento Jurídico 

laboral no posee normativa sobre competencia judicial internacional49. Es entendible 

que en el año 1943, en el que fue promulgado el Código de Trabajo costarricense, no 

se hubiera dimensionado la transnacionalización de las relaciones laborales a como 

son actualmente y el desarrollo del Derecho Internacional Privado, como para haber 

establecido una regulación al respecto. Empero, en los tiempos modernos se ve la 

necesidad de la existencia de una normativa concisa que abarque diferentes 

escenarios especiales, tanto en el nivel procesal en la determinación de la 

competencia como en el nivel de normas de conflicto y legislación aplicable, lo 

suficientemente clara para ser interpretada e integrada en los casos no previstos por 

esta. 

No obstante, la laguna normativa señalada en el párrafo anterior no es óbice para 

que el trabajador vea limitadas sus posibilidades y derechos, correspondientes a él 

por antonomasia, en relación con jurisdicción de trabajo. Es por ello que mientras no 

                                                 
49 En el mismo sentido lo expone Bolaños en su artículo doctrinal: 
“Quizá resulte de rigor aclarar que en el Código de Trabajo costarricense – a diferencia de otras legislaciones 
laborales en el derecho comparado-, no tenemos una normativa que de manera específica regule el tema de la 
competencia internacional y de la ley aplicable cuando se trata de un contrato laboral con elementos 
internacionales. Tampoco conoce nuestro país de un convenio marco a nivel internacional donde se regule la 
competencia judicial y la ley aplicable en materia de contratos con elementos extranjeros…” Bolaños (F). 
Descentralización empresarial y responsabilidad laboral en Costa Rica: aplicación de la ley laboral en 
contratos con elementos extranjeros: Costa Rica. San José, Costa Rica: Jurídica Continental, 2011, p 59,60.  
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se legisle en este sentido, los operadores del Derecho deben aplicar la legislación 

existente e interpretar el Ordenamiento Jurídico como un sistema completo que 

funciona de manera coherente y uniforme. 

Continuando con el tema, el siguiente apartado va a ser dedicado al estudio de la 

normativa del Código de Bustamante50  en la materia objeto de este trabajo. Se 

realizará un análisis de la normativa establecida ahí y se apuntará a la idoneidad – o 

no – de esta. Asimismo, se revisarán diferentes organizaciones supranacionales y se 

hará énfasis en la necesidad de instaurar normativa internacional con el fin de 

facilitar la cooperación entre jurisdicciones para la resolución de casos de esta 

naturaleza. 

  

                                                 
50 Ley N° 50. Código de Bustamante. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, trece de diciembre 
de mil novecientos veintiocho. Publicado en la Gaceta N° 30 del 6 de enero de 1930. 
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Capítulo 2 

La regulación del Código de Bustamante y los Convenios Internacionales de 

Derecho Internacional Privado, en relación con las normas entre países sobre la 

competencia judicial internacional en materia laboral 

El objeto de la presente sección es hacer énfasis en la normativa de carácter 

internacional ratificada por Costa Rica y relacionada con la resolución de asuntos 

sobre competencia judicial internacional laboral. Se analizará los diferentes artículos 

dentro de los preceptos del Código de Bustamante51 y, al igual que en la sección 

anterior, se estudiará su aplicabilidad en el ámbito laboral. También se verá la 

normativa establecida en el Tratado de Libre Comercio República Dominicana - 

Centroamérica - Estados Unidos (TLC52) en lo que pueda ser aplicable al tema 

objeto de este trabajo.  

Igualmente, se estudiará lo relativo a la pertenencia por parte de Costa Rica en la 

Organización Internacional del Trabajo, así como en la Conferencia de la Haya de 

Derecho Internacional Privado, para verificar el aporte brindado al presente tema. 

Por último, se mencionará la cooperación intergubernamental para determinar si es 

necesario un Tratado Internacional específico entre los países, con el propósito de 

facilitar la resolución de los asuntos procesales de Derecho Internacional Privado. 

                                                 
51 Aprobado en Costa Rica mediante la Ley N° 50. Código de Bustamante. Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica, trece de diciembre de mil novecientos veintiocho. Publicado en la Gaceta N° 30 del 
6 de enero de 1930. 
52 Aprobado en Costa Rica mediante la Ley N° 8622. Tratado de Libre Comercio República Dominicana - 
Centroamérica - Estados Unidos (TLC). Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintiuno de 
noviembre del dos mil siete. Publicado en la Gaceta N° 246 del 21 de diciembre del 2007. 
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a. Las reglas de competencia judicial internacional y competencia territorial en 

el Código de Bustamante (ratione loci) 

El Código de Bustamante o Convención de Derecho Internacional Privado forma 

parte del Tratado de la Habana de 192853 y es un Convenio celebrado en Cuba. Fue 

ratificado por Costa Rica mediante la Ley número 50, vigente desde el 6 de febrero 

de 1930.  El Convenio es vinculante para los 15 países que lo han sancionado, estos 

son: Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Cuba, República Dominicana, Ecuador, El 

Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Nicaragua, Panamá, Perú y Venezuela54. 

Este Convenio es el único Tratado de Derecho Internacional Privado existente en 

el país, por este motivo su examen es relevante para el tema del presente trabajo. De 

esta manera, se iniciará con el estudio de los artículos reguladores de la competencia 

judicial internacional y en razón del territorio en este cuerpo normativo. El primer 

artículo por contemplar es el numeral 198, por medio del cual se hace referencia 

expresa a la materia de Derecho Laboral: 

“Artículo 198: 

También es territorial la legislación sobre accidentes del trabajo y protección social del 
trabajador.” 

El numeral transcrito establece el Principio de Territorialidad de la legislación 

laboral, posteriormente, se incorporó también cuando se promulgó el Código de 

Trabajo en 1943. La jurisprudencia nacional de la Sala Segunda de la Corte Suprema 

de Justicia, al analizar el mencionado Principio en relación con el Código de 

Trabajo, ha interpretado que la Ley del territorio costarricense rige a todos las 

                                                 
53 Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 97. 
54 Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 113, citando a DELGADO BARRETO/DELGADO MENÉNDEZ/CANDELA SÁNCHEZ, 
Introducción al derecho internacional privado, cit., T. I, p. 110. 
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contrataciones ejecutadas en Costa Rica55, razón por la cual se aplica por encima de 

la Ley personal de las partes.  

No es una regla general, pero también en ciertos casos se ha aceptado por la 

jurisprudencia flexibilizar el Principio de Territorialidad, por ejemplo, cuando la 

persona prestó sus servicios para una misma empresa transnacional en diferentes 

partes del mundo56. De esta manera, se podría aplicar el Código de Trabajo en 

hechos ocurridos en el país, así como los dados en otros países, pero ligados a lo 

ocurrido en Costa Rica. 

                                                 
55 “(…) atendiendo al carácter territorial de las legislaciones y a la soberanía de que provienen, conviene 
tener presente que la naturaleza de las obligaciones, su existencia, su extensión, su extinción y sus efectos, se 
rigen por la ley territorial y no por la personal de las partes del respectivo contrato, según los principios 
de Derecho Internacional que inspiran los artículos 164, 165, 169 y 198 del Código Bustamante. En armonía 
con lo anterior, la ley costarricense rige esos aspectos, en términos generales, y en particular en lo que 
concierne a las contrataciones laborales, únicamente cuando éstas hayan de ejecutarse en Costa Rica, con 
independencia de que, los otorgantes, sean extranjeros y aunque el acto o el contrato no se haya celebrado en 
la República (Lex Loci Executionis; artículos 26 del Código Civil y 14 del Código de Trabajo). Sobre este 
particular, ha dicho la jurisprudencia: "Como principio general puede decirse que las leyes son obligatorias y 
surten sus efectos en todo el territorio costarricense... que la legislación de trabajo es territorial, y que como 
consecuencia de ello, se aplica la ley del Estado dentro del cual se presta el servicio (Código 
de (sic) Bustamante, artículo 198; Mario de la Cueva, Derecho Mejicano de Trabajo T.I. págs. 399 y 400; 
Ernesto Krotoschin, Instituciones de Derecho de Trabajo, citado por Mario de la Cueva en la pág. 400 de su 
citada obra; Guillermo Cabanellas, Introducción al Derecho Laboral, Volumen II, N° 549, pág. 290). Por 
consiguiente, al hacer la aplicación de las normas laborales se deben tomar en cuenta, únicamente, los 
hechos realizados u ocurridos dentro del país, y no los acaecidos fuera, puesto que la aplicación de la ley 
consiste en sumir un campo concreto bajo la norma del derecho a fin de determinar si la hipótesis de la ley 
se realiza en el supuesto de hecho. Y si la ley costarricense concede derecho a prestaciones sociales tomando 
en cuenta el tiempo servido por el trabajador a su patrono, ha de entenderse que se refiere, en principio, al 
trabajo efectuado en el país, que la relevancia jurídica concedida al hecho de trabajar se confiere tan sólo al 
efectuado dentro del territorio nacional y que el derecho a esas prestaciones nace de los hechos acaecidos 
en el país, que vienen a ser los únicos en que está la razón en virtud de la cual la norma despliega su 
precepto...” (voto 667-2003 de las nueve horas del trece de noviembre de dos mil trece. El resaltado es 
agregado).” Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 1417 de las  nueve horas 
quince minutos del once de diciembre del dos mil trece. 
56  “Ahora bien, la modalidad de las relaciones laborales en empresas transnacionales ha permitido que 
nuestra Sala Segunda haya constatado en forma visionaria ese fenómeno, estableciendo, en cuanto a la ley 
de fondo o competencia legislativa (rationae materiae), el siguiente interesante criterio: “…debe 
reconocerse, que ante la expansión de los mercados que ha venido experimentando el mundo moderno, ya sea 
en virtud de las alianzas o de las simples respuestas de las organizaciones comerciales modernas, en los 
cuales el ámbito de acción donde se desplazan con trabajadores comprende varias naciones soberanas, existe 
una tendencia a flexibilizar la rigidez en la aplicación del principio de la territorialidad haciendo posible 
extender la ley nacional al hecho del trabajo ejecutado en parte extraterritorialmente…” (Las negritas 
no son del original. Sentencia número 247 de las 10:00 hrs del 11/08/95).”   
Marín (R). El Contrato Laboral Transnacional y la Seguridad Social. Revista Judicial, Costa Rica, N° 102, 
2011, p. 49. 
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Siguiendo con la Convención Internacional de Bustamante, el Libro IV versa 

sobre Derecho Procesal Internacional y la determinación de la competencia por parte 

de los Estados contratantes. El título inicia con el artículo número 314, que establece 

lo siguiente: 

“Artículo 314: 

La ley de cada Estado contratante determina la competencia de los Tribunales, así como 
su organización, las formas de enjuiciamiento y de ejecución de las sentencias y los 
recursos contra sus decisiones.” 

De acuerdo con lo preceptuado por este numeral, la legislación interna de cada 

país es la encargada de determinar en qué casos se atribuye la competencia a los 

Tribunales. En razón de lo anterior, no podría una normativa extranjera establecer 

reglas sobre competencia nacional; sin embargo, lo indicado no es obstáculo para 

que en aplicación del Principio de la autonomía de la voluntad de las partes, estas 

convengan en darle competencia a los Tribunales del país, si la legislación interna lo 

permite57. 

Por su parte, el artículo 316 del Código de Bustamante regula la competencia 

territorial o ratione loci58 de la forma en que se detalla a continuación: 

“Artículo 316: 

La competencia ratione loci se subordina, en el orden de las relaciones internacionales, 
a la ley del Estado contratante que la establece.” 

                                                 
57 El convenio realizado entre las partes en virtud del principio de la autonomía de la voluntad, no podría 
establecer nada en contra de la normativa del Código de Trabajo, al ser esta de orden público y no es 
susceptible de pactar en contrario.  
58 Por el concepto de ratione loci se entiende que estamos ante la competencia por razón del territorio: 
 “a).- La competencia judicial internacional ratinone loci. Al determinar el ámbito de su competencia judicial 
internacional el Estado, en el ejercicio de su soberanía, atiende a determinadas bases, la primera y 
fundamental de ellas es el territorio, como límite al ejercicio de una de las funciones esenciales del Estado.” 
Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones o de Competencia Judicial Internacional. Revista Cubana de 
Derecho, N°30, 2007, p 74. 
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Con este artículo se estableció que la regulación de la competencia en razón del 

territorio aplicable es aquella determinada por la legislación de cada Estado. De 

acuerdo con lo anterior y siguiendo lo que se ha indicado, los preceptos acerca de la 

competencia ratione loci, al ser de orden público 59 , le dibujan un límite a la 

jurisdicción estatal. Esta se ajusta a la soberanía interna según la nacionalidad de 

cada parte, dado que cada Estado tiene libertad para reglar las normas procesales de 

competencia territorial. 

El primer título del apartado acerca de las normas de Derecho Procesal 

Internacional de la Convención mencionada concluye con los principios generales 

instaurados en el numeral 317, en estos son señaladas las normas sobre la 

competencia ratione materiae60 y ratione personae61 de la forma en que se detalla a 

continuación: 

“Artículo 317: 

La competencia ratione materiae y ratione personae, en el orden de las relaciones 
internacionales, no debe basarse por los Estados contratantes en la condición de nacionales 
o extranjeros de las personas interesadas, en perjuicio de éstas.” 

                                                 
59 “Es evidente, pues, que toda regla de competencia judicial internacional ratio loci será una cuestión de 
orden público internacional, dado que, como explica BUSTAMANTE, se trata de enlazar una de las 
funciones esenciales del Estado, con los casos o supuestos de relaciones que caen bajo su imperio; decisión 
que toca la esencia de las funciones del Estado, su organización, objeto y eficacia, todo lo que únicamente 
corresponde establecer al Estado, y que los demás tienen la obligación de respetar, con el único límite que el 
impuesto por el Derecho internacional público. Ese es el principio recogido en el Código BUSTAMANTE 
cuando el artículo 316 ratifica el doble juego del Derecho nacional y el Derecho internacional en el 
ordenamiento de la competencia judicial (…)” Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones o de Competencia 
Judicial Internacional. Revista Cubana de Derecho, N°30, 2007,pp 74-75. 
60 “La competencia judicial internacional ratione materia radica en la determinación por parte del Estado de 
la competencia de sus órganos jurisdiccionales en atención a la razón de la índole de los asuntos que se 
plantean ante sus jueces y tribunales, o sea, el Estado presta atención a la índole de la relación jurídica con 
elemento extranacional planteada, para determinar si en ese supuesto concreto debe atribuírsele competencia 
a los tribunales patrios, o no hacerlo, con lo que quedaría “el espacio” libre para que se declare competente el 
órgano jurisdiccional de un Estado extranjero.” Ibídem, p 75. 
61 “La competencia judicial internacional ratione personae radica, a su vez, en la determinación por parte del 
Estado de la competencia de sus órganos jurisdiccionales, pero en este caso, en atención a la contingencia o 
problema personal que entraña. Se trata de un foro donde el criterio de proximidad no se vincula a la materia 
por sí sola, sino en la vinculación del contenido de la relación jurídica, y los problemas que de ella se derivan 
para las partes.” Ibídem, p 76. 
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Como se puede apreciar, la redacción del artículo anterior no es muy amigable, 

en el sentido de que no resulta fácil su comprensión. Sin embargo, autores como 

Dávalos al analizar el artículo citado, han interpretado que persigue establecer  lo 

siguiente:  

 “(…) el principio imperante radica en la prohibición de establecer como criterio 
determinante de la intervención judicial la condición de los extranjeros en su perjuicio. 
Principio que recoge el Código BUSTAMANTE para los dos supuestos, en su artículo 
31762 (…)” 

De esta forma se entiende que en un proceso judicial la competencia en razón de 

la materia o en razón del elemento personal de las partes, de ninguna manera puede 

implicar un perjuicio para ellas en razón de la nacionalidad ostentada. Por último, 

para finalizar con los preceptos establecidos en el Código Bustamante, el numeral 

318 explica las reglas de competencia judicial internacional en los casos de Derecho 

Civil y Mercantil: 

“Artículo 318: 

Será en primer término juez competente para conocer de los pleitos a que dé origen el 
ejercicio de las acciones civiles y mercantiles de toda clase, aquél a quien los litigantes se 
sometan expresa o tácitamente, siempre que uno de ellos por lo menos sea nacional del 
Estado contratante a que el juez pertenezca o tenga en él su domicilio y salvo el derecho 
local contrario. 

La sumisión no será posible para las acciones reales o mixtas sobre bienes inmuebles, si 
la prohíbe la ley de su situación.” 

En razón de lo anterior, se instaura, como regla principal para la determinación 

de la competencia judicial internacional, la voluntad de las partes, según el foro que 

elijan, de acuerdo con la disposición establecida en el artículo transcrito del Código 

de Bustamante. La norma también designa ciertas condiciones para la aplicación de 

                                                 
62 Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones o de Competencia Judicial Internacional. Revista Cubana de 
Derecho, N°30, 2007, p 76. 
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este precepto, como lo es que alguna de las partes tenga la nacionalidad del país en 

el que el juez ejerza su competencia judicial internacional63. Por su parte, el artículo 

322 indica que la sumisión tácita no puede operar en casos de rebeldía, como se 

aprecia a continuación: 

“Artículo 322: 

Se entenderá hecha la sumisión tácita por el demandante con el hecho de acudir al juez 
interponiendo la demanda, y por el demandado con el hecho de practicar, después de 
apersonado en el juicio, cualquier gestión que no sea proponer en forma la declinatoria. No 

se entenderá que hay sumisión tácita si el procedimiento se siguiera en rebeldía.” 

De esta manera el Código de Bustamante indica la forma en que opera la 

prórroga tácita. Asimismo, enuncia que esta no puede operar en casos de rebeldía. 

Sin embargo, este precepto regula expresamente la materia civil y mercantil, razón 

por la cual tratándose del Derecho Laboral, este punto es cuestionable, como se verá 

líneas adelante.  

En relación con otros criterios atributivos de competencia establecidos en el 

cuerpo normativo citado, el artículo 323 determina lo siguiente: 

“Artículo 323: Fuera de los casos de sumisión expresa o tácita, y salvo el derecho local 
contrario, será juez competente para el ejercicio de acciones personales el del lugar del 
cumplimiento de la obligación o el del domicilio de los demandados y subsidiariamente el 
de su residencia.” 

 

                                                 
63 Siguiendo a Obando en la interpretación de los artículos citados sobre el Código de Bustamante, se indca lo 
siguiente:  
“The Code starts by indicating a certain respect to party autonomy for selecting the appropiate forum for 
personal claims. However, autonomy is restricted to cases in which at least one of the parties holds the 
nationality of or is domiciled in the Member State where the process shall be undertaken (Article 318). 
Lacking such selection, the judge of the place of performance and the one of defendant´s domicile – and 
subsidiarily his residence – are alternatively selectable (Article 323). These rules are not applicable for 
matters related to rights in rem.” Obando (J). Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer 
Law International. 2013, p 139: 400. 
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Al analizar el artículo anterior, así como la normativa sobre competencia judicial 

internacional establecida en el Código de Bustamante, el tratadista cubano Dr. 

Rodolfo Dávalos Fernández extrae de esa regulación una serie de reglas y criterios 

para facilitar su  comprensión: 

“Los criterios determinantes de la competencia judicial internacional antes estudiados 
dan lugar a las reglas generales en que se sustentan los foros naturales tanto de Derecho 
autónomo como convencional, erigiéndose así en principios generalmente admitidos 
internacionalmente en esta materia, basados en: la sumisión de las partes (dentro del marco 
legal establecido, o sea, exceptuando los foros exorbitantes), la nacionalidad de los sujetos 
de la relación jurídica (sin que ello entrañe una situación de privilegio), el lugar o territorio 
de la situación de los bienes o del cumplimiento de la obligación, y la índole o naturaleza 
de la acción ejercitada64.” 

Con base en la cita mencionada, se comprende la existencia de ciertos principios 

de Derecho Internacional Privado regentes de la competencia atribuida a 

determinado foro. La primera es la voluntad de las partes, la segunda es la 

nacionalidad de los sujetos y la tercera es el lugar de ejecución de la obligación. 

Como se puede apreciar, en Costa Rica la legislación interna no se rige por esos 

principios completamente, dado que si bien el primero efectivamente es aplicable 

(solamente si esto es beneficioso para el trabajador y no contraviene las normas de 

orden público), el segundo principio de la nacionalidad de las partes no lo es (en 

razón de que podría transgredir el Principio de Territorialidad de la Ley laboral). 

 Sin embargo, como la materia laboral es una rama especial del Derecho, no se 

comparte el criterio de Dávalos en cuanto a que para la sumisión de las partes se 

debe exceptuar al foro exorbitante65 . Lo anterior en virtud de que en Derecho 

                                                 
64 Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones o de Competencia Judicial Internacional. Revista Cubana de 
Derecho, N°30, 2007,pp 84-85. 

65 En el mismo sentido de evitar la aplicación de foros exorbitantes a la materia laboral, el autor Obando se 
pronuncia en pos de evitar la aplicación extensiva de las reglas de competencia territorial laboral, para la 
competencia judicial internacional: 
“Despite the existence of these clear indications, judges opted to extend the application of internal 
competency rules, thus creating an unfortunate solution which might create undesired results such as abusive 
or exorbitant forums. In particular, judges have applied internal competency rules to international divorce 
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Laboral se debe aplicar el foro de protección, el cual siguiendo a González, podría 

confundirse con el foro exorbitante66, a pesar de ser una figura distinta. 

De esta manera se puede apreciar como no determinante lo aportado por el 

Código de Bustamante a la interpretación y la normativa sobre competencia judicial 

internacional, específicamente en materia laboral. En primer lugar, el Principio de 

Territorialidad de la legislación de trabajo ya se encuentra instaurado en la 

legislación costarricense, de igual forma, lo establecido en relación con el carácter 

interno de la regulación de la competencia no es algo que adicione valor, pues como 

de indicó, el Código de Trabajo es una Ley de orden público y en consecuencia de 

aplicación obligatoria. 

  

                                                                                                                                                     
cases and succession processes, the former being the most problematic since it allows undertaking a case 
based on the domicile of plaintiff in Costa Rica. That was the case of a Second Chamber´s judgment in which 
the magistrates applied Article 24 CPC in order to determine the existence of jurisdiction for the national 
courts based on plaintiff´s domicile in Costa Rica. Other courts have departed from this view and have denied 
jurisdiction when no international competency rule allows the connection between the parties and the 
national courts.” Obando (J). Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer Law 
International. 2013, p 135: 385. 
66 “La otra cara de la moneda la representan los denominados foros exorbitantes o forum impropri. Según la 
doctrina de Silva Silva, a diferencia de los anteriores éstos aparecen en la norma competencial cuando se dan 
dos notas: la primera es que la conexión entre el supuesto de hecho y el tribunal nacional que declara su 
competencia es escasa, insuficiente o mínima tal como sostienen Fernández Arroyo y Boggiano. La segunda 
es cuando la atribución de competencia judicial internacional se inclina en claro favor de los tribunales 
nacionales de una de las partes que intervienen en el litigio; es decir, la norma de competencia tiende a 
favorecer el interés privativo de una de las partes vinculada con el foro que extiende esa normativa 
competencial, uniéndonos a Fernández Arroyo, Calvo Caravaca, Carrascosa González, Fernández Rozas y 
Sánchez Lorenzo. Dos salvedades amerita la anterior afirmación, a saber, cuando la balanza se inclina a favor 
de los tribunales de una parte, siendo ésta el domicilio del demandado; segunda, si la inclinación se hace a 
favor de una de las partes implicadas en el litigio concurriendo en ésta la cualidad de parte débil, tampoco 
estamos ante un foro exorbitante sino ante un foro de protección a decir de Fernández Arroyo.” González (N) 
y Rodríguez (S). Derecho Internacional Privado Parte General. México: Nostra Ediciones. 2010, p 100. 
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b. El capítulo sobre Derecho Laboral en el TLC (Tratado de Libre Comercio 

República Dominicana – Centroamérica – Estados Unidos) 

El siguiente tema por identificar es la regulación laboral establecida en el 

Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana – Centroamérica y Estados 

Unidos (en adelante TLC)67. Este Tratado tuvo un gran impacto en la palestra de la 

opinión nacional, pues llegó a mover masas en manifestaciones, tanto en pro como 

en contra de este. A diferencia de otros Tratados comerciales que no lo hacen68, el 

presente dedica un capítulo completo al tema del Derecho Laboral. A partir de este 

se hará un examen de las regulaciones que atañen el aspecto procesal. 

Como primer punto, el TLC establece que la legislación aplicable en materia 

laboral para cada parte será la interna de cada país69 , esta debe encontrarse en 

consonancia con los principios y derechos laborales reconocidos internacionalmente. 

En este sentido, el precepto repite lo establecido líneas arriba en el Código de 

Bustamante; no obstante, también indica que la legislación debe estar acorde con las 

garantías laborales reconocidas internacionalmente, disposición demasiado abierta y 

por ello poco práctica. 

                                                 
67 Ley N° 8622. Tratado de Libre Comercio República Dominicana - Centroamérica - Estados Unidos (TLC). 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintiuno de noviembre del dos mil siete. Publicado en 
la Gaceta N° 246 del 21 de diciembre del 2007. 
68 Calvo (E). El CAFTA y los Objetivos Laborales: Análisis del Capítulo XVI. Asociación Nacional de 
Empleados Públicos y Privados, ANEP Unidad de Formación, Información y Comunicación, UFIC, 2006, p 
1. Disponible en: http://anep.or.cr/article/el-cafta-y-los-objetivos-laborales-analisis-del-ca/  
69 “Artículo 16.1: (…)  Las Partes afirman pleno respeto por sus Constituciones. Reconociendo el derecho de 
cada Parte de establecer sus propias normas laborales y, consecuentemente, de adoptar o modificar su 
legislación laboral, cada Parte procurará garantizar que sus leyes establezcan normas laborales consistentes 
con los derechos laborales internacionalmente reconocidos, establecidos en el Artículo 16.8, y procurará 
mejorar dichas normas en tal sentido.”. 
“Artículo 16.2: (…) b) Cada Parte mantiene el derecho de ejercer su discrecionalidad respecto de asuntos 
indagatorios, acciones ante tribunales, de regulación y observancia de las normas, y de tomar decisiones 
relativas a la asignación de recursos destinados a la fiscalización de otros asuntos laborales a los que se haya 
asignado una mayor prioridad.” Ley N° 8622. Tratado de Libre Comercio República Dominicana - 
Centroamérica - Estados Unidos (TLC). Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintiuno de 
noviembre del dos mil siete. Publicado en la Gaceta N° 246 del 21 de diciembre del 2007. Cap. 16. 
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Por su parte, el artículo 16.3.1 del TLC determina la obligación de los Estados de 

proveer un acceso adecuado a la Justicia con garantías procesales justas y equitativas 

para las partes. No obstante dicha disposición resulta ser genérica y sin una 

aplicabilidad práctica para el objeto de este trabajo.  

Ahora bien, específicamente en materia de competencia judicial internacional el 

Tratado no aporta ninguna novedad sustancial, debido a que reafirma el principio de 

territorialidad ya aplicado en materia laboral en el país. Adicionalmente, los 

principios procesales ya están contemplados en el Ordenamiento Jurídico y el 

Tratado es omiso en cuanto a normativa. Además, una de las críticas señaladas a esta 

Convención es que el capítulo laboral no ha cumplido con los objetivos por los 

cuales fue creado, pues su extensión es bastante limitada70.  

En cuanto a aspectos de Derecho Internacional Privado, no se podría esperar 

realmente que el TLC regulase aspectos de competencia territorial, al estar en 

presencia de un Convenio que tiene como fin primordial las relaciones y prácticas 

comerciales entre los países suscritos en el acuerdo. Desde luego que hubiera sido 

sumamente útil que tocase temas relacionados con la cooperación judicial entre 

Estados71. Sin embargo, en razón de que el TLC posee un capítulo exclusivo de 

Derecho Laboral, en tesis de principio, tendría que incluir garantías procesales 

importantes, dado que si bien hay cierta regulación consagrada allí, no posee la 

especificidad necesaria para tener un impacto y aplicabilidad adecuada y se limita a 

utilizar términos generales como garantizar el acceso a los Tribunales y la garantía 

de imparcialidad de estos. 
                                                 

70 “Tomando en cuenta las anteriores observaciones, es claro que el objetivo planteado queda ayuno de 
contenido; más aún, el marco de normas y principios que buscan la protección de derechos laborales y con el 
que ya cuentan los países de la región es mucho más amplio que el que se crea en el capítulo que 
comentamos.” Calvo (E). El CAFTA y los Objetivos Laborales: Análisis del Capítulo XVI. Asociación 
Nacional de Empleados Públicos y Privados, ANEP Unidad de Formación, Información y Comunicación, 
UFIC, 2006, p 5. Disponible en: http://anep.or.cr/article/el-cafta-y-los-objetivos-laborales-analisis-del-ca/  
71 “Pero cabe acotar que el Derecho Internacional se nutre mutuamente entre la rama pública y la privada; un 
ejemplo de ello es la cooperación jurídica internacional que reconoce su origen en la cooperación 
internacional y en el Derecho del Desarrollo surgido en las postrimerías de la segunda guerra mundial”. 
Rapallini (L). Ensayo sobre Derecho Procesal Civil Internacional. Editorial Académica Española. 2012, p. 
13 y 14. 
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Por ello, al efectuar una revisión del capítulo en mención inserto en la 

Convención aludida, se puede determinar la inexistencia de normas específicas de 

Derecho Internacional Privado para regular o hacer referencia a la competencia 

internacional. Empero, los principios esbozados en el Tratado, en teoría, sí podrían 

contribuir de manera positiva con el tema en cuestión, esto al ser incorporados como 

apoyo en alguna fundamentación legal. 

Con base en las anteriores consideraciones, es válido plantearse la pregunta de si 

es necesario que exista un Convenio Internacional para normalizar los institutos 

procesales del Derecho Internacional Privado, como por ejemplo la cooperación 

entre países en materia procesal y el reconocimiento de sentencias extranjeras, o 

mediante la creación de una Corte Internacional en materia privada – laboral. No 

obstante, también se podría decir que no es necesaria una figura de esta naturaleza, 

si se cuenta con un buen marco de normativa interna. Por lo tanto, se considera que 

lo más importante es dar inicio y abarcar el tema de la competencia judicial 

internacional laboral, desde la situación tal y como se encuentra planteada 

actualmente, pues de esta forma sería posible conocer los asuntos e integrar las 

fuentes del Ordenamiento Jurídico. 

c. La Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la competencia judicial 

internacional 

La Organización Internacional del Trabajo (en adelante OIT) fue creada en 1919, 

formó parte del Tratado de Versalles, al concluir la Primera Guerra Mundial. Es una 

organización tripartita72 instaurada bajo los principios de justicia social con fines 

básicamente humanitarios. Posteriormente, luego de la Segunda Guerra Mundial y 

                                                 
72 “La Organización Internacional del Trabajo (OIT) es la única agencia de las Naciones Unidas cuyos 
mandantes son representantes de gobiernos, empleadores y trabajadores. Esta estructura tripartita hace de la 
OIT un foro singular en el cual los gobiernos y los interlocutores sociales de la economía de sus Estados 
Miembros pueden libre y abiertamente confrontar experiencias y comparar políticas nacionales” Página 
oficial de la Organización Internacional del Trabajo: http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/who-we-
are/tripartite-constituents/lang--es/index.htm Consultada el 11 de junio del 2014 a las 20:00 horas. 
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con la creación de la Organización de Naciones Unidas (en adelante ONU), la OIT 

pasó a formar parte de la ONU y se convirtió en una agencia especializada de la 

misma73. 

La OIT se desempeña en sus funciones por medio de tres órganos centrales. La 

primera es la Conferencia Internacional del Trabajo, en ella se adoptan las normas 

internacionales de trabajo y es un foro que una vez al año reúne a delegados de los 

Estados miembros de la OIT, se le llama también el Parlamento. Además, el Consejo 

de Administración es la parte ejecutiva de la organización y se reúne tres veces al 

año para tomar decisiones acerca de la política y preparación de diferentes 

presentaciones sometidas a la Conferencia.  

Por último, como un tercer órgano central de la OIT se encuentra la Oficina 

Internacional del Trabajo, esta funciona como la Secretaría de la organización y 

desempeña sus funciones de manera permanente. Este órgano es responsable de las 

diferentes actividades en que participa la organización74. 

Costa Rica es parte de los países miembros de la OIT y ha ratificado, por medio 

de leyes, alrededor de 51 Convenios relativos a normas internacionales del trabajo 

emanados por esta organización75. Estas normas, en los diferentes temas que las 

                                                 
73 Página oficial de la Organización Internacional del Trabajo:  http://www.ilo.org/global/about-the-
ilo/history/lang--es/index.htm Consultada el 25 de agosto del 2014 a las 17:00 horas. 
74 http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/how-the-ilo-works/lang--es/index.htm Consultada el 25 de agosto 
del 2014 a las 18:00 horas. 
75 De acuerdo con la página web de la OIT, Costa Rica ha ratificado los siguientes convenios: 
C029 - Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29) C087 - Convenio sobre la libertad sindical y la 
protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) C098 - Convenio sobre el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva, 1949 (núm. 98) C100 - Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951 (núm. 100) 
C105 - Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105) C111 - Convenio sobre la 
discriminación (empleo y ocupación), 1958 (núm. 111) C138 - Convenio sobre la edad mínima, 1973 (núm. 
138) C182 - Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999 (núm. 182) C081 - Convenio sobre la 
inspección del trabajo, 1947 (núm. 81) C122 - Convenio sobre la política del empleo, 1964 (núm. 122) C129 
- Convenio sobre la inspección del trabajo (agricultura), 1969 (núm. 129)  C144 - Convenio sobre la consulta 
tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144) C001 - Convenio sobre las horas de trabajo 
(industria), 1919 (núm. 1) C008 - Convenio sobre las indemnizaciones de desempleo (naufragio), 1920 (núm. 
8) C011 - Convenio sobre el derecho de asociación (agricultura), 1921 (núm. 11) C014 - Convenio sobre el 
descanso semanal (industria), 1921 (núm. 14) C016 - Convenio sobre el examen médico de los menores 
(trabajo marítimo), 1921 (núm. 16) C026 - Convenio sobre los métodos para la fijación de salarios mínimos, 
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componen, establecen principios básicos y derechos en relación con el trabajo y las 

relaciones laborales. La normativa se manifiesta por medio de los Convenios y las 

Recomendaciones, estos a su vez son preparados por medio de la comisión tripartita 

de la OIT, sometidos a la aprobación para ser adoptados en la Conferencia 

Internacional del Trabajo, la cual se reúne de manera anual.  

Existe un mecanismo por parte de la OIT para la aplicación de las normas 

internacionales de trabajo. Se trata de un sistema de control que persigue garantizar 

que los Convenios ratificados por los países sean efectivamente aplicados. Por ello 

disponen de dos mecanismos de control, uno es de revisión periódica sobre las 

medidas adoptadas por los Estados miembros y las memorias anuales enviadas a la 

OIT, y el otro es un procedimiento especial por medio del cual es posible presentar 

                                                                                                                                                     
1928 (núm. 26) C045 - Convenio sobre el trabajo subterráneo (mujeres), 1935 (núm. 45) C088 - Convenio 
sobre el servicio del empleo, 1948 (núm. 88) C089 - Convenio (revisado) sobre el trabajo nocturno (mujeres), 
1948 (núm. 89) C090 - Convenio (revisado) sobre el trabajo nocturno de los menores (industria), 1948 (núm. 
90) C092 - Convenio sobre el alojamiento de la tripulación (revisado), 1949 (núm. 92) C094 - Convenio 
sobre las cláusulas de trabajo (contratos celebrados por las autoridades públicas), 1949 (núm. 94) C095 - 
Convenio sobre la protección del salario, 1949 (núm. 95) C096 - Convenio sobre las agencias retribuidas de 
colocación (revisado), 1949 (núm. 96) C099 - Convenio sobre los métodos para la fijación de salarios 
mínimos (agricultura), 1951 (núm. 99) C101 - Convenio sobre las vacaciones pagadas (agricultura), 1952 
(núm. 101) C102 - Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102) C106 - Convenio 
sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 (núm. 106) C107 - Convenio sobre poblaciones 
indígenas y tribuales, 1957 (núm. 107) C112 - Convenio sobre la edad mínima (pescadores), 1959 (núm. 112) 
29 diciembre 1964C113 - Convenio sobre el examen médico de los pescadores, 1959 (núm. 113) C114 - 
Convenio sobre el contrato de enrolamiento de los pescadores, 1959 (núm. 114) C117 - Convenio sobre 
política social (normas y objetivos básicos), 1962 (núm. 117) C120 - Convenio sobre la higiene (comercio y 
oficinas), 1964 (núm. 120) C127 - Convenio sobre el peso máximo, 1967 (núm. 127) C130 - Convenio sobre 
asistencia médica y prestaciones monetarias de enfermedad, 1969 (núm. 130) C131 - Convenio sobre la 
fijación de salarios mínimos, 1970 (núm. 131) C134 - Convenio sobre la prevención de accidentes (gente de 
mar), 1970 (núm. 134) C135 - Convenio sobre los representantes de los trabajadores, 1971 (núm. 135) C137 
- Convenio sobre el trabajo portuario, 1973 (núm. 137) C141 - Convenio sobre las organizaciones de 
trabajadores rurales, 1975 (núm. 141) C145 - Convenio sobre la continuidad del empleo (gente de mar), 1976 
(núm. 145) C147 - Convenio sobre la marina mercante (normas mínimas), 1976 (núm. 147) C148 - Convenio 
sobre el medio ambiente de trabajo (contaminación del aire, ruido y vibraciones), 1977 (núm. 148) C150 - 
Convenio sobre la administración del trabajo, 1978 (núm.150) C159 - Convenio sobre la readaptación 
profesional y el empleo (personas inválidas), 1983 (núm. 159) C160 - Convenio sobre estadísticas del 
trabajo, 1985 (núm. 160) C169 - Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169)  C189 - 
Convenio sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 2011 (núm.189). 
http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:11200:0::NO:11200:P11200_COUNTRY_ID:102599 
Consultada el 25 de agosto del 2014 a las 18:00 horas. 
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reclamos y quejas sobre los Convenios ratificados por el país, así como un trámite 

especial previsto para los asuntos relativos a la libertad sindical76. 

 Actualmente la OIT cuenta con 189 Convenios acerca de una amplitud de temas 

por medio de los cuales se dictan reglas y recomendaciones sobre diferentes grupos 

de trabajadores, así como derechos mínimos laborales. De acuerdo con la página 

oficial de la OIT, existen alrededor de 25 temas centrales a partir de los cuales se 

desarrollan las normas internacionales del trabajo de la organización; sin embargo, 

la OIT no posee un Convenio que regule aspectos de Derecho Internacional Privado 

para los procesos judiciales que surjan en relación con el empleo. Tampoco se 

observan normas de cooperación entre los Estados para facilitar la solución de 

controversias vinculadas a las relaciones laborales internacionales. 

Sería útil que existiesen Convenios de la OIT en este sentido, al ser una 

organización de gran envergadura 77  que podría ejercer un grado de influencia 

importante en las normas sobre competencia judicial internacional. De igual forma, 

en razón de que los Convenios ratificados por el país poseen fuerza vinculante por 

encima de la Ley, su incumplimiento puede ser sancionado mediante el proceso de 

infracción a las leyes de trabajo establecido en el Código de Trabajo78. 

  

                                                 
76 http://www.ilo.org/global/standards/applying-and-promoting-international-labour-standards/lang--
es/index.htm Consultada el 25 de agosto del 2014 a las 18:00 horas. 
77 La OIT cuenta actualmente con 185 países miembros a nivel mundial. http://www.ilo.org/global/about-the-
ilo/who-we-are/lang--es/index.htm Consultado el 26 de agosto de 2014 a las 15:00 horas. 
78“Artículo 608: Constituyen faltas punibles, las acciones u omisiones en que incurran los empleadores, los 
trabajadores, o sus respectivas organizaciones, que transgredan las normas previstas en los convenios 
adoptados por la Organización Internacional del Trabajo, ratificados por la Asamblea Legislativa y las 
normas previstas en este Código y en las leyes de seguridad social.” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea 
Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado 
en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
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d. La Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado y la 

competencia judicial internacional en materia laboral 

La Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado (en adelante la 

Conferencia) es una organización mundial entre diferentes gobiernos. Celebró su 

primera reunión en el año 1893 y se convirtió en una organización permanente en el 

año 1955. Actualmente, cuenta con 76 países miembros más la Unión Europea. Uno 

de sus objetivos es elaborar una unificación de las normas de Derecho Internacional 

Privado, en virtud de esto realiza diversos instrumentos jurídicos entre sus 

miembros, así como la posibilidad de adherencia a estas reglas por parte de países 

no miembros79. 

Entre los diferentes temas y unificación de reglas de Derecho Internacional 

Privado, la Conferencia ha realizado Convenios sobre la elección del foro, las 

normas de conflicto, ejecución de sentencias, aspectos de Derecho Familia y 

Procesal Civil Internacional, entre otros. La Conferencia realiza reuniones cada 

cuatro años para la revisión y promulgación de Convenios entre países, estos son 

elaborados directamente por la organización de la Conferencia. Además, el 

financiamiento de esta proviene primordialmente de los Estados miembros, de 

acuerdo con lo establecido en el estatuto80.  

La oficina central de la Conferencia tiene su sede en La Haya, Países Bajos. La 

manera en que se le da seguimiento a los Convenios adoptados es mediante la 

organización y participación de seminarios y conferencias para dar formación a las 

diferentes partes en la implementación de los Convenios, como los administradores 

                                                 
79 http://www.hcch.net/index_es.php?act=text.display&tid=26 
Consultada el 25 de agosto del 2014 a las 20:00 horas. 
80 Artículos 9, 10 y 11 del Estatuto de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado. 
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de justicia y juristas. A la vez, realizan publicaciones en torno a los temas 

especializados de Derecho Internacional Privado81.  

Costa Rica es miembro de la Conferencia desde el año 201182. Actualmente el 

país ha ratificado tres instrumentos jurídicos, estos son: Convenio de 5 de octubre de 

1961 Suprimiendo la Exigencia de Legalización de los Documentos Públicos 

Extranjeros, Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la 

Sustracción Internacional de Menores y Convenio de 29 de mayo de 1993 relativo a 

la Protección del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción Internacional83. 

La Conferencia a partir de la que se adoptó su estatuto en octubre de 1951 entró 

en vigor el 15 de julio de 195584, ha promulgado 38 Convenios internacionales. 

Tienen relación con el tema central de este trabajo, los siguientes: Convenio de 25 

de noviembre de 1965 sobre los Acuerdos de Elección de Foro y Convenio de 30 de 

junio de 2005 sobre Acuerdos de Elección de Foro. Ambos instrumentos se crearon 

con la finalidad de fortalecer la cooperación y en ellos se delimitan los acuerdos de 

elección de foro realizados en materia civil o comercial. 

Expresamente el Convenio del 30 de junio de 2005 determina en su artículo 2 

inciso b): El presente Convenio no se aplicará a los acuerdos exclusivos de elección 

de foro: (…) b) relativos a los contratos de trabajo, incluyendo los convenios 

colectivos 85 . Con ello deja por fuera la materia laboral, lo cual tiene sustento 

                                                 
81  http://www.hcch.net/index_es.php?act=text.display&tid=26 Consultada el 25 de agosto del 2014 a las 
20:00 horas. 
82 La adhesión por parte de Costa Rica al Estatuto de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 
Privado se realizó mediante Ley N° 8890. Estatuto de la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional 
Privado. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, tres de noviembre del dos mil diez. Publicado 
en la Gaceta N° 240 del 10 de diciembre del 2010. 
83 Sitio web oficial de la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado:  
 http://www.hcch.net/index_es.php?act=states.details&sid=91 Consultada el 25 de agosto del 2014 a las 
20:00 horas. 
84 http://www.hcch.net/index_es.php?act=conventions.text&cid=29 Consultada el 26 de agosto del 2014 a las 
18:00 horas. 
85 Convenio de 30 de junio de 2005 sobre Acuerdos de Elección de Foro. Conferencia de la Haya de Derecho 
Internacional Privado. 
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jurídico, debido a que el Convenio en sí no contempla los matices y principios 

ajustados a esta rama del Derecho.  

En razón de lo anterior, los Convenios citados no son de relevancia para la 

materia laboral,  además es importante recalcar que ninguno de ellos ha sido 

ratificado por Costa Rica. Lo anterior deja ver que por parte de la Conferencia se 

excluye la reglamentación de los asuntos en materia laboral y se le da principal 

énfasis a aspectos civiles, comerciales y de familia. 

e. Conclusión 

Como se puede evidenciar, existe un vacío normativo y una consecuente falta de 

desarrollo del Derecho Internacional Privado en Costa Rica, específicamente en 

materia laboral y en relación con fuentes susceptibles de aplicación por los 

diferentes operadores del Derecho. Es por ello que se intentará buscar la manera de 

precisar una solución que podría facilitar el aspecto procesal en esta materia. 

Rapallini ofrece en respuesta a dicha problemática, la tendencia a fortalecer el 

sistema de cooperación judicial internacional mediante mecanismos de 

comunicación mutuos y el reconocimiento de las resoluciones judiciales86.  

Básicamente la autora propone fortalecer la cooperación mediante Convenios 

Internacionales y normas uniformadas. En su estudio, ella realiza todo un desarrollo 

de lo llamado “Derecho Procesal Civil Internacional” como una rama autónoma del 

Derecho. En virtud de lo anterior, las bases de esta disciplina se sentarían sobre una 

serie de principios jurídicos a manera de fundamento, estos a su vez, son fuente 

                                                 
86 Sobre este tema señala la autora: 
“Vale traer a colación, que inicialmente el Programa de la Conferencia de La Haya sentó sus bases en la 
consolidación de la libertad, la seguridad y la justicia dentro y fuera de la Unión Europea; al efecto se adoptó 
en Tampere (año 1999) el principio de reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales como piedra angular 
para la creación de un espacio judicial europeo y una ampliación para el acceso a la justicia en Europa.”  
Rapallini (L). Ensayo sobre Derecho Procesal Civil Internacional. Editorial Académica Española. 2012, p. 
84. 



 

59 
 

normativa. En virtud de ello, la autora expone que la cooperación internacional es la 

base y finalidad87 del Derecho Internacional Privado – Procesal. 

Sobre el tema del fortalecimiento de la administración de justicia en la 

aplicación del Derecho Internacional Privado, el autor Alfonso Iglesias profundiza 

en la forma en que los jueces y los Tribunales ejercen su respectivo control al aplicar 

este Derecho. Sin embargo, en el estudio se apunta al problema de que no existe un 

orden desarrollado para fiscalizar la aplicación de las normas internacionales, como 

son los tratados y las costumbres, situación que ocasiona que tampoco haya una 

línea clara y coherente en el manejo de esta disciplina.  

De acuerdo con Iglesias, una de las razones que justifican lo anterior, es que se 

ha encontrado la falta de receptividad de los órganos legislativos para la 

normalización del Derecho Internacional Privado88. De esta manera, se indica que el 

sistema debe cambiarse para eliminar los obstáculos que previenen que se legisle de 

manera correcta y, en consecuencia, volver la mirada al Estado, quien debería tener 

la voluntad política para lograrlo. Asimismo, para la solución de este problema se 

señala la innegable necesidad de la formación en Derecho Internacional de los 

jueces, situación con la cual se podrían lograr avances significativos en el tema. 

En relación con el Derecho Procesal Civil Internacional, se indicó que esta rama 

sería la que resuelva las situaciones en casos como el del tema del presente trabajo. 

En este sentido, existen aspectos importantes en relación con la necesidad de los 

jueces de solicitar actuaciones en otras jurisdicciones, o también para la eventual 

ejecución de sentencia. Por ello una regulación entre países que ayude con la 

cooperación aportaría valor y fluidez en los procesos internacionales. Un ejemplo de 

lo anterior, que podría promulgarse en lo laboral es el Tratado Centroamericano de 

                                                 
87 Rapallini (L). Ensayo sobre Derecho Procesal Civil Internacional. Editorial Académica Española. 2012, p.  
p 13. 
88  Iglesias (A). La aplicación del Derecho Internacional por los jueces estatales. Editorial Académica 
Española. 2012, p. 178. 
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Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales, este fue suscrito por el país, junto con 

países de Centroamérica89. 

En respuesta a la interrogante realizada en párrafos anteriores sobre la necesidad 

de la regulación convencional y la cooperación judicial entre Estados, es posible 

afirmar que, efectivamente, sí hay una necesidad de que se promulguen estos 

acuerdos. No solamente por las razones esbozadas, sino porque la jurisdicción 

laboral es un derecho establecido constitucionalmente, este no solamente se 

encuentra establecido en la Carta Fundamental, sino también en Tratados 

Internacionales. 

Con el fin de seguir con lo anteriormente estipulado y en pos de velar el 

cumplimiento de las normas y la posibilidad de hacer uso de la jurisdicción laboral, 

es importante recalcar que el vacío normativo indicado líneas arriba, no es óbice 

para la resolución y trámite de asuntos laborales internacionales. Esto en virtud de 

los principios y normas del Ordenamiento Jurídico, que les permite a los jueces 

agilizar los procesos internacionales. 

De acuerdo con las disposiciones de los Convenios indicados y las 

organizaciones internacionales de las cuales Costa Rica es miembro, se puede 

comprender que por medio de estas se establecen algunos principios y preceptos que 

sirven de sustento – aunque sea de manera no específica - para la determinación de 

la competencia judicial internacional laboral. Para el tema en cuestión, 

específicamente el Código de Bustamante remite a la legislación interna, el TLC 

establece principios procesales y de Derecho de Trabajo que si bien no son 

novedosos ni vienen aparejados de un mecanismo de aplicación específico, deben 

ser integrados en la aplicación de esta materia. Igualmente, la Organización 

                                                 
89 Véase en este sentido: Ley N° 7696. Tratado Centroamericano de Asistencia Legal Mutua en Asuntos 
Penales. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica tres de octubre del mil novecientos noventa y 
siete, Publicado en la Gaceta N° 209 del 30 de octubre del 1997. 
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Internacional del Trabajo y la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional 

Privado no poseen Convenios que realicen un aporte sustancial.   

En razón de lo anterior, se evidencia la inexistencia de regulación internacional 

ratificada por Costa Rica respecto al Derecho Laboral y la competencia judicial 

internacional. Por ello la normativa sobre la competencia (ya sea judicial 

internacional o territorial) siempre se va a direccionar a la legislación interna de 

cada país, al ser además un tema de orden público. Siguiendo esa línea, en el 

siguiente apartado se analizará las características y elementos normativos necesarios 

de la competencia judicial internacional, así como los principios adecuados para una 

normativa en pos de una adecuada regulación en el Derecho Laboral. 
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Título Segundo 

 Los elementos de la competencia judicial internacional en materia 

laboral y la denegatoria de esta por parte de los Tribunales 

Costarricenses 

En esta oportunidad se detallará los elementos principales de la competencia 

judicial internacional, así como la fundamentación utilizada por los Tribunales de 

Trabajo Costarricenses, para negar la competencia en casos internacionales. Como 

parte del primer capítulo, se especificará los componentes de la competencia judicial 

internacional enlazados directamente con los principios del Derecho Laboral, estos 

se expondrán a fondo. En el segundo capítulo se efectuará una compilación de las 

resoluciones, en ellas los Tribunales Laborales y la Sala Segunda de la Corte 

Suprema de Justicia han denegado la competencia en razón de la jurisdicción 

costarricense. 

Capítulo 1 

 La competencia judicial internacional: elementos normativos 

determinantes para la regulación del foro competente en los litigios llevados 

ante Tribunales de Trabajo Costarricenses 

Se tratará diferentes temas que evidencian las características ideales de una 

legislación posible y adecuada de aplicar en la determinación del foro competente en 

razón del territorio, para los casos judiciales con elementos extranjeros. En virtud de 

lo anterior, se estudiará los diferentes principios regentes de la competencia judicial 

internacional directa y el Derecho de Trabajo. A manera de completar el tema 

también se estudiará el Proyecto de Reforma Procesal Laboral que se tramita en la 

Asamblea Legislativa y aspectos relevantes del Derecho comparado de la Unión 

Europea en el Reglamento 44/2001 sobre competencia judicial internacional. 
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a.  La competencia judicial internacional: Generalidades respecto al concepto y 

los aspectos importantes en su regulación 

En relación con el análisis sobre la procedencia de la competencia del juez 

laboral es menester señalar que a la hora de examinar un caso internacional, los 

jueces siempre deben ver como primer punto el estudio de la competencia90 (solo si 

el tema es instado por las partes), antes de considerar cuestiones acerca del Derecho 

aplicable. Lo anterior es el punto de partida para iniciar el examen del caso como 

corresponde, en razón de que no tendría sentido identificar si se aplica este o aquel 

Derecho, si el juez no tiene competencia para conocer del asunto. 

Jurídicamente la competencia forma parte de lo que se entiende como 

presupuestos procesales; esto significa que son un requisito necesario para tener 

una relación procesal válida y obtener una sentencia favorable y legítima91. Existen 

presupuestos tanto de fondo como de forma, y la competencia se encuentra dentro de 

los de forma. En razón de lo indicado, la figura de la competencia es un componente 

intrínseco de cualquier proceso llevado ante los Tribunales. 

Ahora bien, inicialmente a lo interno de cada país, los Tribunales pueden ser o 

no competentes en razón de la circunscripción territorial en la que se encuentren; no 

obstante, también se utiliza el concepto de competencia judicial internacional92 (esta 

se nombrará en adelante con la abreviatura “CJI”) como un término para hacer 

                                                 
90  “Sabido es que a la hora de recabar la competencia de un tribunal nacional frente a supuestos 
internacionales, será menester entender que inviste un carácter de antesala o previo a la determinación del 
derecho aplicable a la situación jurídica internacional planteada y que ésta, es el presupuesto elemental del 
proceso a seguirse.” Rapallini (L). Ensayo sobre Derecho Procesal Civil Internacional. Editorial Académica 
Española. 2012, p 14. 
91 Ardón (V) y otros. Fundamentos de Derecho Procesal Civil. San José, Costa Rica EJC, 2007, p 48. 
92  “El que existan normas distintas para regular la competencia judicial internacional y la competencia 
judicial interna ha sido valorado positivamente por la doctrina, pues implica un reconocimiento de los 
distintos valores y principios que inspiran a unas y otras” Cabello (C). El Divorcio Internacional. 
Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica Española. 2012, p 44. Citando a AGUILAR 
BENÍTEZ DE LUGO, Mariano et al., Lecciones de derecho procesal civil internacional, Universidad de 
Sevilla, Sevilla, 2002, p.20. 
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referencia a la forma en la que se ejerce la jurisdicción a nivel estatal, más allá de las 

fronteras nacionales93.  

Un aspecto importante es que cuando se menciona la palabra “internacional” en 

el concepto de CJI no se hace en el sentido de si la competencia es emanada por 

normativa nacional o extranjera. Tampoco se usa en razón de si es un Tribunal 

nacional o internacional el que conoce del asunto. El término realmente es utilizado 

únicamente para referirse a asuntos en los que se conocen casos con elementos 

extranjeros94. 

No obstante, la acepción CJI resulta ser un tema discutido doctrinalmente. Se ha 

entendido por ese concepto que se trata de una especie de rama autónoma del 

Derecho, debido a que algunos autores niegan la existencia del Derecho Procesal 

Internacional. Es por ello que el autor Dávalos Fernández brinda una aproximación 

doctrinaria acerca de diferentes acepciones del término y el Derecho Procesal 

Internacional: 

“(…) para un importante sector de la doctrina “iusprivativista”, como los profesores 
españoles M. VIRGÓS SORIANO y F. GARCIMARTÍN ALFÉREZ, “el Derecho Procesal 
Civil Internacional constituye un sector autónomo dentro del Derecho Procesal Civil, no 

                                                 
93   “La función básica de las normas de competencia judicial internacional (CJI) es determinar si los 
tribunales de un Estado son o no competentes para conocer de un asunto o litigio internacional; esto es, para 
conocer de un asunto o litigio que presenta vínculos con otros Estados. Desde la perspectiva de los 
operadores en el tráfico internacional, las normas de CJI señalan a los futuros litigantes ante qué tribunales 
estatales pueden 
reclamar la tutela de sus derechos subjetivos (...)” Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia 
Judicial Internacional Directa. Editorial Académica Española. 2012, p 39, citando a VIRGÓS SORIANO, 
Derecho procesal civil internacional: litigación internacional, cit., pp. 49 a 50. 
94 “Respecto de este sector se discute el sentido y alcance del adjetivo “internacional” que impregna su 
denominación. En este sentido, sostenemos que no se atribuye por la naturaleza, origen o génesis de la norma 
que da respuesta al sector competencial, como sostiene Garau Sobrino. Lo anterior por el hecho de que las 
normas reguladoras de este sector competencial pueden tener indistintamente un origen interno (estatal) o 
internacional (convenio, convención o tratado). Tampoco se otorga por el órgano jurisdiccional que entra a 
conocer del supuesto planteado. Lo anterior desde que hablamos de juzgados y tribunales estatales, no se 
hace referencia a la posibilidad de que entren a conocer tribunales de corte internacional tal como pudiera 
serla Corte Internacional de Justicia, Tribunal Europeo de Derechos Humanos o la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Derivado de estas ideas sostenemos que el adjetivo “internacional” se justifica por la 
concreta y característica categoría de litigios que se conocen y resuelven, litigios derivados de relaciones 
jurídicas de tráfico externo.” González (N) y Rodríguez (S). Derecho Internacional Privado Parte General. 
México: Nostra Ediciones. 2010, p 91. 



 

65 
 

sólo en cuanto a su objeto, sino en cuanto a los principios estructurales que lo informan y a 
las categorías dogmáticas específicas que justifican su tratamiento científico y se integra 
por el conjunto de normas y principios que regulan los procesos en los que se ventilan 
negocios civiles de tráfico jurídico externo95.” 

Lo anterior es un ejemplo de la doctrina que reconoce la existencia de un 

Derecho Procesal Civil Internacional. De igual manera otro sector no lo reconoce y 

posee a su vez las siguientes acepciones: 

“Sin embargo, para otros, como el profesor panameño G. BOUTIN, la expresión 
“Procesal Civil Internacional” es inexacta (doctrina francesa, inglesa y norteamericana), y 
rechazan la asimilación de dicha acepción por considerarla ceñida exclusivamente a un 
problema de competencia judicial internacional y no a la existencia de un Derecho procesal 
supranacional (…) Otro sector doctrinal, como los catedráticos de la Complutense y 
Granada, J.C. FERNÁNDEZ ROZAS y S. SÁNCHEZ LORENZO entienden que el 
término, en sentido amplio, articula tres grandes sectores: competencia judicial 
internacional, reconocimiento y ejecución de decisiones y régimen del proceso con 
elemento extranjero, y consideran a los dos primeros como dotados de autonomía o 
sustantividad propia, y al tercero como integrando aspectos que sistemáticamente 
corresponden al Derecho Procesal Civil, en este caso caracterizados por los llamados 
problemas de extranjería procesal, o sea, la incidencia en el proceso civil común de las 
normas de extranjería, en virtud de la presencia en el proceso de una parte extranjera96.” 

Se puede apreciar con respecto a los textos citados que en su mayoría la doctrina 

reconoce a la CJI dentro del marco de conceptos procesales civiles y algún 

fragmento se muestra de acuerdo en incluirla como parte de lo que llaman Derecho 

Procesal Internacional. Asimismo, se advierte que la CJI es dotada de autonomía 

propia, pero sin formar parte de ningún Derecho supranacional. Es importante 

dilucidar los conceptos anteriores, debido a que las normas sobre CJI forman parte 

del Derecho nacional de cada Estado, ya sea porque es emanado directamente de 

                                                 
95 Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones o de Competencia Judicial Internacional. Revista Cubana de 
Derecho, N°30, 2007, p 64, 65. Citando a Virgos Soriano, M. y F. Garciamartín Alférez, Derecho Procesal 
Civil Internacional, CIVITAS, Madrid, 2000 (sin página). 
96 Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones o de Competencia Judicial Internacional. Revista Cubana de 
Derecho, N°30, 2007, p  65. 
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este o porque reconoce e integra en su propio ordenamiento disposiciones 

internacionales. 

Para diferenciar a la CJI se han utilizado dos vertientes. La primera es la 

competencia directa, esta se refiere a la facultad interna de los Tribunales de un 

Estado en cuanto a declararse competentes en el conocimiento de un asunto. La 

segunda es la competencia indirecta, misma relacionada con las sentencias 

emanadas de una jurisdicción extranjera y su reconocimiento y ejecución97. 

De acuerdo con Rapallini, el proceso internacional tiene tres supuestos 

importantes, estos son la jurisdicción directa, la asistencia judicial internacional y la 

jurisdicción indirecta98. En este caso la autora equipara el concepto de jurisdicción 

con el de CJI. Por un lado, sobre ello indica que la jurisdicción directa se da en casos 

cuando un juez nacional es competente internacionalmente (porque el objeto del 

proceso es internacional). Por otro lado, la asistencia judicial se explica como la 

necesidad de que un juez de otra jurisdicción realice determinados actos procesales 

para facilitar la actividad de su homólogo en el extranjero, como por ejemplo la 

recepción de algún testimonio ofrecido.  

Por último, la jurisdicción indirecta tiene que ver propiamente con la 

cooperación en sí, en ella las autoridades deben tener la posibilidad de ejercer 

acciones de manera oficiosa, debido a que son de mayor envergadura (por ejemplo 

por medio de Tratados de restitución internacional de menores). Es importante 

entender estas características propias del Derecho Internacional, en razón de que son 

aspectos fundamentales en la promulgación de un posible Convenio Procesal 

Internacional. 

                                                 
97 Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 43. 
98 Rapallini (L). Ensayo sobre Derecho Procesal Civil Internacional. Editorial Académica Española. 2012, 
p.16 y 17. 
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La competencia directa resulta ser un aspecto de regulación procesal judicial, es 

de orden público99 y su normativa debe ser emanada por la Asamblea Legislativa. 

Para tener una regulación adecuada de la CJI es necesario que esta se encuentre 

acorde con ciertos criterios importantes del Derecho Internacional100. No obstante, 

en caso de no existir esta regulación ideal en materia laboral, se debe aplicar las 

normas de competencia territorial internas, como se mencionó en secciones 

anteriores, en razón del criterio de analogía y de especialidad. En el Derecho 

Laboral se emplea el Código de Trabajo en virtud de que la regulación del Código 

Procesal Civil aplicable sobre competencia internacional no abarca suficientes 

escenarios posibles y se limita a un artículo101. 

De igual manera ha sido apreciado en la doctrina que las normas de CJI son 

internas y emanadas por cada Estado, es decir son unilaterales como se desprende 

del siguiente extracto: 

“El principio regulativo del que parte el régimen de CJI es de unilateralidad: cada 

Estado decide libremente [...] sobre su CJI y cada Estado tiene, por tanto, su propio sistema 

de CJI. En este sentido, las reglas de CJI se suelen calificar como ‘reglas de atribución’. 

                                                 
99 “Artículo 5: Observancia de las normas procesales. Las normas procesales son de orden público y, en 
consecuencia, de obligado acatamiento, tanto por el juez como por las partes y eventuales terceros. Se 
exceptúan de estas reglas las normas que, aunque procesales, sean de carácter facultativo, por referirse a 
intereses privados de las partes.” Ley N° 7130. Código Procesal Civil. Asamblea Legislativa de la República 
de Costa Rica, dieciséis de agosto de mil novecientos ochenta y nueve. Publicado en la Gaceta N° 208 del 3 
de noviembre del 1989. 
100 Dávalos estos criterios de la siguiente manera: 
“Atendiendo a las reglas antes explicadas, tenemos como criterios determinantes la competencia judicial 
internacional los siguientes: la nacionalidad y el domicilio de los sujetos de la relación jurídica, el lugar o 
territorio de la situación de los bienes o del cumplimiento de la obligación, y la índole o naturaleza de la 
acción ejercitada, a los que se integra, la sumisión de las partes.”  Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones 
o de Competencia Judicial Internacional. Revista Cubana de Derecho, N°30, 2007, p 78. 
101 “Artículo 46.- Competencia del juez costarricense. Es competente el juez costarricense en los siguientes 
casos: 
1) Cuando el demandado, cualquiera que sea su nacionalidad, estuviere domiciliado en Costa Rica. 
2) Cuando la obligación deba ser cumplida en Costa Rica. 
3) Cuando la pretensión se origine en un hecho ocurrido o en un acto practicado en Costa Rica. 
Para efectos de lo dicho en el inciso 1), se presume domiciliada en Costa Rica la persona jurídica extranjera 
que tuviere en el país agencia, filial o sucursal, pero sólo respecto de los actos o contratos celebrados por 
medio de la agencia, filial o sucursal.” Ley N° 7130. Código Procesal Civil. Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica, dieciséis de agosto de mil novecientos ochenta y nueve. Publicado en la Gaceta N° 
208 del 3 de noviembre del 1989. 
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Esto explica la formulación unilateral de las reglas de CJI y, también, la ‘incomunicación’ 

de los sistemas nacionales102.” 

Así, es posible apreciar cómo el autor Virgos Soriano explica que las normas de 

competencia son intrínsecas a cada Estado. Es decir, más allá de que se admita la 

existencia o no del concepto Derecho Procesal Internacional, la normativa siempre 

va a ser promulgada a nivel nacional. Lo anterior se encuentra directamente 

relacionado con el hecho indicado en párrafos precedentes, con respecto a la CJI, 

pues es una regulación de orden procesal relacionada con la soberanía estatal. 

Internacionalmente se reconocen diversos criterios para la determinación de la 

CJI de los Tribunales. Entre ellos destacan, principalmente, la relación procesal con 

el lugar, ya sea donde han ocurrido los hechos, donde se encuentran los bienes, el 

lugar de ejecución de la relación o en el que esta deba cumplirse y, finalmente, 

donde estén ubicadas las partes. Adicionalmente a los criterios anteriores se agrega 

la voluntad de las partes103, ello se conoce como competencia voluntaria o por 

sumisión104.  

Se entiende, internacionalmente, a los criterios atributivos de CJI con la 

denominación de foros. Existen foros de atribución reconocidos como generales y 

otros calificados como especiales. Lo mencionado en el párrafo precedente son los 

criterios de foros generales, pues no toman en cuenta el objeto del litigio, sino que se 

aplican a todos los procesos con independencia del fondo de asunto. En el siguiente 

texto doctrinal se explica la diferencia entre ambos tipos de foros: 

                                                 
102 Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 39, citando a VIRGÓS SORIANO, Derecho procesal civil internacional: litigación 
internacional, cit., pp. 49 a 50. 
103 Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones o de Competencia Judicial Internacional. Revista Cubana de 
Derecho, N°30, 2007, p 77. 
104 El profesor Dávalos indica los siguientes criterios determinantes: 
“Atendiendo a las reglas antes explicadas, tenemos como criterios determinantes la competencia judicial 
internacional los siguientes: la nacionalidad y el domicilio de los sujetos de la relación jurídica, el lugar o 
territorio de la situación de los bienes o del cumplimiento de la obligación, y la índole o naturaleza de la 
acción ejercitada, a los que se integra, la sumisión de las partes.” Ibídem, p 78. 
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“Los foros generales se basan en un criterio o circunstancia que sirve para atribuir 
competencia judicial internacional con independencia del objeto del litigio. Los foros 
especiales, por el contrario, atribuyen competencia atendiendo a las circunstancias 
concretas de un supuesto o relación jurídica105.” 

La definición es de utilidad para el presente trabajo pues delimita las 

características básicas de lo conocido internacionalmente como foros. Por lo general, 

el foro general utilizado por excelencia es el del domicilio del demandado106. En 

materia laboral en el país también se emplea ese criterio, en los casos en que la 

relación laboral se ejecutó en varios lugares o si temporalmente se ocupó al 

trabajador fuera de su domicilio107. 

En la siguiente sección se esbozará los criterios de atribución de CJI en cuanto a 

lo que sería adecuado para la regulación de la materia laboral. En virtud de lo 

anterior se analizará también los principios del Derecho de Trabajo, estos junto con 

la especialidad de la materia, justifican la diferenciación realizada para definir los 

foros de CJI en esta rama jurídica. 

b. La aplicabilidad de la competencia judicial internacional en materia laboral 

relacionada con los principios jurídicos del Derecho Laboral 

El Derecho Laboral se encuentra integrado por una serie de principios generales 

de suma importancia en la integración de esta disciplina jurídica, estos sido 

ampliamente desarrollados por la doctrina, así como a su vez son reconocidos por la 

legislación costarricense. De la misma manera, la jurisprudencia de la Sala Segunda 

                                                 
105 Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 48, citando a AGUILAR BENÍTEZ DE LUGO, Lecciones de derecho procesal civil 
internacional, cit., p.31. 
106 Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 49. 
107 Artículo 427 del Código de Trabajo. Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República 
de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 
de agosto de 1943. 



 

70 
 

de la Corte Suprema de Justicia se ha encargado de definir y delimitar los principios 

en diferentes casos prácticos.  

En virtud de lo anterior se dará una pincelada de los principios que son 

susceptibles de aplicación en la materia de CJI. Al adentrarse un poco más en 

relación con la doctrina ius laboralista, se puede encontrar el significado o finalidad 

ulterior perseguido por los principios del Derecho Laboral. Es así como se aprecia 

en la siguiente cita doctrinal del autor De Buen, quien se remonta a la historia del 

Derecho para dar una explicación de la importancia de los mencionados principios: 

“No hay que olvidar la tesis de Castán acerca de que los principios del derecho natural 
habrán de servir de derecho complementario cuando se agote la potencia normativa del 
sistema jurídico «del cual forman parte leyes políticas y especiales que pueden recoger 
mejor que un código, el estado actual de la conciencia jurídica nacional»  

 (…)  

¿Que son, finalmente, los principios generales del derecho? Si examináramos las viejas 
compilaciones de las cuales Las Partidas de Alfonso el Sabio podrían ser el mejor modelo, 
los principios serían la ratio legis que allí se explica para justificar las reglas de derecho. Lo 
que pasa es que nuestras modernas disposiciones normativas, con mejor juicio, dictan las 
reglas pero no explican por qué las dictan. Con ese motivo el intérprete: jurista, juzgador, 
simple lector de las leyes, tiene que buscar y encontrar la razón de ser de esas reglas. No se 
trata de un ejercicio especulativo sino objetivo, que deriva de la necesidad de colmar las 
lagunas de la ley108.” 
 

La cita transcrita refuerza la posición sostenida sobre la importancia de los 

principios del Derecho laboral para la integración del Ordenamiento Jurídico. Ellos 

contribuyen a suplir las lagunas existentes en los textos legales, además brindan 

sentido a las normas, al servir de fundamento como un pilar sobre el cual se asientan 

los preceptos laborales por exponer en la siguiente sección. 

  

                                                 
108 De Buen (N). Los Principios del Derecho Procesal del Trabajo. Revista Derecho del Trabajo, Núm. 1-
Extra, Enero 2009, p 310, citando también a Castán (J). Derecho Civil Español Común y Foral, 10ª edic. T. 
I., Vol. I, Edit. Reus, Madrid, 1962, p. 364. 
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Los principios del Derecho Laboral 

En la siguiente sección, se abordará los principios del Derecho Laboral, estos 

son de gran relevancia para la aplicación de la CJI en la rama del Derecho Laboral, 

en virtud de que ellos dotan de autonomía y especialidad a esta rama jurídica109. Se 

identificará a ocho principios específicos entre los que se encuentran: el protector, el 

de primacía de la realidad, el de continuidad, el de irrenunciabilidad, el de buena fe, 

el de no discriminación, el de progresividad y el de territorialidad. Todos ellos son 

de vital importancia en la aplicación de todos los aspectos del Derecho Laboral, 

debido a que se encuentran insertos en las bases mismas de esta disciplina jurídica, 

esto se ve reflejado en la normativa, la jurisprudencia y la doctrina. 

Es importante realizar la aclaración de que existe un criterio diferenciado en la 

doctrina que entiende a los principios del Derecho Laboral como aplicables 

únicamente a las relaciones de trabajo per se110, al ser normas de fondo. En este 

sentido, no se acepta la utilización extensiva de los principios en la interpretación de 

las normas procesales de competencia judicial internacional. 

A pesar de lo anterior, ese criterio no se comparte, debido a que se considera que 

los principios del Derecho laboral inspiran a todas las normas por igual y a toda la 

rama jurídica de trabajo, constituyendo en palabras de Plá, la armazón de esta111. 

                                                 
109 Plá (A). Los Principios del Derecho del Trabajo. Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1978, p 1. 
110  “Employment relationships are governed by the Labour Code. Territoriality is set up as the main 
governing principle although case law has concluded on relevant exceptions to it. International labour 
contracts are indeed affected by such interpretations being that the extension of its dispositions to such 
agreements allows the application of several rights which are deemed as protective for employees. In fact, 
both the protective and the in dubio pro operario principles as well as the most favourable norm and most 
favourable condition interpretations are all fundamental basis for these types of contracts.” Obando (J). 
Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer Law International. 2013, p 73: 193. 
111 “(…) el derecho laboral necesita apoyarse en principios que suplan la estructura conceptual, asentada en 
siglos de vigencia y experiencia que tienen otras ramas jurídicas.  
Por otra parte, su carácter fragmentario y su tendencia a lo concreto, conducen a la proliferación de normas 
en continuo trance de modificación y perfeccionamiento. Por eso, se dice que el derecho del trabajo es un 
derecho en constante formación. Se explica, entonces, que lo que Cretella Junior llama la principiología, 
adquiera mayor significación porque constituye como la armazón fundamental de la disciplina, que se 
mantiene firme y sólida, pese a la variación, fugacidad y profusión de las normas.” Plá (A). Los Principios 
del Derecho del Trabajo. Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1978, p 3. 
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Asimismo, siguiendo a ese autor, los principios poseen una triple función para el 

Ordenamiento Jurídico, a saber: 

“a) informadora: inspiran al legislador, sirviendo como fundamento del ordenamiento 
jurídico. 

b) normativa: actúan como fuente supletoria, en caso de ausencia de la ley. Son medios 
de integrar el derecho. 

c) interpretadora: operan como criterio orientador del juez o del intérprete.112” 

De esta forma, los principios del Derecho Laboral despliegan su función 

interpretadora de las normas de competencia judicial internacional. Se entiende que 

ellos sirven para interpretar el Ordenamiento Jurídico113, este es una unidad que 

incluye todas las disposiciones y fuentes del Derecho, por lo que las normas 

procesales no estarían excluidas de la interpretación a la luz de los principios, que se 

indicarán. 

i. El Principio Protector  

Es el Principio rector por excelencia en el Derecho Laboral, en virtud de que 

parte de la existencia de una desigualdad entre el empleador y el trabajador. Por 

ende se debe nivelar estas desigualdades por medio de este Principio, al considerarse 

el trabajador como la parte más débil de la relación. Este Principio se encuentra 

integrado por tres manifestaciones: in dubio pro operario114, la de la norma más 

                                                 
112 Plá (A). Los Principios del Derecho del Trabajo. Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1978, p 11 p 473 
Citando a Federico DE CASTRO, Derecho civil de España , Madrid, 1949, 2ª ed., t. I, ps 473 y ss. 
113  “En cambio, un ordenamiento, esto es, un conjunto normativo, como dice Nino, “no siempre está 
constituido sólo por normas”, de modo que la consideración del derecho como ordenamiento permite dar 
cabida a enunciados no estrictamente normativos y concluir, como hace Hart, que el derecho es algo que 
tiene que ver preferentemente con normas.” Squella (A). Introducción al Derecho. Santiago, Editorial 
Jurídica de Chile, 2011, p 432. 
114 La regla de in dubio pro operario indica que en el caso de que una norma admita varias interpretaciones, 
que debe acogerse aquella más favorable al trabajador. Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 
Resolución número 189 de las diez horas y veinticinco minutos del cinco de febrero del año dos mil diez. 
 Esto significa que la norma se interpreta en pro del operario o trabajador. Es importante recalcar que a pesar 
de lo anterior, no puede existir una interpretación que sea contraria a la Ley.  
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favorable115 y la de la condición más beneficiosa116. En un ejemplo práctico, este 

principio se aplica a nivel interpretativo del ordenamiento jurídico en general, como 

así lo señala la siguiente jurisprudencia: 

“En todo caso, si alguna duda mediara en el tema, obviamente tendría que resolverse 
en los términos previstos en el numeral 17 del Código de Trabajo que expresamente 
dispone: “Para los efectos de interpretar el presente Código, sus Reglamentos y sus leyes 
conexas, se tomarán en cuenta, fundamentalmente, el interés de los trabajadores y la 
conveniencia social”. Esa norma recoge un principio fundamental en Derecho del Trabajo, 
a saber, el principio protector, del cual se han reconocido tres reglas específicas: la del in 
dubio pro operario, la de la norma más favorable y la de la condición más beneficiosa117”. 

En virtud de lo indicado en el texto citado, se colige que el Principio Protector 

del Derecho Laboral no solo se encuentra desarrollado en la doctrina118, sino que 

también está inserto directamente en la legislación del Código de Trabajo. La 
                                                 

115 La condición de la norma más favorable determina que en la hipótesis de que haya más de una norma 
aplicable, se opte por aquella que sea más favorable. Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 
Resolución número189 de las diez horas y veinticinco minutos del cinco de febrero del año dos mil diez. 
 Para estos se ha indicado que cuando existen varias normas se aplica la más favorable e independientemente 
de la categoría de la norma o su rango, prevalece la que concede más derechos al trabajador, rompiéndose 
con esto la escala de fuentes del Derecho. 
116 La regla de la condición más beneficiosa impone que cuando exista una nueva normativa de Derecho 
Laboral, la misma no puede ser utilizada para desmejorar las condiciones en que ya se encontraba un 
trabajador. Es por ello que el criterio de la condición más beneficiosa es comúnmente aplicado en casos 
concretos, de manera que se respeten las situaciones anteriores concretas de los trabajadores.  Un caso 
concreto en que se aplicó este principio es el que se detalla a continuación en un voto de la Sala Segunda: 
“(…) resulta jurídicamente aplicable al caso el principio de la “condición más beneficiosa” que opera en 
materia laboral (como una de las manifestaciones del principio protector), que supone la existencia de una 
situación concreta, anteriormente ya reconocida; lo cual determina que debe ser ineludiblemente respetada, 
en la medida en que sea más favorable al trabajador, que la nueva norma que se ha de aplicar (PLÁ 
RODRÍGUEZ (Américo), op.cit., p. 108). Por ende, mediante la suscripción del contrato del 1 de julio de 
1995, no pudieron válidamente dejarse sin efecto las mayores ventajas ni los beneficios anteriormente 
convenidos, en favor del señor Antillón Granados. Por consiguiente, habiendo sido despedido el actor, por 
motivos de reorganización, antes del vencimiento del período respectivo (el primer período de cinco años, 
había vencido el 1 de mayo de 1996, prorrogándose, por otros cinco años; sea hasta el 1 de mayo del 2001), 
tiene derecho a que se le paguen los salarios que hubiese devengado, durante el plazo que faltaba para la 
terminación de la prórroga; esto es de ese segundo período, sea del 24 de febrero de 1998 al 1 de mayo del 
2001, debiendo acogerse, en consecuencia, este primer reclamo planteado.” Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia, Resolución número 400 de las diez horas treinta minutos del veinte de julio del año dos 
mil uno. 
117 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número189 de las diez horas y veinticinco 
minutos del cinco de febrero del año dos mil diez. 
118 “El Derecho del Trabajo no está inspirado en la igualdad de las partes, sino en la idea de nivelar las 
desigualdades existentes entre ellas. La igualdad en este Derecho no es la salida, es la meta. De allí la 
predilección, consagrada en este principio jurídico, por el obrero. Al considerarlo, en términos genéricos, el 
más débil de la relación laboral.” Albán (L). Principales Principios del Derecho Laboral Individual. Revista 
Judicial, Costa Rica, Nº 105, Septiembre 2012, p 127. 
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importancia de lo anterior radica en que el Principio resulta ser además fuente 

escrita del Ordenamiento Jurídico laboral, lo que brinda mayor fuerza en el sentido 

de la jerarquía normativa y contribuye a la seguridad jurídica de las partes. 

ii. El Principio de la Primacía de la Realidad  

Este Principio apunta a que las circunstancias reales de trabajo regidoras de la 

relación laboral son las que tienen transcendencia a la hora de realizar cualquier 

interpretación acerca de la relación entre las partes. Con ello se infiere que las 

condiciones dadas en el contexto se encuentran por encima de incluso acuerdos 

formales hechos por escrito119. Por lo anterior, en el caso de discordancia entre 

ambos, privan la realidad y los hechos. La jurisprudencia ha tocado numerosas veces 

este tema y ha establecido lo siguiente para un caso concreto:   

“Sobre el tema que nos ocupa, este despacho no en pocas oportunidades ha expresado 
que en caso en los cuales la figura del empleador esté compuesta por una pluralidad de 
personas jurídicas y físicas deberá recurrirse –fundamentalmente - al principio de primacía 
de la realidad, ya que ante todo deberá prevalecer el terreno de los hechos sobre las 
apariencias adoptadas por las partes. Al respecto, conviene traer a colación la sentencia 
2000-0110 de las 16:00 horas del 4 de febrero de 2000 en cuanto en ella se dijo lo 
siguiente: “En el Derecho Laboral el tratamiento del tema, no sólo ha tenido un amplio 
desarrollo doctrinario, sino también una clara definición legislativa, a través de normas que 
tienden a la ampliación de la mencionada Teoría de la Primacía de la Realidad. De acuerdo 
con el artículo 15 del Código de Trabajo, los casos no previstos por ese cuerpo normativo, 
deben ser resueltos por los principios generales del Derecho del Trabajo, entre los cuales 
destaca desde siempre, el que se acaba de señalar - Primacía de la Realidad - . Según éste, 
los hechos prevalecen sobre las formas o apariencias. En ese entendido, para determinar la 

                                                 
119 Respecto al principio de primacía de la realidad, indica Albán: “Es la efectividad en el servicio, más que 
cualquier otra cosa, la causante de la tutela laboral para el obrero. Lo importante es atenerse a las 
circunstancias de trabajo reales. El principio autoriza al operario jurídico a profundizar en el contexto y 
determinar lo correspondiente. Ello, incluso, por sobre los acuerdos formales. Entre hechos y documentos, se 
imponen los primeros. En caso de darse este tipo de discordancias, entonces, la opción es por lo fáctico.” 
Ibídem, p 130. 
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figura patronal, no interesa la forma de organización adoptada, sino, quien o quiénes en 
realidad la constituyen, a efecto de determinar él o los obligados respecto del trabajador120”. 

La cita jurisprudencial versa sobre la puesta en práctica del Principio de Primacía 

de la Realidad, en este caso sobre la figura del empleador, en ello lo fundamental es 

lo que realmente sucedió y no lo que pueda constar en las formas. Asimismo, en la 

sentencia se reiteran votos pasados y de nuevo se indica que este Principio también 

tiene raigambre legal 121 , además de una vasta jurisprudencia y doctrina como 

respaldo. 

iii. El Principio de Continuidad 

La continuidad aboga por dotarle a la relación laboral empleador – empleado la 

duración más larga posible. El Principio toma en cuenta el carácter eminentemente 

social del trabajo, así como lo que significa este ligado con la subsistencia del 

trabajador. Corolario de lo anterior, la estabilidad del empleo se tiene como un 

estándar por seguir, con la consecuencia de poseer un matiz que desincentiva el 

despido122. En el siguiente voto de la Sala Segunda, el Alto Tribunal señaló lo 

siguiente con respecto al Principio aludido: 

                                                 
120 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución número 1083 de las diez horas del veintinueve 
de noviembre de dos mil doce.  
121 “Artículo 15: Los casos no previstos en este Código, en sus Reglamentos o en sus leyes supletorias o 
conexas, se resolverán de acuerdo con los principios generales de Derecho de Trabajo, la equidad, la 
costumbre o el uso locales; y en defecto de éstos se aplicarán, por su orden, las disposiciones contenidas en 
los Convenios y Recomendaciones adoptados por la Organización Internacional de Trabajo en cuanto no se 
opongan a las leyes del país, y los principios y leyes de derecho común.” Ley N° 2. Código de Trabajo. 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. 
Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
122 Sobre este principio indica la doctrina:  
“La rama jurídica del Trabajo prefiere los contratos de duración indefinida (sin fecha de terminación): 
existiendo dudas sobre el plazo, el convenio devendrá en indeterminado; siendo permanente el carácter del 
servicio a prestar, no es dable pactar un tiempo determinado; si el acuerdo  a término fijo llega a expirar con 
persistencia de las causas de origen, el contrato tornase indefinido. También exhibe una amplia admisión de 
las transformaciones del vinculo (sic) laboral: muchas veces las prestaciones y condiciones de trabajo varían 
con el curso de los años, hay una separación respecto al momento inicial, son observables modificaciones; sin 
embargo, la relación subsiste. Asimismo denota resistencia a las rupturas unilaterales injustificadas 
provenientes del empleador: interesa sobremanera la estabilidad en el trabajo; genéricamente, comporta una 
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“El Código de Trabajo establece en su artículo 26 lo siguiente: “El contrato de trabajo 
sólo podrá estipularse por tiempo determinado en aquellos casos en que su celebración 
resulte de la naturaleza del servicio que se va a prestar. Si vencido su término subsisten las 
causas que le dieron origen y la materia del trabajo, se tendrá como contrato por tiempo 
indefinido, en cuanto beneficie al trabajador, aquél en que es permanente la naturaleza de 
los trabajos”. Por su parte el numeral 27 del cuerpo normativo citado, establece la 
prohibición de estipular contratos de trabajo por más de un año en perjuicio del trabajador, 
empero crea la excepción para aquellas labores que requieran una preparación técnica, 
casos en los cuales la duración podrá ser de hasta 5 años. De lo anterior se deduce que el 
legislador ha brindado preferencia al contrato a plazo indefinido con el objeto de tutelar el 
derecho fundamental regulado en el ordinal 56 del texto constitucional; además se observa 
una clara intención de resguardar al trabajador de posibles prácticas espurias de su patrono 
tendientes a tergiversar sus derechos irrenunciables mediante esta forma de contratos, por 
lo tanto dentro del ordenamiento jurídico patrio la regla en la contratación laboral vendrá 
dada por el principio de continuidad, limitándose el uso del contrato a tiempo definido 
únicamente a aquellas hipótesis en que por la naturaleza de la prestación del servicio lo 
haga necesario123”. 

De nuevo se aprecia la trascendencia del Principio de Continuidad en la 

legislación del Derecho de Trabajo. En este caso incluso se menciona que se trata de 

un derecho irrenunciable, establecido como derecho fundamental en la Constitución 

Política. En virtud de lo anterior, los contratos laborales llevados a cabo en el 

extranjero o que posean elementos de internacionalidad no son la excepción para 

interpretarlos en virtud de la mayor longitud posible. Lo anterior podría aportar 

mayores elementos para atribuir competencia a un Tribunal del país, por ejemplo si 

la contratación se realizó desde Costa Rica o si el servicio finalizó prestándose allí. 

iv. El Principio de Irrenunciabilidad  

Algunos derechos laborales son completamente indisponibles entre las partes. 

Por lo tanto, en la relación empleado-empleador no es posible negociar en cuanto a 

                                                                                                                                                     
firme tendencia contra los despidos.” Albán (L). Principales Principios del Derecho Laboral Individual. 
Revista Judicial, Costa Rica, Nº 105, Septiembre 2012, p 129. 
123 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución número 1259 de las catorce horas cincuenta y 
seis minutos del nueve de setiembre de dos mil diez.  
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la aplicabilidad de estos, por disponerlo así la Constitución Política y legislación 

laboral. En consecuencia, cualquier renuncia expresa o tácita hecha por parte de 

ellos se tiene por no hecha. La jurisprudencia de la Sala Segunda ha desarrollado lo 

siguiente respecto a este Principio: 

“III.-(…) Para resolver este asunto resulta de importancia establecer los 
alcances del artículo 74 de la Constitución Política y 11 del Código de Trabajo. El ordinal 
74 de la carta magna establece: “Los derechos y beneficios a que este Capítulo se refiere 

son irrenunciables. Su enumeración no excluye otros que se deriven 

del principio cristiano de justicia social y que indique la ley; serán aplicables por igual a 

todos los factores concurrentes al proceso de producción, y reglamentados en una 

legislación social y de trabajo, a fin de procurar una política permanente de solidaridad 

nacional”. Por su lado el numeral 11 del Código de Trabajo dispone: “Serán 

absolutamente nulas, y se tendrán por no puestas, las renuncias que hagan los 

trabajadores de las disposiciones de este Código y de sus leyes conexas que los 

favorezcan”. Estas normas contienen el principio base de irrenunciabilidad de los 
derechos laborales, cuya finalidad última, es garantizarle un mínimo de derechos reales a 
todo trabajador/a, impidiendo en circunstancias de necesidad, negociarlos o bien la 
renuncia de esos derechos fundamentales, constituyen una protección y un mecanismo de 
equilibrio en las relaciones de poder que surgen como producto del capital y el trabajo en 
los contratos laborales, y que es aplicable también en el campo de las actividad pública. 
Esas normas, deben entenderse dentro de un contexto constitucional, en el cual son de 
trascendental importancia la autonomía de la voluntad y la libertad de contratación. Los 
negocios o finiquitos realizados entre las partes, respecto de una relación laboral, serán 
válidos si se ajustan en un todo al ordenamiento jurídico124”. (el resaltado es del original)  

Específicamente se ha realizado un desarrollo sobre los derechos negociables y 

los que no. En este sentido, los derechos de la persona empleada que no pueden ser 

negociables son aquellos relacionados con las vacaciones, el aguinaldo y el salario 

ordinario, por ser considerados derechos irrenunciables. Por su parte, los extremos 

                                                 
124 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución número 347 de las nueve horas cuarenta 
minutos del seis de mayo de dos mil nueve. año dos mil nueve. 
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de preaviso, cesantía y horas extras son negociables o litigiosos y, por ende, sobre 

ellos sí se puede tranzar125.  

v. El Principio de Buena Fe 

Este Principio debe, esencialmente, regir como base de cualquier relación 

laboral y ser manifiesto entre el empleador y el trabajador. Con ello se quiere decir 

que debe existir un honesto cumplimiento del contrato por ambas partes, basado en 

la confianza y las buenas intenciones. En un ejemplo práctico sobre la forma de 

terminar la relación laboral por parte del trabajador, la Sala Segunda dispuso lo 

detallado en las siguientes líneas: 

“La jurisprudencia ha sostenido el criterio de que en aplicación del principio de buena 
fe (artículo 19 de ese mismo cuerpo normativo), de previo a dar por terminado el vínculo, la 
persona trabajadora, debe apercibir a la parte empleadora al cumplimiento de la obligación. 
Sobre el tema se ha considerado: “Ahora bien, esta Sala, atendiendo a la indispensable 
estabilidad del contrato laboral, a su contenido ético y, en especial, al precepto 19 del 
Código de Trabajo, ha señalado la conveniencia de que, previamente a la extinción del 
vínculo, el trabajador agote siempre las vías conciliatorias, dándole la oportunidad, a la 
contraparte, de reconsiderar su eventual actuación ilegítima y de ajustar su proceder a 
derecho (…)126” 

Se desprende del razonamiento citado, que es considerado como parte de la 

buena fe del trabajador, brindar un aviso previo al empleador cuando se dé la 

posibilidad de dar ruptura al contrato laboral, por incumplimiento de la parte 

patronal. El referido Principio es de suma importancia, pues dicta que todos los 

elementos de la relación laboral deben ser interpretados a la luz de la buena fe, en 

razón de que esta siempre debe estar presente.  

                                                 
125 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución número 825 de las diez horas del trece de 
setiembre del año dos mil.  
126 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución número 262 de las diez horas veinticinco 
minutos del trece de marzo de dos mil trece.  
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vi. El Principio de no Discriminación  

Es derivado de la igualdad existente entre todas las personas, en este caso todos 

los empleados de un mismo empleador. La no discriminación se encuentra 

contemplada en la Constitución Política así como en diferentes Convenios 

Internacionales y es un tema ampliamente tratado por la jurisprudencia. Además, es 

de aplicación práctica en el ámbito laboral. Por medio de la Sala Segunda se indicó 

lo siguiente respecto a un caso sobre discriminación en razón de la enfermedad de 

un trabajador: 

“Las pruebas que hecha de menos la accionada (copia de los expedientes médicos de la 
actora que constan en distintos hospitales), en nada podría venir a variar lo resuelto, por 
cuanto a pesar de que se acreditara que la señora O. padece de una serie de enfermedades, 
no resulta posible, ni admisible, despedir a una persona por encontrarse enferma, ya que 
como indicamos antes, ello constituiría un acto discriminatorio - tal y como ocurrió en la 
especie con doña O. -, lo que desde ninguna perspectiva puede ser amparado por nuestro 
ordenamiento jurídico127”. 

No es posible ejercer un trato diferenciado para algún trabajador en relación con 

lo demás, en virtud del mencionado Principio, aplicado al presente tema la 

legislación sobre Derecho Internacional Privado en materia laboral tendría que 

interpretarse en el sentido del acceso al foro por parte del demandado. Sobre esto es 

válido contemplar que un trabajador extranjero tenga el mismo derecho de demandar 

en el país donde posee su nacionalidad, en el cual se encuentra con más 

posibilidades de enfrentarse en un eventual proceso judicial. 

vii.  Principio de Progresividad 

Intenta procurar que ninguna de las conquistas en cuestión de derechos y 

dignidad para el trabajador pueda ser retrotraídas a como estaban antes. Con esto se 

                                                 
127 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución número 281 de las diez horas del veintitrés de 
marzo de dos mil doce. 
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garantiza reducir el estado de desposesión en que por lo general se encuentra el 

trabajador. Por lo tanto, en las condiciones laborales no se puede realizar ningún 

cambio que signifique una disminución y mucho menos una pérdida de un derecho 

para el trabajador, tal y como se detalla en la siguiente jurisprudencia de la Sala 

Segunda: 

“Como puede observarse, en caso de existir un despido discriminatorio las 
consecuencias para el empleador consisten en restablecer el bien jurídico tutelado y resarcir 
las lesiones patrimoniales que la violación del derecho haya ocasionado. Para esos efectos, 
la ley de comentario establece una indemnización de 12 salarios del puesto de la persona 
trabajadora al momento de la firmeza de la sentencia. Esta norma debe entenderse en 
armonía con el principio de progresividad y no regresividad que rige la materia de los 
derechos fundamentales. Según está máxima jurídica, la regulación de los derechos 
humanos fundamentales tiene una vocación de desarrollo y cobertura expansiva, dispuesta 
para mejorar las condiciones que ya hayan sido tuteladas por el derecho positivo. (…)Según 
lo anterior, los derechos laborales reconocidos en el sistema jurídico costarricense han de 
concebirse e interpretarse de manera evolutiva, siendo inadmisible que puedan ser 
retrotraídos en su objeto de regulación a estadios anteriores128”. 

Probablemente este Principio es uno de los más relevantes para el tema del 

trabajo en cuestión, si se toma en cuenta que la internacionalidad cada vez adquiere 

más actualidad en razón de la expansión de los mercados. De raigambre 

Constitucional, el Principio de Progresividad dictamina que no son permitidas las 

modificaciones en los derechos fundamentales de los trabajadores. Por lo tanto, 

únicamente es admisible alguna modificación o mejoría que quiera realizar el 

empleador, si esta va a ocasionar un beneficio para el empleado. 

viii. Principio de Territorialidad  

La legislación nacional se aplica en todo el territorio del país y, por ende, las 

empresas radicadas en Costa Rica se encuentran sujetas al Ordenamiento Jurídico 

                                                 
128 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución número 1035 de las diez horas cinco minutos 
del seis de setiembre de dos mil trece. 
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Laboral Costarricense. En relación con un contrato ejecutado en un país diferente de 

Costa Rica, la Sala Segunda desarrolló el siguiente razonamiento en relación con la 

Ley aplicable: 

“Se trata de un contrato suscrito en Estados Unidos de América, entre una persona que 
no vive en el territorio nacional, con una sociedad domiciliada en Costa Rica, para prestar 
sus servicios en los Angeles, Estados Unidos de América, que se rige por un Contrato 
Colectivo, que no tiene vigencia en Costa Rica. En esta materia, 
el principio de territorialidad lo plasmó el legislador en el artículo 14 del Código de 
Trabajo, que sujeta a la ley laboral nacional, todas las empresas, explotaciones o 
establecimientos de cualquier naturaleza, existentes o que en lo futuro se establezcan en 
Costa Rica, lo mismo que a todos los habitantes de la República, sin distinción de sexo ni 
de nacionalidad. Un autorizado sector de la doctrina al analizar las normas aplicables al 
contrato de trabajo, indica que es principio general aplicable en materia laboral, que la 
forma de los actos y contratos se rige por la ley del lugar donde aquellos se celebren –la ley 
reguladora de una obligación, se extiende a los requisitos del cumplimiento y a las 
consecuencias del incumplimiento, así como a su extinción-, adquiriendo importancia la 
expresión “locus regit actum”, con el que concluimos que la legislación a aplicar es la del 
país donde se contrató, se prestó el servicio y se extinguió el contrato de trabajo129”. 

En definitiva, la interpretación realizada por la Sala Segunda de este Principio 

no se encuentra acorde con el Principio Protector y refleja una concepción rígida del 

Principio de Territorialidad. Beneficiaría más al trabajador e iría más en consonancia 

con el derecho irrenunciable de la jurisdicción laboral, aplicarse el Principio en lo 

que beneficie al trabajador, por ejemplo al realizar un análisis de la norma más 

favorable para el caso y que por lo tanto sea esa la que se aplique. 

Como corolario del desarrollo de principios, se ha explicado ocho diferentes, 

ellos son esenciales para regir el Ordenamiento Jurídico Laboral. Todos estos, como 

se puede apreciar, están inmersos en el Código de Trabajo, más que todo en los 

primeros artículos de este. En razón de lo anterior es que el Derecho Laboral se 

                                                 
129 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 357 de las nueve horas cincuenta 
minutos del once de julio del dos mil tres. 
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distingue de la rama jurídica civil y comercial, así como de muchas otras, debido 

primordialmente a dichos principios generales. 

Es importante hacer hincapié en estos principios, pues solo de esta manera se 

puede especificar el tema de la CJI en esta materia. Por ello la legislación, en este 

sentido, debe ser diferente y adecuarse necesariamente a estos preceptos. De igual 

manera, los jueces tienen la obligación de resolver conforme a los principios e 

interpretar el ordenamiento laboral desde esa óptica.  

Ahora bien, una legislación adecuada en la regulación de los foros de CJI directa 

en materia laboral se encuentra relacionada más con el concepto de foros especiales, 

en el sentido de que toman en cuenta elementos específicos de la relación jurídica y, 

por ende, se adecuan más a los principios indicados. Uno de esos aspectos se vería 

reflejado en aquella normativa que tome en cuenta diferentes elementos de 

envergadura a nivel de la relación procesal de las partes como lo es la proximidad 

razonable 130 . Estos aspectos han sido señalados por la doctrina, tal y como a 

continuación se detalla: 

“En este sentido afirmamos que una de las notas más importantes que acompañan a la 
norma de CJI es la de “proximidad razonable” o “ligamen de peso”, es decir, las normas de 
CJI deben estar redactadas de tal manera que reflejen y recojan un grado de proximidad 
razonable entre la competencia del juez y la relación jurídica, tal como lo señalan Pérez 
Vera, Garau Sobrino, Spyridon Vrellis, Virgós Soriano y Garcimartín Martín. (…) 

La estructura de la norma de CJI es tripartita; sus tres elementos constitutivos son: a) 
un supuesto de hecho; b) un punto de conexión (foros de atribución de competencia), y c) 
una consecuencia jurídica131”.  

                                                 
130 Siguiendo a Cabello: 
“Los foros especiales responden a un principio de proximidad razonable entre los tribunales competentes y el 
objeto del litigio. Es un sistema de vinculación tipificada; éstos son subsidiarios al foro general del 
domicilio”. Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial 
Académica Española. 2012, p 51. 
131 González (N) y Rodríguez (S). Derecho Internacional Privado Parte General. México: Nostra Ediciones. 
2010, p 93 y 95. 
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En correspondencia con lo anterior, el hecho vendría a ser la figura jurídica, por 

ejemplo al tratarse de un proceso sucesorio o un ordinario de prestaciones laborales. 

El punto de conexión se refiere a la pauta que justifica otorgar competencia o no a 

los Tribunales y la consecuencia jurídica en definitiva determina si efectivamente a 

los Tribunales se les atribuye competencia o no. 

El criterio de la voluntad de las partes para determinar los foros de CJI 

flexibiliza los criterios enfocados solamente en la territorialidad 132  como único 

factor de determinación. No obstante, la voluntad de las partes se encuentra sujeta a 

limitaciones debido a que no puede contravenir normas de orden público. Es por ello 

que internacionalmente se ha establecido diversas regulaciones al respecto como lo 

es el concepto de forum shopping. 

Esta noción tiende a limitar la voluntad de las partes en la elección del foro. Lo 

anterior se refiere a evitar los abusos en relación con el denominado forum shopping, 

el cual es una figura conocida como un foro exorbitante, pues se opone a los foros 

normales o razonables según los criterios generales establecidos anteriormente. En 

este sentido se ha entendido por forum shopping lo siguiente: 

“Se trata de una institución admitida en el Common Law, especialmente en el Derecho 
norteamericano. Representa un comportamiento procesal que ignora los foros naturales y 
las reglas mínimas para fijar la competencia judicial internacional, fundadas en un factor de 
conexión en aras de la imparcialidad. Por ello en la doctrina ha recibido el nombre de forum 
shopping, pues, como cualquier oportunidad comercial, se basa en una manipulación de las 
reglas de competencia judicial internacional, ejercida por una de las partes en detrimento de 
la otra, inspirada solamente en un criterio de conveniencia133.” 

Los factores esbozados en el Derecho Internacional Privado, como limitantes al 

forum shopping, han obligado a que el proceso tenga una suficiente conexión con el 

                                                 
132 El lugar de ejecución del trabajo, el domicilio del demandado, el lugar de celebración del contrato. 
Artículo 427 del Código de Trabajo. Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de 
Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de 
agosto de 1943. 
133 González (N) y Rodríguez (S). Derecho Internacional Privado Parte General. México: Nostra Ediciones. 
2010, p 84. 
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foro. Lo anterior no significa que el caso deba resolverlo el Tribunal en donde 

existan más puntos de conexión. Es por ello que si se quiere realmente limitar la 

escogencia de estos foros, una regulación adecuada debería reglamentar los puntos 

de conexión necesarios en cada proceso, de la manera indicada en la siguiente cita. 

“En síntesis, el Derecho Internacional Privado, para justificar la atribución de 
competencia judicial internacional a un tribunal determinado exige un contacto mínimo 
suficiente o vinculación razonable. Y este requisito se impone, no sólo por regular los 
intereses estatales implicados en el ejercicio de la jurisdicción, sino también como una 
forma de protección a los derechos de las partes involucradas134.” 

Es importante lo indicado por el autor Romero Seguel, pues apunta a un 

Principio substancial del Derecho Internacional Privado como lo es el de los factores 

de conexión. Esto implica que el foro de competencia debe tener una vinculación 

con el proceso judicial llevado ante los Tribunales. No obstante, tal como se señaló 

líneas arriba, la conexión debe ser suficiente, para evitar que cualquiera de las partes 

obtenga un beneficio fraudulento a partir de la elección del foro. 

En el caso de que se trate de un intento de manipulación de las reglas normales 

de la CJI para favorecerse por sobre una de las partes, se han restringido las 

cláusulas de prórroga o sumisión expresa de jurisdicción135, pues de esta forma se 

limitan los posibles abusos en función de la autonomía de la voluntad. Lo anterior es 

importante pues es posible que la elección del foro por una de las partes, ponga a la 

otra en una situación de clara desigualdad, lo cual se da con mucha más razón en 

                                                 
134 Romero (A). Curso de Derecho Procesal Civil. Tomo II. Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2009, pp 
20, 21. 
135 El autor Virgós Soriano explica la diferencia entre la sumisión tácita y la expresa de CJI: 
“El tema se divide en dos apartados: la sumisión expresa y la sumisión tácita. La voluntad común de las 
partes para atribuir CJI a los tribunales españoles se puede manifestar de dos formas distintas: fuera del 
proceso o en el mismo proceso. En el primer caso, las partes se ponen de acuerdo extrajudicialmente para 
someter el litigio a los tribunales de un determinado Estado; nos encontramos ante un acuerdo o cláusula de 
elección de foro. Esto se conoce como sumisión expresa. En el segundo caso, las partes realizan ciertos actos 
procesales que permiten presumir su voluntad de someterse a los tribunales españoles; el problema aquí es 
determinar cuáles son dichos actos procesales y qué eficacia tienen. Esto se conoce como sumisión tácita” 
Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 58, citando a VIRGÓS SORIANO, Derecho procesal civil internacional: litigación 
internacional, cit., p.274. 
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materia laboral, debido a que, de por sí, se parte de la existencia de una desigualdad 

entre el empleador y el empleado. 

Igualmente en el Derecho Laboral se permite la prórroga tácita de CJI, esta se 

configura cuando el trabajador interpone la demanda en un Tribunal en principio no 

competente de acuerdo con las reglas establecidas, pero el demandado no interpone 

la excepción de incompetencia. Es de relevancia recalcar que la prórroga tácita 

únicamente puede suceder en los casos en que beneficia al trabajador, mas nunca en 

su perjuicio136. Asimismo, es preciso recordar lo indicado previamente, respecto a la 

doctrina que indica que no puede operar la prórroga en rebeldía137. 

En el Derecho de Trabajo, al ser regido por el Principio Protector, así como el de 

progresividad de la normativa laboral, se considera que una legislación posible en 

materia de CJI debe contener criterios de atribución de CJI (foros), como el que se 

denomina “foro de protección138”. En este sentido, el criterio de atribución favorece 

a la parte más débil de la relación laboral y con esto se extiende la nivelación 

procesal hacia el trabajador. De esta manera, el ideal sería una norma que le atribuya 

por ejemplo, competencia al foro del domicilio del empleado. 

De acuerdo con este razonamiento, se apoya la tesis de la autora Carmen Julia 

Cabello respecto al eje principal de un Estado a la hora de determinar las leyes que 

                                                 
136 Artículo 420 del Código de Trabajo. Ley N° 2 Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República 
de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 
de agosto de 1943. 
137 Ver Op Cit Supra N° 23. 
138 “El foro de protección. Cuando los foros de atribución de competencia judicial internacional protegen a 
una de las partes, la determinada como débil, en el proceso, favoreciendo la elección del foro por ella, 
estamos en presencia de un foro denominado “de protección”, como se deriva de la doctrina de Calvo 
Caravaca y Carrascosa González; Fernández Rozas y Sánchez Lorenzo. Estos foros persiguen en concreto 
reestablecer el equilibrio tanto procesal como material que debe existir entre las partes implicadas en una 
determinada relación jurídica. Este equilibrio se consigue por la inclinación de la balanza a favor del foro de 
la parte débil. Un ejemplo de este foro de protección lo encontramos en la fracción décima segunda del 
artículo 156 del cpcdf la cual afirma que: “XII… en caso de abandono de hogar, el del domicilio del cónyuge 
abandonado”. La atribución de competencia en esta norma competencial se realiza a través de un punto de 
conexión que claramente favorece a una parte, en concreto, al cónyuge abandonado.”  
González (N) y Rodríguez (S). Derecho Internacional Privado Parte General. México: Nostra Ediciones. 
2010, p 102 y 103. 
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rigen la competencia. La autora señala que el Estado en el que se considere que el 

objetivo principal de sus tribunales es servir a sus nacionales, tendrá jurisdicción 

siempre que el demandante sea de la nacionalidad del Estado 139 . Con mayor 

relevancia se aplica dicho supuesto cuando se trata de la materia laboral, en razón de 

los principios informadores de esta normativa, como el protector y el de no 

discriminación, en los casos en que el demandante sea el trabajador. 

Como se indicó anteriormente, en la primera sección de este trabajo se deben 

aplicar, por analogía, las normas sobre competencia territorial del Código de Trabajo 

para la regulación de la CJI. De igual forma, el artículo 46 del Código Procesal 

Civil, el cual regula la CJI de manera expresa, no es específico para la materia 

laboral. No obstante, se aplica por la remisión expresa del artículo 452 del Código 

de Trabajo140. Por ello se debe utilizar la normativa del Código de Trabajo, la cual 

debería contemplar específicamente normas de Derecho Internacional Privado para 

la determinación de la competencia de los Tribunales Laborales. 

Lo anterior sería ideal pues la materia laboral tiene sus propios principios que la 

convierten en una rama completamente diferente de la civil. Como por ejemplo, en 

lo que respecta a la carga probatoria en los procesos, el Código de Trabajo no tiene 

regulación alguna, de manera que de acuerdo con la Ley, se debería aplicar el 

artículo 317 del Código Procesal Civil141. No obstante, en Derecho Laboral ese 

artículo no se aplica y, de hecho, jurisprudencialmente la Sala Segunda ha 

desarrollado toda una serie de criterios respecto a la redistribución de la carga 

                                                 
139 Cabello (C). El Divorcio Internacional. Competencia Judicial Internacional Directa. Editorial Académica 
Española. 2012, p 46, citando a TOVAR GIL, María del Carmen, «Comentario al artículo 2057º del Código 
Civil», en Código Civil comentado, Gaceta Jurídica, Lima, 2005, T. X, p. 708. 
140 Ver Op Cit, Supra N° 2. 
141 “Artículo 317: Carga de la prueba. 
La carga de la prueba incumbe: 
1) A quien formule una pretensión, respecto a las afirmaciones de los hechos constitutivos de su derecho. 
2) A quien se oponga a una pretensión, en cuanto a las afirmaciones de hechos impeditivos, modificativos o 
extintivos del derecho del actor.” 
Ley N° 7130. Código Procesal Civil. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, dieciséis de 
agosto de mil novecientos ochenta y nueve. Publicado en la Gaceta N° 208 del 3 de noviembre del 1989. 
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probatoria en esta materia, de manera que se desaplica el Código Procesal Civil, en 

virtud de que aquel precepto legal no se ajusta al Principio Protector regidor del  

Derecho Laboral142. 

Debido a lo indicado, es menester que los jueces laborales cuenten con su propia 

normativa especial en cuestiones procesales de CJI. De igual forma, en caso de 

producirse una antinomia entre la normativa de trabajo y la civil, se aplicaría el 

criterio general según el cual la Ley especial deroga la general143. Sin embargo, tal 

como se ejemplificó anteriormente, lo anterior no es óbice para que los Tribunales 

de Trabajo resuelvan de manera válida los procesos con cuestiones de CJI, pues 

estos pueden desarrollar sus propios principios jurisprudencialmente, con el fin de 

ajustarse a los principios laborales establecidos. 

                                                 
142 Así es el criterio de Olaso respecto a este punto en específico, el cual indica: 
“De esta forma, según mi criterio, aunque la Sala no lo establezca expresamente, desaplica el artículo 317, en 
aras de materializar el principio protector. Así, por vía jurisprudencial, se han ido delimitando cuáles son los 
“elementos normales” de la relación que requieren ser acreditados por la parte empleadora. Analicemos 
algunas sentencias que avalan lo afirmado: 
1. Voto número 179-04. En este voto la Sala Segunda establece que la premisa general es que, en materia 
laboral, la carga probatoria descansa sobre la parte demandada, debido a que lo afirmado por el trabajador o 
la trabajadora, goza de un halo de veracidad que debe ser destruido por el empleador. Por ende, se indica que 
en dicha materia, rige una “distribución” de la carga probatoria que difiere de lo que se conoce como 
“inversión” de la misma. La Sala establece esa diferenciación fundamentándose en el criterio doctrinal del 
autor Mario Pasco Cosmópolis y en criterios jurisprudenciales del Tribunal Constitucional Español. Para los 
magistrados y las magistradas que integran esa Sala, la diferencia está en que el término distribuir consiste en 
atribuir de forma desigual la carga de la prueba en una de la partes. 
Considero que esa diferenciación que plantea la Sala, se basa únicamente en la utilización de un juego de 
lenguaje distinto. A mi entender, la verdadera diferencia entre una y otra radica en que la inversión de la 
carga probatoria, debe ser establecida por ley, en tanto que lo que la Sala denomina “distribución”, constituye 
un mecanismo para invertir la carga de la prueba y así dar aplicación al principio protector. En la resolución 
la Sala concluye que, en virtud de esa “distribución”, a la parte empleadora le corresponde demostrar las 
causales que motivaron el despido."   
Olaso (J). La prueba en materia laboral. Heredia,  San Joaquín de Flores: Poder Judicial, Escuela Judicial, 
2008, pp 53, 54. 
143 “El principio de especialidad normativa (lex specialis derogat legi generali), que ha sido calificado por 
nuestra jurisprudencia como principio general del Derecho —tal como comprobaremos infra—, junto con el 
de jerarquía (lex superior derogat legi inferiori) y el de temporalidad o cronología de las normas (lex 
posterior derogat legi priori), es considerado como un criterio tradicional de solución de las antinomias, 
entendiendo por éstas las contradicciones normativas que se producen cuando, ante unas mismas condiciones 
fácticas, se imputan consecuencias jurídicas que no pueden observarse simultáneamente.” Tardío (J.A.). El 
principio de especialidad normativa (Lex specialis) y sus aplicaciones jurisprudenciales. Revista de 
Administración Pública N° 162. Septiembre – Diciembre 2003, p 189. 
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Posteriormente, en la siguiente sección, se realizará un estudio de la Reforma 

Procesal tramitada como Proyecto de Ley en la Asamblea Legislativa de Costa Rica. 

Específicamente, se identificará la normativa propuesta por esa reforma que 

contenga normas procesales reguladoras de la competencia judicial internacional 

para realizar un análisis comparativo con la normativa actual. 

c. La regulación sobre competencia judicial internacional en el Proyecto de 

Reforma Procesal Laboral 

En el país desde el año 2005 se presentó ante la Asamblea Legislativa el 

Proyecto de Reforma Procesal Laboral (en adelante RPL) para agilizar los procesos 

y subsanar errores criticados como, la morosidad de los procesos y aspectos del 

Derecho Colectivo. Por lo tanto, la Corte Suprema de Justicia presentó el proyecto 

número 15990144, este regula diferentes aspectos del Derecho Individual y Colectivo 

de trabajo; no obstante, para efectos de la presente investigación, se examinará 

únicamente aquellos artículos del Proyecto relacionados con la CJI del proceso 

laboral145.  

En el título número diez de la RPL, sobre la jurisdicción especial de trabajo, 

específicamente en el capítulo primero sobre la organización, extensión y límites de 

la jurisdicción de trabajo, establece lo siguiente en el artículo 429: 

“Artículo 429.- La inexistencia de normas procesales expresamente previstas para un 
caso o situación concreta, se llenará mediante la aplicación analógica de las otras 
disposiciones de este mismo Código y sus principios, en cuanto resulten compatibles. 

La legislación procesal civil, y la procesal contencioso administrativa en los procesos 
sobre relaciones regidas por el derecho público, serán de aplicación supletoria, para llenar 

                                                 
144 Proyecto de Ley N° 15990. Ley de Reforma Procesal Laboral. Asamblea Legislativa de la República de 
Costa Rica. Dado el 25 de agosto del 2005. Titulo X. 
145 De acuerdo con la exposición de motivos del proyecto, se establece que con este:  
“Se busca mayor claridad en las reglas sobre competencia y se establecen reglas sobre competencia 
internacional, distinguiendo la aplicación del derecho interno del extranjero. Ibídem, p 7. 
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los vacíos normativos de este Código o para utilizar institutos procesales no regulados 
expresamente, que sea necesario aplicar para la tutela de los derechos de las partes y los 
fines del proceso, con la condición de que no contraríen el texto y los principios procesales 
de este Título. En todo caso, si hubiere omisión acerca de la forma de proceder, los órganos 
de la jurisdicción laboral estarán autorizados para idear el procedimiento que sea más 
conveniente, a fin de que pueda dictarse con prontitud la resolución que decida 
imparcialmente las pretensiones de las partes, con tal de que se garantice a estas el debido 
proceso. En todo caso se respetará la enunciación taxativa de los recursos hecha en este 
Código.” 

La importancia de ese numeral radica en afirmar expresamente la utilización del 

criterio de analogía normativa  para llenar los vacíos en la legislación laboral. El 

artículo es novedoso principalmente cuando indica que se puede aplicar los 

principios laborales cuando resulten compatibles, con esto se puede integrar el 

ordenamiento con la diferente gama de principios antes expuestos. Lo anterior no 

resulta novedoso en relación con respecto a la utilización del Código Procesal Civil, 

pues esta disposición se encuentra contenida en el actual numeral 452 del Código de 

Trabajo.  

Con respecto a la competencia territorial doméstica, el texto también ofrece una 

reforma en ese sentido, pues agrega un extenso artículo con doce supuestos 

diferentes146 en cuanto a este instituto. No se cita el texto completo en razón de su 

longitud; empero, entre los rasgos más importantes en relación con el tema objeto de 

este trabajo, destaca la reiteración de que la prórroga de competencia opera 

únicamente en beneficio de la persona trabajadora. Además, la presentación de la 

demanda por el trabajador hace presumir que la correspondiente competencia 

territorial representa un beneficio para ella, elemento no establecido por el Código 

de Trabajo actual y que en el Proyecto es plasmado, para contar con mayor claridad 

en la norma y brindar mayor seguridad jurídica. 

                                                 
146 Artículo 432 del Proyecto de Ley N° 15990. Ley de Reforma Procesal Laboral. Asamblea Legislativa de 
la República de Costa Rica. Dado el 25 de agosto del 2005. 
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De acuerdo con el artículo recién mencionado, entre las reglas determinadas 

para la competencia territorial interna, el texto, además de la regla general del lugar 

de la prestación de servicios y el domicilio del demandado, establece, en su inciso 2, 

lo siguiente: Si los servicios se prestan en lugares de distintas circunscripciones 

territoriales, el actor podrá elegir entre el lugar de su propio domicilio, el de la 

firma del contrato o el domicilio del demandado, siempre de esta manera 

beneficiando al actor del proceso. Igualmente, respecto a contratos extranjeros, el 

inciso número 10 del artículo es una réplica del inciso f) del numeral 427 del actual 

Código de Trabajo, con lo que no aporta nada novedoso al tema.  

Propiamente en materia de CJI y específicamente en cuanto a la atribución del 

foro de competencia, la RPL ofrece el artículo 435 como se transcribe a 

continuación: 

“Artículo 435.- En materia de competencia internacional, son competentes los 
tribunales costarricenses: 

1.- Para conocer pretensiones de personas domiciliados en Costa Rica, contratadas 
laboralmente en el país para trabajar fuera del territorio nacional. Se incluyen dentro de este 
supuesto los contratos iniciados en el territorio nacional y continuados en otros territorios. 

2.- Cuando las pretensiones se originen en contratos de trabajo realizados en el 
extranjero, para ser ejecutados en forma indefinida y permanente, o por períodos que 
impliquen permanencia, en el territorio nacional. 

3.- Cuando las partes así lo hayan establecido contractualmente, siempre que alguno de 
ellos sea costarricense y al mismo tiempo exista algún criterio de conexión con el territorio 
nacional. 

En los supuestos de los tres incisos anteriores, se aplicará siempre a toda la relación de 
trabajo la legislación nacional, en lo que resulta más favorable al trabajador o trabajadora. 

4.- Cuando así resulte de tratados o convenios internacionales o de la prórroga expresa 
o tácita que pueda operarse en los términos de esos instrumentos. En el caso de la prórroga 
debe respetarse la competencia legislativa aplicable a la relación substancial, según el 
contrato o las normas y principios del Derecho Internacional, salvo pacto expreso en 
contrario.” 



 

91 
 

El artículo indica cuatro diferentes criterios de atribución de CJI de los 

Tribunales Laborales Costarricenses. El primer inciso establece la aclaración de lo 

abarcado por la significación de contratos celebrados en el país con los trabajadores 

domiciliados en Costa Rica. Se puede apreciar que la norma no hace distinción en 

razón de la nacionalidad de la persona, pues un domiciliado puede o no ser nacional 

del país. Cabe la pregunta, en estos casos, de que pasaría si se trata de una 

contratación electrónica, dado que no se aclara si se entendería que también se hizo 

en territorio nacional. 

El siguiente inciso del Proyecto abarca los contratos verificados en el extranjero, 

siempre y cuando se implique la permanencia, aunque sea por periodos, en el país. 

También determina lo mismo cuando se haya pactado así en el entendido de que una 

de las partes sea costarricense. El artículo es novedoso en el sentido de que 

flexibiliza el principio de territorialidad de la Ley nacional al disponer la atribución 

de la CJI costarricense a contratos ejecutados en el extranjero. 

Por último, el apartado número cuatro del artículo incluye lo relativo a los 

Convenios Internacionales en lo que establezcan respecto a la prórroga de 

competencia, se hace la salvedad de la diferencia con la aplicación legislativa para el 

fondo del contrato. Con lo anterior, se puede observar la búsqueda para que siempre 

exista una conexión suficiente con el territorio nacional para la atribución del foro. 

El artículo desarrolla situaciones en las que el contrato se ejecutó fuera del país, ya 

sea toda la relación o parte de ella. Además, otorga competencia a los Tribunales 

Costarricenses, incluso cuando la contratación laboral se verificó en el extranjero, 

situación que no se preveía en el Código de Trabajo. 

Los principales elementos determinantes del foro para establecer el punto de 

conexión con los Tribunales Costarricenses establecidos por la norma son: que el 

contrato se haya realizado en Costa Rica, que parte de la ejecución de la relación 

laboral haya sido en el país y la voluntad de las partes, (cuando alguno de ellos sea 
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costarricense). Se desprende que las reglas generales de atribución de CJI se 

relacionan con el territorio. De esta manera se sigue reduciendo el foro al ligamen 

del territorio, tal cual como se encuentra el Código de Trabajo actualmente, y se deja 

de lado criterios que se podrían aplicar propiamente a la materia laboral, como la 

nacionalidad del trabajador, si se toma en cuenta la naturaleza de la acción. 

  Por último, el Proyecto aporta un artículo importante a nivel procesal, este a 

pesar de que mezcla aspectos de CJI y competencia territorial en el mismo numeral, 

se encuentra directamente relacionado con el objeto del presente trabajo, tal y como 

se transcribe a continuación: 

“Artículo 441.- Salvo disposición expresa en contrario, es prohibido a los tribunales 
declarar de oficio la incompetencia por razón del territorio y la parte interesada solo podrá 
protestarla al contestar la demanda. 

La excepción se resolverá una vez transcurrido el término del emplazamiento. 

La resolución que se dicte será apelable. Si la protesta se reduce a la competencia 
respecto de circunscripciones territoriales nacionales, la alzada será resuelta por el superior 
del órgano que dictó el pronunciamiento y lo que este resuelva será definitivo y vinculante 
para los órganos de la otra circunscripción territorial, sin que sea posible plantear ningún 
conflicto. Si la excepción se interpuso alegándose que el asunto no es competencia de los 
tribunales costarricenses, la apelación la conocerá el órgano de la Corte Suprema de Justicia 
con competencia para conocer del recurso de casación en los asuntos laborales. 

Si lo resuelto por el juzgado no fuere recurrido, se considerará firme y vinculante para 
las partes y, en su caso, el órgano jurisdiccional nacional en cuyo favor se haya establecido 
la competencia por razón del territorio deberá asumir el conocimiento del proceso, sin que 
le sea posible disentir por la vía del conflicto.” 

La disposición transcrita vendría a establecer, de manera tajante, la prohibición 

para los Tribunales Costarricenses de declararse incompetentes de oficio. Si bien es 

cierto, actualmente existe la prohibición como se vio anteriormente, en virtud del 

artículo 420 del Código de Trabajo147, no existe en el Ordenamiento Jurídico una 

                                                 
147 Es diáfana la jurisprudencia de la Sala Segunda al indicar que únicamente la parte demandada puede 
alegar la incompetencia por razón de territorio, dado que existe la posibilidad de prórroga. “II.- De manera 
reiterada se ha resuelto que, sólo la parte demandada puede alegar la incompetencia por razón de territorio, 
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disposición prohibitiva en ese sentido. Se considera que brinda mayor protección y 

claridad, además de que también ayuda a brindar seguridad jurídica. 

De esta manera se completan las disposiciones de la reforma citada en relación 

con las normas de CJI, así como de competencia territorial. En definitiva, el 

Proyecto no ahonda en asuntos de Derecho Internacional Privado y básicamente se 

limita a un artículo específico sobre la CJI, esto provoca que la reforma no sea 

integral, a pesar de que sí amplia un poco el panorama en el tema de la CJI. En el 

siguiente apartado se estudiará el Derecho de la Unión Europea materializado en el 

Reglamento número 44/2001. 

d. El Derecho comparado de la Unión Europea: Reglamento 44/2001 relativo a 

la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 

judiciales en materia civil y mercantil 

La Unión Europea posee diferentes instrumentos normativos dictados en el seno 

de sus funciones. Entre ellos se encuentran reglamentos, directivas, decisiones, 

recomendaciones y dictámenes. Los reglamentos son actos legislativos vinculantes y 

obligatorios para los países miembros, don directamente aplicables en estos, además, 

poseen el rango normativo de una Ley nacional, sin la necesidad de una intervención 

adicional de las autoridades de los países148. 

En virtud del rango legal de los reglamentos, en este apartado se analizará, a 

manera de Derecho comparado, la normativa del Reglamento número 44/2001, 

relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
                                                                                                                                                     

pues existe la posibilidad de prórroga (artículo 420 del Código de Trabajo).  Por ello, no puede el Juzgado de 
Heredia, de oficio, declararse incompetente para conocer de la misma. Por esas razones, este asunto debe 
seguirse tramitando en el Juzgado de Trabajo de Heredia (véase entre muchas otras, las resoluciones de esta 
Sala número 2000-00344 de 11:10 horas del 31 de marzo de 2000 y 480-2003 de las nueve horas veinte 
minutos del tres de setiembre de dos mil tres).”Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución 
número 31 las nueve horas cincuenta minutos del quince de enero de dos mil catorce. 
148 Página oficial de la Unión Europea: 
 http://ec.europa.eu/eu_law/introduction/what_regulation_es.htm Consultada el 10 de Setiembre a las 18:00 
horas. 
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judiciales en materia civil y mercantil del 22 de diciembre del año 2000. Este cuerpo 

normativo contiene una sección exclusiva dedicada a los contratos individuales de 

trabajo y en su exposición de motivos, únicamente excluye de su ámbito de 

aplicación a la seguridad social, de acuerdo con el artículo 1. 

En cuanto al segundo artículo del reglamento, se establece que todas las 

personas domiciliadas en un Estado miembro, están sometidas a la jurisdicción de 

dicho Estado. El texto también determina de manera específica y detallada las reglas 

para accionar contra una persona fuera de su domicilio149, así como la Ley aplicable 

en casos de que la persona no sea domiciliada de un Estado miembro. 

Igualmente, se observa la regulación de diferentes supuestos de foros especiales 

para los criterios de atribución de competencia según con la materia por tratar. Entre 

ellos se señala lo relativo a contratos de seguros150y la competencia en materia de 

contratos celebrados por los consumidores151. El reglamento, en el artículo 18 de la 

sección número 5 del capítulo II, instaura reglas de competencia en materia de 

contratos individuales de trabajo. En la exposición de motivos se indica 

expresamente el factor de protección a la parte más débil de la relación, en las 

normas de atribución de CJI para estas materias152. 

La sección sobre la competencia en materia laboral se compone por cuatro 

artículos. El primero establece una aclaración respecto a los contratos de trabajo 

celebrados con empleadores sin domicilio en un Estado miembro. En este sentido, se 

                                                 
149  Artículo 3, Reglamento 44/2001 de la Unión Europea. Relativo a la competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil del 22 de diciembre del 
año 2000. 
150 Sección 3, artículo 8, Ibídem. 
151 Sección 4, artículo 15,  Ibídem.  
152 Exposición de motivos, consideraciones iniciales del reglamento: 
“(13) En cuanto a los contratos de seguros, de los celebrados por los consumidores o de trabajo, es oportuno 
proteger a la parte más débil mediante reglas de competencia más favorables a sus intereses de lo que 
disponen las reglas generales.  
(14) Debe respetarse la autonomía de las partes de un contrato, que no sea de seguros, de los celebrados por 
los consumidores o de trabajo, en los que sólo se prevé una autonomía limitada en cuanto a la elección del 
órgano jurisdiccional competente, sin perjuicio de los criterios de competencia exclusiva establecidos en el 
presente Reglamento.”  Ibídem. 
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hace la aclaración de que cualquier establecimiento del empleador en un Estado de 

la Unión Europea, se entiende como que su domicilio es en ese lugar153. 

Con esta disposición se abre la opción a que el domicilio del empleador pueda 

ser considerado como cualquier clase de establecimiento, sin tomar en cuenta la 

naturaleza de este, es decir podría ser una agencia u oficina. El numeral siguiente de 

esa sección establece los foros de CJI, en los cuales el empleador puede ser 

demandado; instaura también supuestos en los que puede ser sujeto de una acción en 

otro Estado miembro en donde no se encuentre domiciliado154 , pero que tenga 

ciertos factores de conexión establecidos por la norma, como lo es la ejecución del 

trabajo o el lugar del establecimiento del empleador. 

Con respecto a las demandas incoadas por parte del empleador contra el 

trabajador, el Reglamento establece que únicamente lo puede hacer en el foro en el 

cual el trabajador tenga su domicilio155. Con esto se puede apreciar un criterio de 

protección a favor del empleado, pues no se le aplican a este, las excepciones para 

ser demandado fuera de su domicilio, como sí se hace con el empleador. 

                                                 
153 “Artículo 18. 2: Cuando un trabajador celebrare un contrato individual de trabajo con un empresario que 
no tuviere su domicilio en un Estado miembro, pero poseyere una sucursal, agencia o cualquier otro 
establecimiento en un Estado miembro, se considerará, para todos los litigios derivados de la explotación de 
la sucursal, agencia o establecimiento, que tiene su domicilio en dicho Estado miembro.” Reglamento 
44/2001 de la Unión Europea. Relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y mercantil del 22 de diciembre del año 2000. 
154 El artículo reza lo siguiente: 
“Artículo 19: Los empresarios domiciliados en un Estado miembro podrán ser demandados  
1) ante los tribunales del Estado en que estuvieren domiciliados, o  
2) en otro Estado miembro:  
a) ante el tribunal del lugar en el que el trabajador desempeñare habitualmente su trabajo o ante el tribunal 
del último lugar en que lo hubiere desempeñado; o  
b) si el trabajador no desempeñare o no hubiere desempeñado habitualmente su trabajo en un único Estado, 
ante el tribunal del lugar en que estuviere o hubiere estado situado el establecimiento que hubiere empleado 
al trabajador.”  Ibídem. 
155 “Artículo 20: 
 1. Los empresarios sólo podrán demandar a los trabajadores ante el tribunal del Estado miembro en el que 
estos últimos tuvieren su domicilio.  
2. Lo dispuesto en la presente sección no afectará al derecho de presentar una reconvención ante el tribunal 
que entendiere de una demanda principal de conformidad con la presente sección.”  Ibídem. 
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Por último, en la sección de la competencia en los contratos individuales de 

trabajo se encuentran reglas en relación con la voluntad de las partes y los acuerdos 

atributivos de CJI. El Reglamento únicamente permite los acuerdos llevados a cabo 

con posterioridad al litigio o aquellos con más prerrogativas para el trabajador 

respecto a los foros en donde demandar al empleador. En razón de lo anterior, se 

puede colegir de nuevo el criterio de protección, balanceado a favor del trabajador 

en lo que respecta a los acuerdos156.  

La siguiente sección, aunque no es laboral, versa acerca de las competencias 

exclusivas atribuidas a algún foro específico, según se esté en presencia de una 

situación concreta, como por ejemplo, algunos casos involucrados con Derechos 

Reales. Más adelante, el artículo 23, instaura las reglas en relación con la prórroga 

de competencia y su forma de operación, así como las formalidades necesarias en el 

acuerdo atributivo al foro realizado por las partes. En relación con el tema de la 

competencia exclusiva, el reglamento dictamina que un Tribunal debe declararse 

incompetente de oficio si es que se violan estas reglas157. Con lo anterior, se puede 

apreciar que el Reglamento determina y regula este tema de la declaración de oficio 

de una forma concreta y diferente a la aplicada en el país. 

En definitiva, se puede apreciar que el Reglamento establece, de manera amplia, 

la regulación de una variedad de aspectos relativos a la CJI y al Derecho 

Internacional Privado. Entre ellos se encuentra, como regla general, el foro del 

domicilio del demandado y las excepciones a este. También instaura normas sobre la 

Ley aplicable para la determinación de la CJI, así como criterios especializados 

según la materia. 

                                                 
156  “Artículo 21: Únicamente prevalecerán sobre las disposiciones de la presente sección los acuerdos 
atributivos de competencia:  
1) posteriores al nacimiento del litigio, o  
2) que permitieran al trabajador formular demandas ante tribunales distintos de los indicados en la presente 
sección.” Reglamento 44/2001 de la Unión Europea. Relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y 
la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil del 22 de diciembre del año 2000. 
157 Artículo 25, Ibídem. 
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En relación con el Derecho de Trabajo, el presente cuerpo normativo brinda, de 

manera inicial, el criterio general del domicilio del empleador demandado y amplía 

el espectro de lo que debe ser considerado para determinar su domicilio. Asimismo, 

se permite el ejercicio de acciones en el Estado miembro donde se ejecutó la 

relación laboral. De manera novedosa el reglamento utiliza la palabra empresario y 

trabajador para diferenciar a las partes y establece reglas claras en cuanto a la CJI 

para demandarse entre ellos. 

El Reglamento le otorga un foro de protección al trabajador, por medio del cual 

no puede ser demandado en otro lugar que no sea el de su domicilio (a no ser que se 

trate de una reconvención), y también respecto a los acuerdos atributivos de CJI, los 

cuales solo operan cuando le brindan más opciones de foros para demandar al 

empleador. Por lo tanto, el Reglamento va más allá de lo susceptible de aplicación 

en esta materia según las regulaciones en Costa Rica. 

Por último, es preciso indicar que no se trata de sobre exaltar el presente 

Reglamento o la normativa europea en general. Según Federico Garau, quien ofrece 

una aproximación al tema del Derecho Internacional Privado desde el punto de vista 

de la normativa de la Unión Europea, se puede apreciar que dicha regulación 

muchas veces es incomprendida e inaplicada por su incorrecto desarrollo 

legislativo 158 , debido al alto nivel de tecnicidad, el cual no es apto para los 

ordenamientos internos de los Estados. El autor muestra algunos ejemplos en donde 

los jueces dictan sentencias que no reflejan una correcta aplicación del Derecho 

Internacional Privado159, esto se puede deber a que la redacción de normas no se 

                                                 
158 “Sin dispensar a nadie de su responsabilidad, creo que el origen del problema debemos buscarlo en una 
gran parte —que no exclusivamente— en la nefasta técnica legislativa seguida en la redacción de las normas 
de DIPr.” Garau (F). ¿Qué Derecho Internacional Privado queremos para el siglo XXI? Cuadernos de 
Derecho Transnacional (Octubre 2012), Vol. 4, Nº 2, p. 144. 
159 “La jurisprudencia anterior representa una tendencia, más o menos mayoritaria, en el uso 
frívolo y disparatado de las normas de DIPr., que pervierte la labor de interpretación que corresponde a los 
órganos jurisdiccionales. Ello nos debería llevar a preguntarnos qué ha pasado y pasa con el DIPr. ¿Carecen 
los jueces y magistrados de una formación básica del DIPr.? ¿Tan malos docentes somos los profesores de 
DIPr., que somos incapaces de transmitir las «generales de la Ley» de nuestra disciplina a nuestros alumnos, 
entre los que se encuentran los futuros miembros de la carrera judicial? (…)” Ibídem, p. 143, 144. 
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realiza de una manera simple, sin exceso de excepciones a la regla y sin intentar dar 

respuesta a todas las situaciones, (debido a que eso no es posible). Al fin y al cabo, 

el autor plantea que se pretende dar importancia al desarrollo judicial del 

Derecho160 , situación directamente relacionada con la problemática del presente 

trabajo, pues en ella se reflejan inconvenientes en cuanto al Derecho Internacional 

Privado y a la utilización de este por parte de los jueces laborales. 

e. Conclusión 

De esta manera se puede señalar los puntos más relevantes en relación con la 

CJI y la regulación laboral ajustada a los principios, así como diferentes aspectos. 

En primer lugar, cuando se presenta ante el juez laboral un asunto con elementos de 

extranjería, en un análisis inicial y solo si esto es instado por una de las partes161, se 

debe hacer un examen de la determinación de la competencia, antes de realizar, en 

un segundo lugar, cualquier análisis acerca de la legislación aplicable o la norma de 

conflicto. 

La competencia se encuentra dentro de lo conocido, en doctrina, como 

presupuestos procesales de forma para obtener una sentencia legítima. Además, 

todos los jueces tienen limitado el ejercicio de esta en razón de la Ley. Se utiliza el 

término CJI  para hacer referencia a la manifestación de la jurisdicción ejercida a 

nivel estatal. El vocablo internacional es usado pues hace alusión a los asuntos con 

elementos extranjeros. 

                                                 
160 Garau (F). ¿Qué Derecho Internacional Privado queremos para el siglo XXI? Cuadernos de Derecho 
Transnacional (Octubre 2012), Vol. 4, Nº 2, p. 155. 
161  Tal como lo señala la magistrada de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en su libro: 
“Como indicamos cuando se analizó la competencia y los conflictos, si un Juez considera que la demanda 
que se le presenta debe ser conocida por la autoridad de otra jurisdicción no puede, de oficio, declararse 
incompetente. Para que el asunto sea enviado a la oficina que estima es la competente, solo existen dos vías, 
según habíamos visto: 
1) Que el mismo trabajador, en el acto de presentar la demanda, solicite el envío a otro despacho judicial  y,  
2) Que al contestarse la acción se oponga la excepción de incompetencia de jurisdicción por razón  
del territorio.” Varela (J). La tramitación de los procesos laborales.1°ed. - San José, CR.: Corte Suprema de 
Justicia. Escuela Judicial, 2011, p 56. 
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El término de CJI es un tema discutido por la doctrina, algunos indican que se 

refiere a una rama autónoma dentro del Derecho Procesal, otros ven polémica en 

torno a la aceptación del término, lo cual haría reconocer erróneamente que existe 

Derecho Procesal Internacional. Sin embargo, lo que sí es indudable es que la CJI 

forma parte del Derecho Nacional de cada Estado y en este apartado se hizo alusión 

a la CJI directa como aquella referida a la facultad interna de los Tribunales de un 

Estado para declararse competentes en el conocimiento de un asunto.  

De igual manera, se indicó que las leyes internas que los Estados emanan con 

respecto a la competencia, se encuentran dentro del denominado concepto “orden 

público”162 . Con lo anterior, es posible afirmar que son normas completamente 

unilaterales, pues expresan un aspecto de la Soberanía de cada país. En el presente 

título se trató acerca la CJI y los elementos determinantes en la regulación del foro 

competente en materia laboral.  

A partir de allí se pudo observar que existe en la doctrina varios criterios, sobre 

la atribución de CJI, pues existen foros generales y especiales, así como foros 

exorbitantes. Asimismo, se recalcó que la norma jurídica de atribución de CJI en 

Derecho Internacional Privado debe poseer un supuesto de hecho, un punto de 

conexión como condición ineludible y una consecuencia jurídica. Respecto a la 

aplicabilidad en materia laboral, es preciso tomar en cuenta, de manera obligatoria, 

los principios generales rectores e informadores de esta rama del Derecho.  

                                                 
162  El profesor Dr. Gastón Certad define el término de orden público de la siguiente manera: 
“Como correctamente alguien ha dicho, el orden público, como límite a la actuación contractual, no sirve 
para individuar una supremacía del interés público sobre el interés privado con la consecuencia de que éste 
deba ceder frente aquel, sino que expresa, más simplemente, la necesidad de que los sujetos de derecho 
privado con sus convenciones, no destruyan aquellos valores fundamentales en los que se funda el orden 
social y que realicen sus relaciones respetando aquellos valores y aquellos principios que el Estado considera 
esenciales y caracterizadores de la organización social en un determinado momento histórico. (…) El orden 
público, correctamente entendido, desarrolla la tarea de controlar que la autonomía privada se exprese de 
manera correcta y que el principio de libertad, insito (sic) en el concepto de autonomía, sea tal no sólo bajo el 
perfil formal sino también bajo el perfil sustancial. Certad (G). Derecho Societario y Normas de Orden 
Público. Revista de Ciencias Jurídicas Nº 117 (63-86) setiembre-diciembre 2008, p 83. 
 
 



 

100 
 

En relación con lo anterior se abordaron ocho principios generales diferentes, 

estos son imprescindibles para la comprensión del Derecho laboral. A la vez, sirven 

de fundamento para que la legislación sobre la CJI sea diferente, así como la 

aplicación de los jueces en los casos particulares. Por ello, para la materia laboral lo 

más óptimo es la regulación de la CJI por medio de foros especiales, estos se 

caracterizan por tomar en cuenta aspectos concretos de la relación jurídica y no se 

aplican de manera general en todos los procesos.  

Asimismo, por un lado en esta materia se limita la voluntad de las partes para no 

perjudicar al trabajador y se permite solo en lo que le beneficie. Por otro lado, se 

aplica las disposiciones limitativas de los foros exorbitantes, como es el caso del 

forum shopping. 

 El foro especial aplicable en materia laboral es el correspondiente al foro de 

protección. En virtud de este se normaliza la CJI para beneficiar la parte más débil, 

en perfecta consonancia con el Principio Protector del Derecho Laboral. A partir de 

lo estudiado, se determinó que la normativa nacional aplicable, tanto respecto de la 

competencia territorial como de la CJI, no se ajusta de manera integral a estos 

principios generales aplicables en Derecho Internacional Privado. 

Aparte de la normativa nacional aplicable, se estudió el Proyecto de Reforma 

Procesal Laboral y su propuesta respecto a normas de CJI. Se identificó que el 

Proyecto incluye supuestos no regulados de manera literal en el Código de Trabajo, 

tales como la posibilidad de aplicar analógicamente principios laborales y otorgar 

más especificidad respecto a la prórroga de competencia a favor del trabajador. 

También la propuesta permite la atribución de CJI a Tribunales Costarricenses, aun 

cuando la prestación se ejecutó en el extranjero, siempre y cuando haya implicado 

permanencia alguna en Costa Rica. 

El Proyecto decreta la prohibición de los Tribunales de declararse incompetentes 

de oficio, esto es una garantía importante, porque es una práctica ilegal realizada en 
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el país. No obstante, a pesar de que amplía un poco la normativa nacional, no se 

denota un desarrollo integral de normas de Derecho Internacional Privado en el 

Proyecto indicado, que incluya normas respecto al foro de protección por ejemplo. 

Por último, se estudió el Reglamento 44/2001 de la Unión Europea, este se 

identificó como un ejemplo de Derecho comparado en materia de CJI, se denotó que 

utiliza el criterio general de atribución al foro del domicilio del demandado. Sin 

embargo, el Reglamento normaliza foros especiales de protección para el trabajador, 

establece que este solo puede ser demandado en su domicilio -lo que no pasa con las 

acciones hacia el empleador- y también regula lo relativo a los acuerdos de prórroga 

de competencia en beneficio del trabajador.  

La presente norma uniforma criterios especiales para la materia laboral; no 

obstante, no establece la posibilidad de demandar al empleador en el lugar donde 

ocurrió la contratación, como en ese sentido sí lo establece la RPL. En virtud de las 

consideraciones anteriores, una regulación adecuada sobre la atribución de CJI y la 

determinación del foro en materia laboral, debería incluir foros especiales de 

protección. Aunado a lo anterior, una combinación entre los establecido en la 

Reforma Procesal Laboral, más lo establecido en el Reglamento 44/2001 brinda una 

protección especial al trabajador, de acuerdo con los principios rectores de la 

materia. 
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Capítulo 2 

 La denegatoria de competencia judicial internacional por parte de los 

Tribunales Laborales Costarricenses 

Se efectuó un estudio jurisprudencial de las resoluciones de la Sala Segunda de 

la Corte Suprema de Justicia en relación con el tema de la CJI en los últimos 20 

años. A raíz del examen anterior, se ha encontrado diferentes criterios utilizados por 

Juzgados de trabajo de primera instancia, así como el Alto Tribunal de tercera 

instancia, en donde se ha rechazado la CJI de los Tribunales Laborales nacionales, 

situación que provoca una desprotección jurídica al trabajador. 

En la presente sección, en primer lugar, se especificará cuáles son los 

mecanismos procesales de consulta y nulidad sobre el tema de la competencia 

territorial a nivel doméstico, de acuerdo con la legislación laboral del país. De esta 

manera se identificará las herramientas procedimentales para oponerse a la CJI del 

foro elegido por el actor. En segundo lugar, se estudiará los diferentes criterios 

utilizados por los Tribunales Laborales por medio de los cuales se ha rechazado la 

CJI del Poder Judicial Costarricense.  

A  nivel general, en las resoluciones de la Sala Segunda que se mencionarán más 

adelante, (las cuales versan sobre los criterios de  CJI) se podrá apreciar que el Alto 

Tribunal utiliza, de manera sistemática para resolver los conflictos relativos a la 

competencia, el criterio sobre la posibilidad de que opere la prórroga de 

competencia, en caso de que el demandado no oponga la excepción de 

correspondiente. Lo anterior es relevante, pues implica que el juez no puede 

declararse incompetente de oficio.   

En la eventualidad de conflictos de CJI, y si el Juzgado acogió la excepción de 

incompetencia en razón de la jurisdicción nacional y la contraparte se opuso a esa 
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resolución, el caso puede ser elevado a consulta ante la Sala Segunda de manera 

oportuna, esta podrá aprobar o improbar la declaratoria de competencia del Tribunal. 

Asimismo, las partes del proceso laboral tienen una segunda oportunidad para 

oponerse a la CJI de los Tribunales Costarricenses y esto es recurriendo a la 

sentencia de segunda instancia, siempre y cuando hayan alegado ese punto en las 

instancias precedentes163. 

De acuerdo con las normas de CJI del Código Procesal Civil, estudiadas en el 

capítulo anterior, se observó que los Tribunales Costarricenses son competentes en 

razón de la jurisdicción nacional cuando el empleador (demandado) tiene su 

domicilio en el país o posee una filial establecida ahí mismo. No obstante, no existe 

una línea de jurisprudencia definida que respalde esa normativa, pues los Tribunales 

no siempre resuelven de conformidad. 

 Por ejemplo, se verá en este apartado votos en donde a pesar de que la empresa 

demandada tenía su domicilio social en Costa Rica, se rechazó la CJI y la demanda 

fue declarada sin lugar, en virtud del Principio de Territorialidad de la Ley 

                                                 
163 A manera de ejemplo, véase el siguiente caso llevado ante la Sala Segunda mediante recurso de casación 
de la sentencia de segunda instancia, en donde la alegada incompetencia territorial del juzgado no había sido 
opuesta en tiempo:  
“II. Recurso de la parte demandada: L a parte interesada interpuso la excepción de incompetencia por razón 
del territorio nacional y por la materia (ver folios 200 a 201 y 203 a 207). La Sección Primera, del Tribunal 
de Trabajo, del Segundo Circuito Judicial de San José, en la  resolución número 318, de las 9:30 horas, del 14 
de abril del 2000, se refirió al tema en el Considerando I, indicando:  “I.   Previo a ulterior consideración, se 
rechaza de plano por extemporánea, las excepciones de incompetencia por razón de la materia y del territorio, 
que ante esta instancia interpone la representación de la demandada (artículos 469 y 471 del Código de 
Trabajo). (…) La sentencia de segunda instancia, sobre el particular dijo que el problema planteado es 
inatendible, por estar procesalmente precluido, dado que no se opuso en su momento la excepción de falta de 
competencia por razón del territorio nacional. Para resolver en los indicados términos tomó en consideración 
las manifestaciones de la parte interesada al contestar la demanda y el contenido de los numerales 318 y 321 
del Código Bustamante, en relación con el Voto de esta Sala número 247-95.  En esta instancia la parte 
accionada indica que el asunto debió ventilarse mediante el procedimiento de arbitraje, cuestión que no 
planteó al apelar de la sentencia de primera instancia y que por ende no fue objeto de análisis por parte de los 
señores jueces sentenciadores.  Por otro lado, tampoco contradice de manera motivada los factores tomados 
en consideración por éstos para considerar como una cuestión precluida el problema relativo a la falta de 
competencia por razón del territorio nacional. Así las cosas, de conformidad con el numeral 608 del Código 
Procesal Civil, aplicable a la materia laboral a tenor de lo dispuesto por el artículo 452 del de Trabajo, según 
el cual, no pueden ser objeto del recurso de casación cuestiones que no hayan sido propuestas ni debatidas 
oportunamente por los litigantes; estos puntos del recurso no pueden entrarse a analizar.”  
Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 667-2003 de las nueve horas del trece de 
noviembre del dos mil tres. 
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costarricense. Nótese que dicha fundamentación no guarda relación alguna con la 

cuestión de la CJI del Tribunal, es decir, se trata de dos cosas distintas. De manera 

que con lo anterior se analizará los diferentes criterios y formas procedimentales en 

la legislación del país, en relación con la CJI  del Derecho laboral. 

a. Mecanismos procesales de prórroga de competencia judicial internacional y 

oposición a  la competencia del foro elegido por el actor del proceso laboral. 

 De manera preliminar, se identificará los procedimientos a los cuales pueden 

acudir las partes de un proceso judicial laboral, para accionar en los Tribunales de 

una forma procesalmente válida, desde el punto de vista de la CJI. Entre ellos se 

encuentra la manera de oponer excepciones de incompetencia de jurisdicción de los 

Tribunales Costarricenses. Asimismo, se verá la forma de combatir el acogimiento 

de dichas defensas de CJI por parte del juez, mediante el procedimiento establecido 

ante la Sala Segunda.  

 Se iniciará el estudio con el concepto procesal de la prórroga de competencia 

judicial internacional en Derecho Laboral. Posteriormente, se analizará lo relativo a 

la forma de interponer la excepción de incompetencia. Por último, en este punto se 

verá cuáles son los procedimientos de consulta y nulidad posibles de alegar ante la 

Sala Segunda, con el objetivo de que esta declare, en última instancia, la 

procedencia o no de la CJI de los Tribunales Costarricenses. 

i. La prórroga de competencia 

 Existe la posibilidad de que un trabajador presente la demanda en un lugar, el 

cual de acuerdo con las reglas del artículo 427164 del Código de Trabajo no sea 

competente. Si esto sucede y el demandado (empleador) no se opone mediante la 

                                                 
164 “Artículo 420: En los procedimientos laborales, la jurisdicción por razón de la materia es improrrogable. 
Podrá prorrogarse por razón del territorio, si es en beneficio del trabajador, pero nunca en su perjuicio” Ley 
N° 2 Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil 
novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
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declinatoria, la CJI automáticamente se prorroga. Lo anterior se ve reflejado en lo 

dictado por el artículo 420165 del  Código de Trabajo, el cual determina que la 

competencia se puede prorrogar en razón del territorio ( o en este caso aplicándolo 

analógicamente a la CJI). 

 Técnicamente en la doctrina, el presente concepto también es conocido como 

“sumisión tácita”166, vocablo opuesto al concepto de pacto de sumisión expresa, por 

medio del cual las partes realizan un acuerdo atributivo de competencia a un foro 

determinado. Es menester reiterar la aclaración expresa de que la prórroga solamente 

puede operar cuando es a favor del trabajador, nunca en su perjuicio, como lo dicta 

la normativa y la jurisprudencia de la Sala Segunda167, además del criterio general 

ya indicado de que la prórroga no opera cuando el demandado es declarado 

rebelde168, pues a criterio de quien escribe no debe ser aplicable en materia laboral. 

                                                 
165 Ver Op Cit, Supra N° 21 
166 “Como ya vimos, se entenderá por sumisión expresa la hecha por los interesados renunciando clara y 
terminantemente a su fuero propio y designando con toda precisión el juez a quien se sometan. Y, por otra 
parte, se entenderá hecha la sumisión tácita por el demandante con el hecho de acudir al juez interponiendo la 
demanda, y por el demandado con el hecho de practicar, después de personado en el juicio, cualquier gestión 
que no sea proponer en forma la declinatoria. Nunca se entenderá que hay sumisión tácita si el procedimiento 
se siguiera en rebeldía.” Dávalos (R). El conflicto de Jurisdicciones o de Competencia Judicial 
Internacional. Revista Cubana de Derecho, N°30, 2007, p 83. 
167 Así lo ha interpretado también la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en 
relación con la prórroga de competencia:  
“II.(…) La competencia se da porque la parte actora acude a un juez incompetente territorialmente y la 
demandada no opone dentro del término legal la respectiva excepción (artículo 420 ibídem). La norma señala 
que la prórroga sólo puede darse en beneficio del trabajador y nunca en su perjuicio. Esto no sucede cuando 
es el trabajador el que escoge un juez de un circuito ajeno al caso, pues eso significa que en ese circuito le es 
más favorable. Pero no es lo mismo cuando es el empleador el que demanda al trabajador en un circuito 
judicial distinto.” Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 284 de las doce horas 
quince minutos del trece de marzo de dos mil trece.  
168  “Rebeldía Si el representante de la organización demandada no contesta la acción dentro del 
emplazamiento, se procede a declararlo rebelde y se tiene por contestada la demanda afirmativamente en 
cuanto a los hechos y se pasa para dictar el fallo (artículo 310 del C.P.C.)” Varela (J). Manual de 
Procedimientos Laborales. IJSA, San José, Costa Rica, 2008, p 155. 
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ii. La excepción de incompetencia en razón de la jurisdicción nacional 

 Como elenco de excepciones previas169, disponibles para el demandado con el 

fin de ejercer su defensa contra la demanda, se encuentra la excepción de 

incompetencia en razón de la jurisdicción costarricense. El momento procesal 

oportuno para interponerla, de acuerdo con el numeral 469170 del Código de Trabajo, 

es en la contestación de la demanda. De lo contrario la excepción debe ser rechazada 

por extemporánea, tal como se vio en la jurisprudencia citada anteriormente171. 

  Una vez interpuesta esa excepción o defensa, de acuerdo con el artículo 470172 

del Código de Trabajo, el juez debe dar audiencia a la contraparte por un plazo de 

tres días, para que manifieste lo correspondiente a sus intereses y ejerza su derecho 

de defensa. La excepción de incompetencia, de acuerdo con la normativa citada, es 

                                                 
169 “Artículo 298: Oposición y elenco de excepciones previas. Las excepciones previas sólo podrán oponerse 
dentro de los primeros diez días del emplazamiento. Sólo son admisibles como excepciones previas: 
1) La falta de competencia. 
2) La falta de capacidad o la defectuosa representación. 
3) La indebida acumulación de pretensiones. 
4) El litisconsorcio necesario incompleto. 
5) El acuerdo arbitral. (Así reformado el inciso anterior por el artículo 74 de la Resolución Alterna de 
Conflictos y Promoción de la Paz Social RAC, Ley  No. 7727 de 9 de diciembre de 1997) 
 6) La litis pendencia. 
7) La cosa juzgada. 
8) La transacción. 
9) La prescripción. 
10) La caducidad.” Ley N° 7130. Código Procesal Civil. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 
dieciséis de agosto de mil novecientos ochenta y nueve. Publicado en la Gaceta N° 208 del 3 de noviembre 
del 1989. 
170  “Artículo 469: Todas las excepciones se opondrán en el momento de contestar la demanda o 
contrademanda, salvo las de cosas juzgada, prescripción y transacción ajustada a las leyes de trabajo, que se 
podrán alegar antes de que se dicte sentencia de segunda instancia. Aunque el demandado o el reconvenido 
opusieran alguna excepción dilatoria, no por ello dejarán de quedar obligados a contestar en cuanto al fondo, 
la correspondiente acción.” Ley N° 2 Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa 
Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de 
agosto de 1943. 
171 Ver Op Cit, Supra N° 163. 
172  “Artículo 470.- Acerca de las excepciones opuestas, el Juez dará audiencia por tres días a la parte 
contraria, la cual podrá dentro de ese término, ofrecer la prueba que le interese.(Así reformado por el artículo 
1 de la ley No.3702 del 22 de junio de 1966)” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 
192 del 29 de agosto de 1943. 



 

107 
 

de previo y especial pronunciamiento173, esto significa que tiene orden de prioridad 

para la resolución del juez y se debe resolver de primero. Realizado lo anterior, el 

juez debe dictar una resolución en la que dictamine si acoge o rechaza dicha defensa 

de incompetencia, esta situación podría dar pie a la impugnación de la defensa ante 

la Sala Segunda, estas posibilidades se apreciarán de seguido. 

iii. La consulta ante la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia 

 De acuerdo con el artículo 500174 del Código de Trabajo, en caso de que el juez 

de primera instancia rechace la excepción de incompetencia no es posible el recurso 

de apelación en contra de esa resolución. Es diferente si lo que ocurre es que el juez 

acoge la excepción de incompetencia, pues en ese caso nace a la vida jurídica la 

posibilidad de consultar la resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes, 

                                                 
173 “Orden para resolver excepciones. Si se opusieron excepciones dilatorias, como es el caso de las de 
incompetencia, falta de agotamiento de la vía administrativa, litisconsorcio necesario incompleto, falta de 
capacidad o la defectuosa representación, se debe resolver primero la excepción de incompetencia que fuese 
opuesta y después, por su orden, las de falta de capacidad o la defectuosa representación, falta de 
agotamiento de la vía administrativa y litisconsorcio necesario incompleto (artículo 471 del C.T. en armonía 
con el numeral 300 del C.P.C.).” Varela (J). La tramitación de los procesos laborales.1°ed. - San José, CR.: 
Corte Suprema de Justicia. Escuela Judicial, 2011, p 63. 
Asimismo también véase el Código de Trabajo: “Artículo 471.- El Juez resolverá de previo las excepciones 
dilatorias, dándole preferencia a la incompetencia de jurisdicción, para lo cual ordenará recibir las pruebas 
propuestas o cualesquiera otras que estime necesarias. Las demás excepciones las dejará para sentencia. (Así 
reformado por el artículo 1 de la ley No.3702 del 22 de junio de 1966).” Ley N° 2. Código de Trabajo. 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. 
Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
174 “El auto que acoja una excepción dilatoria o previa como las denomina el artículo 298 del C.P.C. que no 
sea la de incompetencia, es apelable en ambos efectos (efecto suspensivo34), de acuerdo con el artículo 473 
del C.T. Ese numeral es omiso en cuanto a si cabe o no apelación contra los autos que rechacen excepciones 
previas distintas a las de incompetencia. Por ello debe acudirse a lo que establece el artículo 500 del C.T. que 
a la letra dice: “El recurso de apelación sólo cabrá en los casos expresamente señalados en este Título o 

cuando se ejercite contra las sentencias definitivas o contra los autos que pongan término al litigio o 

imposibiliten su continuación, siempre que se interponga dentro de tercero día” (el subrayado no es del 
original). De la anterior transcripción se concluye que no cabe el recurso de apelación contra los autos que 
rechacen excepciones dilatorias.” Varela (J). La tramitación de los procesos laborales.1°ed. - San José, CR.: 
Corte Suprema de Justicia. Escuela Judicial, 2011, p 64 y 65. 
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según lo establecido en el artículo 472175 del Código de Trabajo, el cual a su vez 

remite al 422 y 423176 de ese cuerpo normativo. 

 Básicamente los dos artículos mencionados determinan que la parte debe 

plantear la consulta en las 24 horas siguientes ante la Sala Segunda. Además, el 

artículo 422 establece la posibilidad de que el funcionario a quien se remite el 

expediente (en caso de un conflicto de CJI) se manifieste inconforme y plantee la 

consulta ante la Sala Segunda, en el mismo plazo que el caso anterior. Es importante 

recalcar la interpretación que el Alto Tribunal le ha dado a ambos artículos, en el 

sentido de que únicamente cabe la impugnación ante la Sala Segunda, en caso de 

                                                 
175 “Artículo 472.- La excepción de incompetencia de jurisdicción por razón de la materia o del territorio, 
será resuelta de acuerdo con las reglas aplicables al caso, que establecen los artículos 422 y 423(*).(Así 
reformado por el artículo 1 de la ley No.3702 del 22 de junio de 1966).” Ley N° 2. Código de Trabajo. 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. 
Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
176  “Artículo 422.- Los conflictos de jurisdicción que se susciten entre los Tribunales Comunes y los 
Tribunales de Trabajo, o entre éstos y las autoridades administrativas, serán resueltos de acuerdo con las 
siguientes reglas: 
a. Si el funcionario que conoce del asunto se estimare incompetente en cualquier momento, lo declarará 
así de oficio, ordenando remitir el expediente al funcionario que a su juicio, le corresponda conocer;  
b. En el caso de que la parte demandada opusiere en tiempo la excepción correspondiente, el respectivo 
funcionario la resolverá una vez conferida la audiencia señalada en el artículo 470, y recibidas las pruebas 
que se hubieren ordenado en relación con ella;   
c. Si dentro de las veinticuatro horas siguientes, alguna de las partes se manifestare inconforme con lo 
resuelto, se consultará la resolución a la Sala de Casación, la cual resolverá el conflicto jurisdiccional sin 
ulterior recurso, dentro de los cinco días siguientes a aquel en que reciba los autos. También procederá la 
consulta si el funcionario a quien se remite el expediente, se manifiesta inconforme con lo resuelto, dentro de 
las veinticuatro horas siguientes al recibo de los autos. En ambos casos, al ordenarse la consulta, se conferirá 
audiencia a las partes por veinticuatro horas. (Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 3702 del 22 de 
junio de 1966).”  
“Artículo 423.- En las cuestiones de competencia por razón del territorio se procederá de la siguiente 
manera: 
a. Si se declarare que el negocio no es de conocimiento de los tribunales de Costa Rica, cabrá la 
consulta a la Sala de Casación, en la forma prevista en el artículo anterior; 
b. Si se denegare la excepción de incompetencia por razón del territorio costarricense, la parte podrá 
plantear la correspondiente nulidad al conocer la Sala de Casación de la sentencia definitiva, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 556(*); y  
c. Si se tratare de un conflicto entre funcionarios que administran justicia en materia laboral, se 
procederá también en la forma prevista en el artículo 422(*), pero la consulta se hará ante el superior 
inmediato de los respectivos funcionarios. (Así reformado por el artículo 1º de la ley N° 4924 de 16 de 
diciembre de 1971).” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 
veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 
1943. 
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que el Juzgado acoja la excepción de incompetencia, mas no así si la rechaza177, 

dado que en este último caso se aplica lo indicado en el siguiente punto. 

iv. El recurso contra la sentencia de segunda instancia ante la Sala 

Segunda de la Corte Suprema de Justicia 

 En el evento de que se rechace la excepción de incompetencia en razón de la 

jurisdicción nacional (o en caso de que se acoja, pero la consulta ante la Sala 

Segunda haya dictado que la excepción debió rechazarse y por ende el Juzgado 

debió seguir conociendo el proceso hasta su conclusión), solamente le queda una 

posibilidad al demandado para combatir la cuestión sobre la CJI. El accionado debe 

debatir el punto de la competencia  al recurrir en contra de la sentencia definitiva de 

segunda instancia, tal como lo determina el numeral 423, en relación con el  556178, 

ambos del Código de Trabajo. 

 Por lo tanto, la parte debe plantear a nivel procesal, ante la Sala Segunda, la 

nulidad de la CJI. En el entendido de que es susceptible de realizarse, siempre y 

cuando se haya alegado en las instancias precedentes la respectiva excepción de 

incompetencia. Con base en lo anterior, es como el Alto Tribunal de última instancia 

                                                 
177 En este sentido véase el siguiente extracto de jurisprudencia: “Conforme al inciso b) del artículo 423, en 
relación con el numeral 422, ambos del Código de Trabajo, cuando se deniega una excepción de 
incompetencia de jurisdicción por razón del territorio nacional, no cabe la consulta ante la Sala de 
Casación.  En este caso el punto de la competencia sólo puede serle sometido a este Tribunal sí la parte lo 
plantea al recurrir contra la sentencia definitiva de acuerdo con el artículo 556 ibídem.” Sala Segunda de la 
Corte Suprema de Justicia. Resolución número 221-2003 de las nueve horas veinte minutos del nueve de 
mayo del dos mil tres. 
178 “Artículo 556:Contra las sentencias dictadas en materia laboral por los Tribunales Superiores, podrán las 
partes recurrir directamente y por escrito antes la Sala de Casación, dentro del término de quince días, 
siempre que éstas hubieren sido pronunciadas en conflicto individuales o colectivos de carácter jurídico, de 
cuantía inestimable o mayor de veinte mil colones, o cuando, si no se hubieren estimado, la sentencia importe 
para el deudor la obligación de pagar una suma que exceda la cifra indicada. Estas disposiciones se refieren 
únicamente a los juicios comprendidos en los incisos a), c), d), y e) del artículo 402(*), y no abarcan las 
diligencias de ejecución de sentencia.(Así reformado por el artículo 3° de la ley N°  6332 del 8 de junio de 
1979)” Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de 
agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
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en lo laboral termina de realizar la determinación acerca de si poseen o no CJI los 

Tribunales Laborales del país. 

Se puede apreciar claramente la existencia de cuatro maneras en que se puede 

manifestar la CJI, ya sea mediante la prórroga, al oponer la correspondiente 

excepción de incompetencia, al establecer la consulta ante la Sala Segunda, o al 

interponer la nulidad en el momento de plantear recurso de casación contra la 

sentencia de segunda instancia. En evidencia del sistema jerárquico de justicia que 

rige en el país, la encargada de resolver de manera definitiva sobre la competencia 

es la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. 

A  continuación, se analizará las cuestiones de competencia suscitadas ante la 

Sala Segunda en materia laboral de los últimos 20 años. Asimismo, se estudiará los 

diferentes criterios utilizados por dicho Tribunal para rechazar la competencia 

judicial internacional – laboral costarricense. Con lo anterior, se pretende demostrar 

la forma en que opera la desprotección jurídica hacia el trabajador en el nivel 

procesal, en virtud de la denegatoria de la CJI, situación que contraviene el 

Ordenamiento Jurídico. 

b. Fundamentación utilizada por los Tribunales de Trabajo Costarricenses para 

rechazar la competencia judicial internacional del foro, de acuerdo con la 

jurisprudencia de la Sala Segunda en los últimos 20 años 

En el presente acápite se mostrará los diferentes criterios que, tanto los 

despachos laborales como la  Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, han 

utilizado en el transcurso de los últimos 20 años para negar la CJI de los Tribunales 

Laborales Costarricenses. Entre ellos se apreciará, en un primer lugar, la utilización 

de la declaratoria de incompetencia de oficio en razón de la jurisdicción nacional, en 

segundo lugar, el criterio vertido en razón de que la legislación costarricense se 

encuentra regida por el Principio de Territorialidad. Por último y en un tercer lugar 
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se verá la fundamentación que en virtud de pactos de sumisión expresa, deniega la 

CJI del juez laboral en el país. 

i. Criterios en los que se puede apreciar la declaratoria de 

incompetencia judicial internacional de oficio 

a) Resolución número 457-2014. Declaración de incompetencia de oficio por 

parte del juzgado de trabajo del segundo circuito judicial de San José 

En el voto 457-2014179 de la Sala Segunda,  se puede apreciar que el Juzgado de 

Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José se declaró incompetente en razón 

del territorio nacional, de manera oficiosa, en virtud del proceso laboral presentado 

por una persona en contra de una embajada extranjera. En esta ocasión, el fallo de 

primera instancia rechaza de oficio el caso en razón de la jurisdicción, aduciendo 

que la demandada goza de inmunidad y es regida por el Derecho Internacional 

Público, en virtud de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares 

(Promulgada por la Asamblea Legislativa de Costa Rica por medio de la Ley 

número 3767), y en consecuencia no puede el Juzgado conocer de la acción.  

El actor se mostró inconforme con la resolución anterior, de manera que se 

elevan los autos en consulta ante la Sala Segunda. La Sala de Casación resuelve y 

hace la aclaración de que si bien es cierto, la embajada podría gozar de inmunidad y 

por ende presentar la declinatoria, es correcto también que los Estados no solamente 

tengan la potestad de actuar como sujeto de Derecho Público, sino que también 

pueden actuar como sujeto de Derecho Privado180.  

                                                 
179 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 457 de las diez horas treinta y cinco 
minutos del veintiuno de mayo de dos mil catorce. 
180 “(…) ante las diferentes clases de conductas realizadas por el Estado beneficiario. Para ello debemos 
distinguir cuando el Estado actúa revestido del ius imperii (poder público o soberanía) o el iure gestionis 
(cuando se comporta como un particular), extendiéndose la inmunidad absoluta a los primeros, y la 
posibilidad de la renuncia tácita o expresa en los segundos. La renuncia tácita requiere una actividad referida 
al fondo del caso, donde el Estado no alegue la excepción de competencia en razón de la jurisdicción….”.  
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En virtud de lo anterior, se indica que el proceso debe continuar su curso, debido 

a que existe la posibilidad de que la entidad demandada no alegue la incompetencia 

judicial internacional y renuncie a su inmunidad181. Por medio del presente proceso 

se puede apreciar la declaratoria de incompetencia de oficio del Juzgado, actuación 

judicial es contraria a la legalidad, dado que en virtud del artículo 420 del Código de 

Trabajo, la prórroga de competencia siempre puede operar a favor del trabajador. 

En esta ocasión la Sala apunta de manera correcta hacia la devolución del 

expediente al Juzgado en donde tuvo origen, para que sea este el que continúe en el 

conocimiento del asunto. Asimismo, dicta jurisprudencia en el sentido de que existe 

la posibilidad de que un Estado renuncie a la inmunidad, provocando la prórroga de 

competencia. En el nivel de competencia doméstica en razón del territorio, ese es el 

criterio que se utiliza, por ejemplo véase el voto  1377-2013182 de la Sala Segunda, 

en este se aprecia la declaratoria de incompetencia de oficio en razón del territorio, 

por parte del Juzgado de Trabajo de Heredia. 

  
                                                                                                                                                     

Esta redacción es congruente con la Convención sobre las Inmunidades Jurisdiccionales de los Estados y sus 
bienes de Naciones Unidas del año 2004, que a pesar de no estar suscrito por nuestro país, merece una 
mención pues, en su artículo 7 apunta, nuevamente, la posibilidad de la renuncia expresa de la inmunidad de 
la jurisdicción al describir que “Ningún Estado podrá hacer valer la inmunidad de jurisdicción en un 
proceso ante un tribunal de otro Estado en relación con una cuestión o un asunto si ha consentido 
expresamente en que ese tribunal ejerza jurisdicción…”. De ahí que, sea posible a un Estado beneficiario de 
inmunidad, la renuncia expresa o tácita en actos de iure gestione (…)”  
Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 457-2014 de las diez horas treinta y cinco 
minutos del veintiuno de mayo de dos mil catorce. 
181 En virtud del razonamiento esbozado por la Sala Segunda, los autos se devuelven al juzgado de trabajo del 
segundo circuito judicial, como se aprecia a continuación en la parte dispositiva de la sentencia:  
“POR TANTO: Se imprueba la resolución consultada. Devuélvanse los autos al Juzgado de Trabajo del 
Segundo Circuito Judicial de San José para lo que corresponda.” Sala Segunda de la Corte Suprema de 
Justicia, Resolución número 457-2014 de las diez horas treinta y cinco minutos del veintiuno de mayo de dos 
mil catorce. 
182 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 1377-2013 de las nueve horas cuarenta 
minutos del veintinueve de noviembre de dos mil trece.  
En el presente proceso el juzgado de trabajo de Heredia se declara incompetente de oficio en razón del 
territorio, trasladando el proceso a conocimiento del juzgado de seguridad social. Este juzgado se muestra 
inconforme con dicha resolución y en consecuencia eleva los autos en consulta hacia la Sala Segunda 
disponiendo:  
“De conformidad con lo expuesto, artículos 422 inciso 3 del Código de Trabajo, 54 inciso 9 de la Ley 
Orgánica del Poder judicial, este Juzgado disiente del criterio del Juzgado de Trabajo de Heredia y en tiempo 
y forma, dispone enviar los autos en consulta a la Sala Segunda.” 
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b) Resolución número 432-2012. Declaratoria de incompetencia de oficio por 

parte del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela 

En el voto número 432-2012183 de la Sala Segunda se expone con evidente 

claridad, la declaratoria de oficio de incompetencia judicial internacional, por parte 

del juzgado indicado. La interposición de la demanda se realizó en virtud de una 

relación laboral ejecutada en el extranjero. No obstante, el proceso se entabló  en 

contra de una sociedad anónima inscrita bajo las leyes de Costa Rica y domiciliada 

en el país.  

El Juzgado de Alajuela, de una manera particular, infiere que es el Juzgado de 

Trabajo del Segundo Circuito Judicial el que ostenta la CJI para conocer del caso184. 

Sin existir ninguna norma jurídica que lo respaldase, el Juzgado de Alajuela 

consideró que no era competente y de oficio así lo declaró, incluso rechazó la 

excepción de incompetencia en razón de la jurisdicción nacional, con la ulterior 

acción de trasladar el caso. Al recibir el expediente, la Sala Segunda indicó que no 

solo es improcedente la consulta, sino que tampoco procede la declaratoria de 

incompetencia por parte del juez de Alajuela185. 

De manera evidente, el Juzgado en cuestión, no solo transgredió la norma del 

420186 del Código de Trabajo, sino que además trasladó el caso a los Tribunales de 

Goicochea sin ningún fundamento jurídico que respaldara dicha acción procesal. 

Con lo anterior, se pone en evidencia un caso más en el cual se resuelve un proceso 

                                                 
183 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 432 de las diez horas del dieciséis de 
mayo de dos mil doce. 
184 “El Juzgado de Trabajo de Mayor Cuantía de Alajuela denegó esa excepción y de oficio se declaró 
incompetente en razón del territorio, trasladando el conocimiento del caso ante el Juzgado de 
Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José (folio 102).” Sala Segunda de la Corte Suprema de 
Justicia, Resolución número 432-2012 de las diez horas del dieciséis de mayo de dos mil doce. 
185 “IV. Corolario de lo expuesto corresponde declarar improcedente la consulta en cuanto se denegó la 
excepción de incompetencia por razón del territorio nacional e improbar la incompetencia declarada 
oficiosamente por el Juzgado de Trabajo de Alajuela.” Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 
Resolución número 432-2012 de las diez horas del dieciséis de mayo de dos mil doce. 
186 Ver Op Cit, Supra N° 21. 
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de Derecho laboral con elementos de extranjería, de manera contraria a la legalidad. 

No obstante, es importante recalcar que con este criterio mencionado, se aprecia que 

la Sala Segunda ha utilizado el razonamiento de que las normas de competencia 

doméstica en razón del territorio se aplican por analogía a los casos de competencia 

judicial internacional laboral. 

c) Resolución número 247 - 1995. Declaratoria de incompetencia de oficio por 

parte del Juzgado Tercero de Trabajo de San José 

En la sentencia número 247 – 1995 187  de la Sala Segunda se presentó un 

ordinario laboral ante el juez de trabajo del Juzgado Tercero de San José en contra 

de una fundación de Suiza, domiciliada y establecida bajo las leyes de ese país.  Se 

trataba de una relación laboral originada en razón de una contratación efectuada en 

el mencionado país; empero, la relación laboral había sido ejecutada en Nicaragua, 

principalmente, así como en otras partes del mundo.  

La parte accionante era un trabajador con nacionalidad costarricense, quien 

presentó el proceso en su país natal una vez que fue cesado por la accionada y se 

devolvió a Costa Rica. Es lógico intuir que, evidentemente, presenta el proceso en el 

país, debido a que le resulta más factible de acuerdo con sus intereses al haberse 

quedado sin el trabajo que desempeñaba en el extranjero. En esta ocasión, el juez de 

primera instancia se declara incompetente para conocer del proceso, debido al 

territorio nacional.  

De manera contraria al Ordenamiento Jurídico, el juzgado de primera instancia 

dicta la resolución mencionada y traslada el caso a consulta judicial a la Sala 

Segunda. El Alto Tribunal acepta la consulta y expresa que anula la resolución 

consultada indicando que la declaratoria oficiosa de incompetencia, no es correcta 

para el caso en concreto, y ordena que el Juzgado continúe con el trámite del 
                                                 

187 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 247 – 1995 de las las diez horas del 
once de agosto de mil novecientos noventa y cinco. 
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asunto "según proceda"188. En un principio y de manera correcta, la Sala Segunda 

había hecho ver el error del Juzgado al declarar su incompetencia de oficio.  

En este caso es importante indicar que el demandado no había contestado la 

demanda dentro del emplazamiento (rebeldía), de manera que se ha entendido en 

doctrina que no debería aplicarse la sumisión tácita. No obstante, por tratarse de la 

materia especial del Derecho Laboral, no es permisible favorecer al demandado, 

debiendo aplicarse entonces la prórroga correspondiente. 

Siguiendo la resolución, cuando la Sala Segunda conoce del Recurso de 

Casación en contra de la sentencia de segunda instancia, los magistrados se 

contradicen, pues por un lado indican que en efecto resultó competente el juez 

costarricense para conocer del presente caso en virtud de que operó la prórroga de 

competencia, dado que no fue opuesta en tiempo la excepción de incompetencia ante 

el juez de primera instancia189; sin embargo la Sala Segunda por otro lado, rechaza 

la competencia de los tribunales costarricenses e indica más adelante en el fallo lo 

siguiente: 

“(…) al hacer la aplicación de las normas laborales se deben tomar en cuenta, 
únicamente, los hechos realizados u ocurridos dentro del país, y no los acaecidos fuera, 
puesto que la aplicación de la ley consiste en sumir un campo concreto bajo la norma del 
derecho a fin de determinar si la hipótesis de la ley se realiza en el supuesto de hecho. Y si 
la ley costarricense concede derecho a prestaciones sociales tomando en cuenta el tiempo 
servido por el trabajador a su patrono, ha de entenderse que se refiere, en principio, al 
trabajo efectuado en el país (…) De acuerdo con lo expuesto, la ley costarricense no es 
aplicable al caso, porque no se trata de hechos ocurridos dentro de su territorio, sino, 

                                                 
188 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 247 – 1995 de las las diez horas del 
once de agosto de mil novecientos noventa y cinco. 
189  “Los cuestionamientos que se hacen en el recurso, respecto de la improcedencia de la prórroga de 
jurisdicción, en favor de los Tribunales costarricenses, para conocer y resolver el presente caso, no son 
atendibles en esta tercera instancia rogada. De acuerdo con el artículo 423, inciso b), del Código de Trabajo, 
puede plantearse en esta instancia la nulidad de las actuaciones, por incompetencia de los tribunales 
nacionales, únicamente cuando se ha protestado, oportunamente, contra los procedimientos por esa razón y la 
excepción correspondiente ha sido denegada (…). no lo hizo; con lo cual, más bien, posibilitó la sumisión 
tácita con efectos extraterritoriales, de conformidad con los artículos 318 y siguientes del citado Código 
Bustamante; (…)”  Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 247 de las las diez 
horas del once de agosto de mil novecientos noventa y cinco. 
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exclusivamente, en Nicaragua. En consecuencia, las pretensiones de auxilio de cesantía, de 
preaviso, y de aguinaldo (el reclamo de daño moral y el de los eventuales salarios caídos ya 
está denegado en firme), que se hacen con fundamento en los numerales 26, 27, 28, 29, 30 
y 385 y siguientes y concordantes del Código de Trabajo, no pueden ser tuteladas (…) Así 
las cosas, ante la inaplicabilidad de la legislación costarricense y al no haberse invocado y 
probado que en esas legislaciones foráneas, existan normas que los tutelen en algún sentido 
o alcance, (artículo 30 del Código Civil), los extremos demandados indicados en el 
Considerando anterior, deben ser denegados y para disponerlo así, se impone revocar, en 
ese particular, la sentencia de que se conoce190(…)” 

En la sentencia se menciona que al tratarse de una relación laboral realizada en 

el extranjero, la Ley del país no es aplicable. Al basarse en lo anterior, el juez utiliza 

el criterio de la territorialidad de la Ley nacional y la alegación de que el Derecho 

foráneo no se invocó oportunamente para denegar la demanda en todos sus 

extremos. Ese criterio desconoce que la solicitud de pretensiones laborales tiene 

asidero constitucional y es una disposición de orden público absoluto191 , de la 

misma forma en que ha sido establecido en la doctrina192, además de que desconoce 

el principio ieure novit curia193.  

                                                 
190 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 247 de las las diez horas del once de 
agosto de mil novecientos noventa y cinco. 

191 “Artículo 63: Los trabajadores despedidos sin justa causa tendrán derecho a una indemnización cuando 
no se encuentren cubiertos por un seguro de desocupación.” Constitución Política de la República de Costa 
Rica. 7 de noviembre de 1949. 
192 “Nosotros tenemos el precepto constitucional, de orden público, de que todos los habitantes gozan de las 
garantías sociales. No creemos que el patrono se exoneraría de la obligación que le imponen nuestras leyes, 
alegando la común nacionalidad de los contratantes, ni tampoco la lex loci contractus.” Ortiz (G). El Derecho 
Internacional Privado de Costa Rica. San José, Edición del Colegio de Abogados de Costa Rica, 1969, p 
326. 
193 De la misma forma ha resuelto la Sala Segunda al indicar lo siguiente acerca de que el juez conoce el 
derecho (iuere novit curia): “es importante tomar en cuenta que, independientemente de la jurisdicción en la 
que nos encontremos, la pretensión material del proceso no puede apreciarse de forma aislada y en su simple 
literalidad, y por el contrario, debe ser interpretada a la luz de los hechos base de la demanda. Así cuando la 
persona accionante incurra en errores en las denominaciones que emplee en la petitoria de su demanda, quien 
juzga, en aplicación del principio iuere novit curia, debe resolver el asunto conforme al cuadro fáctico que se 
le formule, sin que por ello pueda considerarse que se incurre en el vicio de incongruencia.” Sala Segunda de 
la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 2012 de las diez horas diez minutos del ocho de febrero de 
dos mil doce.De igual manera, en el mismo sentido se aprecia la siguiente resolución: “Conviene recordar 
que por el aforismo Iura novit curia se entiende que el juez conoce el derecho aplicable al caso cuya 
resolución se pide, lo que garantiza que lo hará conforme al derecho vigente aun cuando no se haya invocado 
por las partes o se haya hecho erróneamente. Por ello las partes no deben demostrar su contenido, con las 
salvedades correspondientes, sino los hechos en que fundan sus pretensiones, sin que pueda el juzgador con 
base en dicho principio sustituir o agregar otra u otras que no hayan sido hecha por la parte. Por la forma en 
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Es por ello que el razonamiento de la Sala Segunda es a todas luces contrario al 

Derecho y a la lógica. No tiene sentido indicar que son competentes los Tribunales 

Costarricenses, en un inicio, para rechazar el proceso en virtud de la legislación 

aplicable en un segundo momento. 

ii. Criterio de declaratoria de incompetencia judicial internacional en 

razón del Principio de Territorialidad de la Ley Laboral 

Costarricense 

El presente criterio, al igual que los anteriores, se ha utilizado para negar el 

acceso a los Tribunales de Justicia costarricenses en materia laboral. Como se vio en 

el capítulo anterior, a nivel del Derecho Procesal, el juez debe hacer el examen sobre 

los presupuestos procesales de forma, como es el de la CJI, si es instado por las 

partes. Asimismo, en un examen posterior se encuentra a las personas que 

administran justicia, como conocedoras del Derecho, estas determinan la normativa 

aplicable para cada caso concreto e imparten justicia con base en el Ordenamiento 

Jurídico. 

La fundamentación utilizada sobre el Principio de Territorialidad para rechazar 

la CJI costarricense se puede apreciar en al menos 49 votos diferentes de la Sala 

Segunda194, estos fueron fallados de manera idéntica, en lo respectivo a la CJI de los 

Tribunales Laborales Costarricenses. Como no resulta práctico citar y explicar cada 

                                                                                                                                                     
que se resuelve carece de interés analizar los otros argumentos del recurrente. Asimismo, por considerar que 
las partes litigaron de buena fe debe resolverse sin especial condenatoria en costas tal como fue resuelto en 
las instancias precedentes.” Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 604 de las 
nueve horas treinta minutos del veinte de julio de dos mil doce. 
194 Específicamente se trata de los siguientes números de votos fallados en este sentido por la Sala Segunda 
de la Corte Suprema de Justicia:  
(507-02), (548-02), (549-02) , (550-02), (551-02), (552-02), (553-02), (554-02), (555-02), (556-02), (558-
02), (559-02), (609-02), (610-02), (611-02), (612-02), (613-02), (614-02), (615-02), (616-02), (617-02), 
(618-02), (626-02), (627-02), (628-02), (629-02), (630-02), (631-02), (632-02), (633-02), (7-03), (8-03), (9-
03), (25-03), (26-03), (65-03), (66-03), (128-03), (129-03), (130-03), (176-03), (177-03), (186-03), (225-03), 
(226-03), (227-03), (228-03), (357-03), (653-03).  
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uno de los 49 votos por separado, se tomará uno en específico, para detallar la 

manera en cómo resolvió la Sala Segunda en última instancia.  

El voto número 653-2003195  de la Sala Segunda versa sobre un proceso en 

contra de L.A.C.S.A. (Líneas Aéreas Costarricenses Sociedad Anónima), persona 

jurídica inscrita bajo las leyes de Costa Rica y debidamente representada legamente 

en el país. Se trataba de una relación laboral llevada a cabo en el extranjero, en 

donde la figura del empleador era la sociedad accionada. Claramente, de acuerdo 

con los criterios atributivos de competencia estudiados en las secciones precedentes, 

el domicilio del demandado (actor sequitur forum re)i es un foro en donde ostenta la 

competencia el Juzgado, en este caso el suelo nacional.  

Lo anterior se encuentra tanto en los criterios extraídos del artículo 427 inciso b) 

del Código de Trabajo, como en relación con el artículo 46 del Código Procesal 

Civil que establece que son competentes los Tribunales Costarricenses en caso de 

que el demandado estuviere domiciliado en el país. En este sentido, los jueces tenían 

la opción de atribuir CJI aplicando en un primer lugar la Ley especial del Código 

laboral o en un segundo lugar (de manera supletoria) el Código Procesal Civil. 

Además, nótese que en el caso en cuestión se trata de una persona jurídica 

costarricense, lo que con mayor razón le otorga competencia al juez costarricense 

para conocer del caso. 

Sin embargo, a pesar de lo anterior en el voto mencionado se observa que no 

solamente el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José se 

declaró incompetente en razón de la jurisdicción nacional, sino que la Sala Segunda, 

en un razonamiento cuestionado, rechaza la competencia del juez costarricense. En 

la fundamentación el fallo únicamente toma en cuenta que la relación laboral se dio 

                                                 
195 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 653 de las diez horas treinta y cinco 
minutos del cinco de noviembre del dos mil tres. 
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en el extranjero, obviando el hecho indubitable de que el domicilio del demandado 

estaba en Costa Rica. 

En un extracto del voto, se puede apreciar la forma de utilización del criterio del 

Principio de Territorialidad, como razonamiento para fundamentar  la incompetencia 

del juez nacional:  

“En esta materia, el principio de territorialidad lo plasmó el legislador en el artículo 14 
del Código de Trabajo, que sujeta a la ley laboral nacional, todas las empresas, 
explotaciones o establecimientos de cualquier naturaleza, existentes o que en lo futuro se 
establezcan en Costa Rica, lo mismo que a todos los habitantes de la República, sin 
distinción de sexo ni de nacionalidad. Un autorizado sector de la doctrina al analizar las 
normas aplicables al contrato de trabajo, indica que es principio general aplicable en 
materia laboral, que la forma de los actos y contratos se rige por la ley del lugar donde 
aquéllos se celebren –la ley reguladora de una obligación, se extiende a los requisitos 
del cumplimiento y a las consecuencias del incumplimiento, así como a su extinción-
, adquiriendo importancia la expresión “locus regit actum”, con el que concluimos que la 
legislación a aplicar es la del país donde se contrató, se prestó el servicio  y se extinguió el 
contrato de trabajo. Menos puede hablarse de discriminación, pues no resulta razonable 
atribuir competencia a los Tribunales costarricenses para que conozcan relaciones 
contractuales que se han desarrollado en territorios extraños al nuestro. En cuanto a la 
violación concreta del artículo 420 del Código de Trabajo, ésta no se da, porque ese 
numeral no resulta de aplicación en este caso, donde se discute si los Tribunales 
costarricenses tienen o no competencia para conocer de un asunto en razón del territorio 
nacional. (…)196” (El subrayado es del original) 

Se coligen varios puntos importantes de recalcar en el voto citado. En primer 

lugar, la Sala Segunda indica que la Ley costarricense se aplica solamente a las 

relaciones laborales ejecutadas en el país. Por lo tanto, aduce que aquellos contratos 

llevadas a cabo en el extranjero no están cobijados por la Ley nacional. Lo anterior 

es una interpretación extremadamente rígida del Principio de Territorialidad de la 

Ley laboral, este además no es aplicable a la cuestión de la competencia, pues cada 

Tribunal aplica sus propias leyes nacionales de competencia, al ser un tema de orden 

público. En virtud de lo anterior, a pesar de que sí era competente el juez 
                                                 

196 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 653 de las diez horas treinta y cinco 
minutos del cinco de noviembre del dos mil tres. 
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costarricense, se denegó la competencia jurisdiccional en este y en los otros 48 casos 

similares mencionados. 

iii. Denegatoria de competencia judicial internacional del juez 

costarricense debido al pacto de sumisión expresa 

El criterio en cuestión versa sobre un proceso con elementos de 

internacionalidad en el que se verificó un pacto previo de sumisión expresa. Se 

presentó en contra del Banco Internacional de Costa Rica S.A. y se trata del voto 

número 294-1998197 de la Sala Segunda, en relación con una demanda interpuesta en 

virtud de una relación laboral ejecutada en Miami, Florida. En esta ocasión, los 

magistrados determinaron que no solo la legislación aplicable era la de ese Estado 

Norteamericano, sino que en los autos constaba que las partes habían llegado a un 

acuerdo en donde en el evento de un proceso judicial se someterían a los Tribunales 

de Florida, así como a su normativa, tal como se puede apreciar a continuación. 

“Se debe tomar en cuenta que, independientemente de que, en la realidad, la prestación 
de servicios se realizó en la Miami, Florida, ambas partes, expresamente, pactaron que la 
interpretación, la ejecución y las consecuencias derivadas del contrato, se efectuarían 
conforme a la legislación del Estado de Florida y, entonces, para el caso de una 
controversia, quedaron sujetos a la jurisdicción de los Tribunales de ese  estado.  En este 
sentido, el numeral 321 del Código Bustamente (sic)  regula que, la sumisión expresa, es 
aquella en la cual los interesados renuncian clara y terminantemente a su fuero propio y 
designan con toda precisión el juez a quien se someten.  Dicha sumisión expresa de la 
competencia, que se haga en favor de un determinado órgano jurisdiccional, tiene como 
efecto el atribuirles la facultad de ejercer la administración de justicia, en el caso concreto; 
con base en las normas procesales propias, pero no el de variar las disposiciones de fondo, 
aplicables a la situación. No obstante, el problema surge cuando se plantea la duda de cuál 
es el derecho sustantivo, aplicable a la solución de un caso concreto.  En el punto, entonces, 
están en juego dos conceptos distintos: la llamada competencia judicial; según la cual, de lo 
que se trata es de saber si el Juez de un país es competente para conocer del asunto y la 
competencia legislativa, que hace referencia a la ley aplicable, respecto del fondo o de la 
forma de una relación jurídica, de carácter internacional. VI.- En el caso concreto, que 

                                                 
197 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 294 de las nueve horas treinta minutos 
del cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y ocho. 
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ahora nos ocupa, el acuerdo sobre el cual versa el presente litigio, se celebró en Costa Rica, 
y, a través de él, contrató al actor, costarricense, para prestar servicios en Miami, Estado de 
Florida, Estados Unidos de América; los que, efectivamente, realizó allá, por espacio de 
siete años, aproximadamente y así quedó establecido el significado y la autenticidad de su 
expresión de voluntad, pues efectivamente la sumisión a la ley y a la jurisdicción de 
Florida, coincidieron con el verdadero y único lugar de trabajo.  De acuerdo con lo 
expuesto, la ley costarricense no es aplicable al caso, porque la ejecución del contrato no 
ocurrió aquí.  En consecuencia, las pretensiones de auxilio de cesantía, de preaviso, de 
vacaciones, de indemnización por daños y perjuicios, devenidos de la finalización 
anticipada del contrato, de aguinaldo, y de salario en especie, que se formularon con 
fundamento en nuestro Código de Trabajo, no pueden ser tuteladas, con apoyo en ese 
derecho positivo, por pertenecer a un ordenamiento inaplicable a aquellos hechos, dado que 
acaecieron, según se dijo, fuera de nuestro  ámbito. Por ello, lleva razón el apoderado de los 
demandados, al considerar que, el Tribunal, infringió el ordenamiento jurídico costarricense 
como un todo y, particularmente, por indebida aplicación, de las normas en que se fundó, 
para poder acoger dichos extremos198.” 

En el extracto recién citado se puede apreciar que se denegó la CJI costarricense 

en materia laboral debido al pacto de sumisión expresa existente entre las partes. No 

obstante, también reitera la sentencia el criterio de la territorialidad de la Ley 

costarricense, situación evidenciada según la redacción del voto, fue una razón de 

peso que tomó en cuenta el Alto Tribunal para fundamentar su fallo. Ambos 

razonamientos son errados como se indicó, el primero debido al carácter de orden 

público absoluto de la competencia de los Tribunales Laborales y el segundo en 

razón de que la aplicación de la Ley viene en un examen posterior al de la 

competencia. 

Aunado a lo anterior, en el extracto se menciona que el actor fue contratado en 

Costa Rica para ejecutar la relación laboral. En razón de lo anterior, amén de la 

especialidad del Derecho laboral, resultaba competente el juez costarricense, debido 

al dictado del artículo 427 inciso f)199 del Código de Trabajo. De igual forma, en 

                                                 
198 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 294 de las nueve horas treinta minutos 
del cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y ocho. 
199 Dicho inciso establece lo siguiente respecto a la competencia del juez de trabajo, aunque haya estipulación 
en contrario: 
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caso de aplicarse de manera supletoria el Código Procesal Civil, también resultaban 

ser competentes los Tribunales Nacionales en virtud del artículo 46, debido a que se 

trataba de una sociedad costarricense. 

El tema de los acuerdos atributivos de competencia a los que las partes de un 

asunto se hayan sometido en materia laboral se encuentran limitados, pues 

únicamente se pueden aplicar en relación con lo que beneficie al trabajador, debido a 

que el acceso a los Tribunales de Justicia en materia laboral es un derecho 

irrenunciable. Lo anterior, se determina de esa forma de acuerdo con el artículo 

11200 del Código de Trabajo, a partir del cual se indica que no es posible pactar en 

contra de los derechos otorgados por esa legislación, lo que a contrario sensu se 

entiende que las personas pueden realizar acuerdos de competencia solo si otorgan 

más beneficios a la parte empleada de la relación laboral. 

Aunado a lo anterior se vio también el tema de la competencia como una 

cuestión de orden público absoluto, debido a que se encuentra relacionada 

directamente con la soberanía estatal, así como con derechos mínimos 

constitucionales – laborales previamente establecidos. En este sentido, véase el 

artículo 74 201  de la Constitución Política Costarricense, allí se determina la 

irrenunciabilidad del título de derechos y garantías sociales. Asimismo y dentro de 

ese mismo título, se regula la jurisdicción de trabajo como parte del elenco de 

                                                                                                                                                     
“Tratándose de acciones nacidas de contratos verificados con trabajadores costarricenses para la prestación 
de servicios o ejecución de obras en el exterior, el del lugar del territorio nacional donde se celebraron dichos 
contratos, salvo que en éstos se hubiere estipulado alguna otra cláusula más favorable para los trabajadores o 
para sus familiares directamente interesados.” Ley N° 2 Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 
192 del 29 de agosto de 1943. 
200 “Artículo 11: Serán absolutamente nulas, y se tendrán por no puestas, las renuncias que hagan los 
trabajadores de las disposiciones de este Código y de sus leyes conexas que los favorezcan.” Ley N° 2 Código 
de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos 
cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
201 “Artículo 74: Los derechos y beneficios a que este Capítulo se refiere son irrenunciables. Su enumeración 
no excluye otros que se deriven del principio cristiano de justicia social y que indique la ley; serán aplicables 
por igual a todos los factores concurrentes al proceso de producción, y reglamentados en una legislación 
social y de trabajo, a fin de procurar una política permanente de solidaridad nacional.” Constitución Política 
de la República de Costa Rica. 7 de noviembre de 1949.  
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derechos202. Por ello, tampoco pueden las partes renunciar a la competencia de los 

tribunales de justicia en materia laboral, debido a que a fin de cuentas, en caso de 

hacerse, se está perjudicando al trabajador, el cual a la hora de demandar tendría que 

incurrir en gastos adicionales ya sea de arbitraje, honorarios y desplazamiento a 

lugares que no le favorecen. 

c. Recomendaciones propuestas para la interpretación de la competencia 

judicial internacional en materia laboral 

Se ha podido apreciar la existencia de malas prácticas judiciales en el 

conocimiento de los procesos con elementos de extranjería, específicamente en la 

determinación de la CJI para los casos del Derecho Laboral. En virtud del vacío 

existente en normas de Derecho Internacional Privado en esta materia, la labor 

interpretativa del juez en estos asuntos se torna amplia y necesaria para la buena 

marcha de los procesos. 

En razón de que la rama jurídica laboral posee principios específicos y propios 

que le dan ese carácter de especialidad a la materia, es obligatorio realizar un 

análisis del tema de la CJI que tome en cuenta esos principios. Es por ello que como 

punto de partida, la legislación aplicable en la determinación de la CJI para resolver 

los conflictos de esa naturaleza, deber ser la establecida en el Código de Trabajo.  

En un primer lugar, a pesar de que ese cuerpo normativo no posee normas que 

regulen de manera específica la CJI, sí establece algunos incisos que la han previsto. 

Véase la norma sobre los conflictos de competencia y la consulta ante la Sala de 

Casación203, así como la del foro del lugar de celebración del contrato204, con las 

                                                 
202 “Artículo 70: Se establecerá una jurisdicción de trabajo, dependiente del Poder Judicial.” Ibídem. 
203 Inciso a) del Artículo 423 Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa 
Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto 
de 1943. 
204 Inciso f) del Artículo 427, Ibídem.  
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salvedades realizadas respecto a los criterios en la doctrina que no apoyan esta 

interpretación205.  

En un segundo lugar, se deben aplicar por analogía los preceptos sobre 

competencia territorial (a nivel doméstico) del Código de Trabajo, para la 

determinación de la CJI. Lo anterior también es permisible, en razón de la 

especialidad de la Ley laboral. De esta manera, solo en el entendido de que ese 

cuerpo normativo no ofrezca respuestas para el caso concreto, se debe utilizar la 

norma sobre CJI que al efecto establece el Código Procesal Civil206. 

Es preciso recalcar que lo dicho se encuentra en consonancia con el hecho de que 

la jurisdicción laboral es un derecho constitucional207. Además, de que forma parte 

de las garantías sociales, en conjunto con las indemnizaciones por despidos 

injustificados208, lo que brinda sustento jurídico a la fundamentación de que las 

normas del Código de Trabajo reguladoras de estas figuras constitucionales, son 

catalogadas como de orden público internacional209. 

Por otro lado, al tomar en cuenta la situación jurídica actual de la CJI en materia 

laboral, resulta necesario rescatar la labor interpretativa del juez y ahondar sobre la 

verdadera razón de ser de las personas que administran justicia en el sistema 

judicial. En este sentido, se puede ver el estudio del jurista Rodolfo Capón sobre la 

labor del juez, el cual persigue encontrar el significado real de esta importante 

función210 en la búsqueda del equilibrio entre la libertad y la autoridad.  

                                                 
205 Ver Op Cit Supra N°14. 
206 Artículo 46, Ley N° 7130. Código Procesal Civil. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 
dieciséis de agosto de mil novecientos ochenta y nueve. Publicado en la Gaceta N° 208 del 3 de noviembre 
del 1989. 
207 Artículo 70, Constitución Política de la República de Costa Rica. 7 de noviembre de 1949. 
208 Artículo 63, Ibídem. 
209 Ver Op Cit Supra N°18. 
210 Capón (R). Desde dónde, en dónde y para qué juzga el juez. Revista Científica equipo federal de trabajo, 
N° 96, mayo 2013. 
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Sobre este tema, el autor brinda una aproximación muy interesante sobre la 

concepción tradicional de la función del juez, citando para sus efectos a Couture: 

“(…) el juez no puede ser la boca que pronuncia las palabras de la ley, porque la ley no 
tiene la posibilidad material de pronunciar todas las palabras del derecho; la ley procede 
sobre la base de ciertas simplificaciones esquemáticas y la vida presenta diariamente 
problemas que no han podido entrar en la imaginación del legislador...Cuando la ley cae en 
el silencio podríamos decir, siguiendo la metáfora del poeta, que ese silencio está poblado 
de voces… Pero cuando el juez dicta la sentencia, no sólo es un intérprete de las palabras 
de la ley, sino también de sus voces misteriosas y ocultas. ...La sentencia no es un pedazo 
de lógica, ni es tampoco una pura norma. La sentencia es una obra humana, una creación de 
la inteligencia y la voluntad, es decir una criatura del espíritu del hombre.”211 

No se pudo expresar de mejor manera lo que entraña la función del juez en la 

administración del poder jurisdiccional. En razón de lo anterior, se desprende del 

texto citado que la labor a realizar por el juez es primordialmente interpretativa del 

Ordenamiento Jurídico, actividad que despliega en su calidad de conocedor del 

Derecho y a la vez creador del mismo.  

Siguiendo a Capón, el autor hace un repaso por la doctrina de los Derechos 

Humanos, situándolos como eje central que debe regir el actuar del juez, para 

efectos de resolver de forma justa los problemas, solución que no siempre proviene 

necesariamente de la norma 212 . Finalmente el autor concluye con la siguiente 

propuesta de lo que a su criterio es la función del juez:  

“El juez juzga desde los Derechos Humanos para transformar la realidad con justicia. 
Como la realidad es global, la sentencia es dictada en el mundo y debe ser comunicada 
globalmente.”213  

                                                 
211 Capón (R). Desde dónde, en dónde y para qué juzga el juez. Revista Científica equipo federal de trabajo, 
N° 96, mayo 2013, p. 2 Citando a Couture, Introducción al estudio del proceso civil, Depalma, Bs.As., 1949, 
pp. 69 y ss. 
212 Capón (R). Desde dónde, en dónde y para qué juzga el juez. Revista Científica equipo federal de trabajo, 
N° 96, mayo 2013, p. 8. 
213 Ibídem, p.10. 
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Esta aproximación a la función de los administradores de justicia aporta un punto 

de vista integral, a partir del cual el juez debe resolver los casos. Luego del análisis 

jurisprudencial, se puede apreciar inconsistencias interpretativas. De esta forma y 

direccionándolo a los casos de CJI en materia laboral, los jueces necesitan usar sus 

conocimientos jurídicos para englobar una interpretación que incluya todos los 

aspectos del Ordenamiento Jurídico laboral, más allá del texto literal de una u otra 

norma. 

Asimismo, a raíz de la presente investigación se realizó una recopilación de los 

criterios para la determinación de la CJI que se desprenden del Código de Trabajo, 

por medio de aplicación analógica de las disposiciones de competencia territorial. A 

partir de este marco normativo, se identificaron los siguientes foros aplicables en la 

materia del Derecho Laboral: 

- Prórroga de CJI o forum prorrogatum. Esta figura se encuentra 

instaurada en el artículo 420 del Código de Trabajo. 

-  Foro del lugar de ejecución del trabajo o forum executionis. Se fija en 

el inciso a) del artículo 427 del Código de Trabajo. 

- Foro del domicilio del demandado o actor sequitur forum rei. 

Encontrado en el artículo 427 inciso b) del Código de Trabajo. 

-  Foro del lugar de celebración del contrato de trabajo o forum 

celebrationis. Este principio se desprende de lo establecido en el 

numeral 427 inciso f) del mencionado cuerpo normativo. 
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Asimismo y solo de manera supletoria214, en caso de existir un caso no previsto 

de acuerdo con los foros del Código de Trabajo esbozados, se debe aplicar el 

artículo 46215 del Código Procesal Civil. 

La regulación sobre la CJI en el Código Procesal Civil utiliza en su primer inciso 

el criterio actor sequitur forum rei, el segundo se refiere a la regla forum executionis 

y el tercer inciso al forum delicti commissi216. De esta manera, el último inciso 

amplía las posibilidades de atribuir CJI a los Tribunales Laborales Costarricenses, en 

razón de que otorga competencia no solo si el contrato se celebró en Costa Rica, 

sino también si la pretensión se originó en un hecho o acto practicado en el país. 

Asimismo, en la parte final del artículo 46, se aclara que la sociedad extranjera se 

tiene por domiciliada en el país al poseer una agencia, filial o sucursal, pero 

únicamente en lo que respecta a las actuaciones por medio de alguna de ellas. 

Es así como se propone de esta manera interpretar la CJI para los procesos 

laborales. Por una lado, a partir de los criterios mencionados del Código de Trabajo 

y por otro lado, de forma supletoria con los del Código Procesal Civil. Asimismo, el 

juez por medio de su labor de intérprete jurídico, debe analizar cada caso 

internacional – laboral concreto con los foros que se proponen, a la luz de los 

principios del Derecho Laboral y las normas constitucionales. 

                                                 
214 En consonancia con el artículo 452 Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de 
Costa Rica, veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de 
agosto de 1943. 
215 “Artículo 46.- Competencia del juez costarricense. 
Es competente el juez costarricense en los siguientes casos: 
1) Cuando el demandado, cualquiera que sea su nacionalidad, estuviere domiciliado en Costa Rica. 
2) Cuando la obligación deba ser cumplida en Costa Rica. 
3) Cuando la pretensión se origine en un hecho ocurrido o en un acto practicado en Costa Rica.  
Para efectos de lo dicho en el inciso 1), se presume domiciliada en Costa Rica la persona jurídica extranjera 
que tuviere en el país agencia, filial o sucursal, pero sólo respecto de los actos o contratos celebrados por 
medio de la agencia, filial o sucursal.” Ley N° 7130. Código Procesal Civil. Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica, dieciséis de agosto de mil novecientos ochenta y nueve. Publicado en la Gaceta N° 
208 del 3 de noviembre del 1989. 
216 Obando (J). Private International Law in Costa Rica. Países Bajos, Kluwer Law International. 2013, p 
134: 382,382 y 384. 
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d.  Conclusión 

El objetivo primordial de la presente sección era demostrar básicamente cómo 

opera la desprotección jurídica planteada como problema, ante la declaración de 

incompetencia de los jueces de trabajo costarricenses, en el conocimiento de 

conflictos laborales de Derecho Internacional Privado. De acuerdo con los tres 

criterios esbozados arriba y en virtud de los votos de la Sala Segunda analizados, se 

puede llegar a la conclusión de que efectivamente se rechaza la CJI del juez laboral, 

esto coloca en desprotección a la parte más débil de la relación laboral. 

En pos de la comprensión integral del tema en cuestión se vieron las diferentes 

formas procedimentales en relación con la CJI costarricense. Se determinó que la 

prórroga tácita de competencia siempre es susceptible de operar en cualquier tipo de 

caso laboral. Asimismo, el demandado puede oponerse a la elección del foro del 

actor mediante la oposición de la excepción de incompetencia y en caso de que se 

acogiese el actor del proceso tiene la potestad de elevar los autos en consulta a la 

Sala Segunda. 

Una vez que la Sala Segunda resuelva acerca de la consulta, el caso puede ser 

devuelto al Juzgado para que continúe con el conocimiento de la causa, o el proceso 

puede terminar ahí, si se determina que estuvo bien fundado el acogimiento de la 

excepción. Se apreció que si el proceso continúa en el conocimiento del Juzgado de 

primera instancia y sigue su curso ante el de segunda instancia, el fallo puede ser 

recurrido ante la Sala Segunda, en donde se puede invocar la nulidad de la CJI. 

Directamente en lo relacionado con los criterios y fundamentaciones de los 

Tribunales Costarricenses para negar el acceso a los órganos jurisdiccionales, se 

apreció numerosos votos de la Sala Segunda en los últimos 20 años. En virtud de lo 

anterior se detectaron al menos tres razonamientos utilizados para validar la 
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declaración de incompetencia judicial internacional de los Tribunales Laborales de 

Costa Rica. 

El primero de ellos fue el de la declaración de incompetencia de oficio por parte 

del juez de primera instancia. La realización de esta acción por parte del juez 

transgrede el Ordenamiento Jurídico al denegar la competencia de la jurisdicción 

laboral del país. Con lo anterior se infringe una serie de normas jurídicas y 

principios del Derecho laboral, como lo son el 11, 420, titulo sétimo de la 

jurisdicción especial de trabajo del Código de Trabajo, los numerales 70 y el 74 de 

la Constitución Política, así como el Principio de Irrenunciabilidad y Progresividad 

de los derechos laborales. 

En relación con este primer punto se puede concluir que el juez laboral debe 

conocer todos los casos de Derecho Internacional Privado, no solo en virtud de la 

interpretación del Ordenamiento Jurídico como un todo, sino porque, expresamente 

en materia laboral opera la prórroga de competencia judicial internacional, si el 

demandado no opone la excepción de incompetencia. Los alcances de esta figura 

son absolutos, dado que la Sala ha aclarado que inclusive organismos que gocen de 

inmunidad de jurisdicción pueden renunciar a la declinatoria. 

El segundo criterio y uno de los más utilizados, es el de rechazar la CJI de los 

tribunales laborales del país, en virtud de que los hechos ocurrieron en el extranjero 

y por ende ahí no es aplicable la legislación nacional. En consecuencia, se utiliza el 

Principio de Territorialidad de la Ley, impreso en el artículo 14 del Código de 

Trabajo para justificar la declaratoria de incompetencia. Este razonamiento es uno 

de los que transgrede, de manera más grosera el Ordenamiento Jurídico, pues en la 

jurisprudencia donde se utiliza este criterio, se puede apreciar todo un despliegue de 

normativa, principios y razonamientos doctrinarios en un intento por fundamentar la 

posición de denegar la CJI.   
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De esta manera, es menester indicar, de forma puntualizada, las razones de la 

ilegitimidad de dicho criterio. Una de ellas es el hecho de que el concepto de la CJI 

y la legislación aplicable son dos cosas diferentes217. Por un lado, la norma sobre la 

CJI se realiza de manera preliminar al tratarse de una cuestión previa y con dicha 

normativa, se pretende determinar el Tribunal encargado de conocer y resolver el 

litigio. Por otro lado, se encuentra la legislación aplicable, examen realizado por 

medio de la norma de conflicto para designar el sistema jurídico con el que se 

resolverán las pretensiones del proceso. Como se puede apreciar, los dos conceptos 

son ampliamente diferentes, pues uno se refiere al Derecho procesal y el otro al 

Derecho de fondo. 

El siguiente punto por el cual el razonamiento de la territorialidad de la Ley 

nacional se desvirtúa se debe a que no es una obligación para el trabajador en 

materia laboral indicar bajo qué Derecho fundamenta sus pretensiones. A diferencia 

del proceso civil, en donde el actor de una demanda necesariamente debe indicar los 

textos legales que se invoquen en su apoyo 218 , esto no funciona así en la 

especificidad del Derecho laboral, tal como lo determina el artículo 461 219  del 

                                                 
217 “La conexión con otros ordenamientos jurídicos puede generar, desde el punto de vista del Derecho 
Internacional Privado, diversas situaciones en las que se haga necesario determinar, en primer lugar, la 
jurisdicción competente y, en segundo lugar, el Derecho aplicable.” Pró-Risquez (J). El Derecho más 
valorable y los trabajadores internacionales en Venezuela. Revista Derecho del Trabajo N° 9, 2010, p 238. 
En este mismo sentido sobre la diferencia entre ambos conceptos.  
218 “Demanda y emplazamientos. Artículo 290.- Contenido. En la demanda se indicará necesariamente: 
1) Los nombres, los apellidos, las calidades de las partes y los números de cédula de identidad. 
2) Los hechos en que se funde, expuestos uno por uno, numerados y bien especificados. 
3) Los textos legales que se invoquen en su apoyo. 
4) La pretensión que se formule. 
5) Cuando sean demandados accesoriamente daños y perjuicios, se concretará el motivo que los origina, en 
qué consisten, y la estimación específica de cada uno de ellos. 
6) El ofrecimiento de las pruebas, con indicación, en su caso, del nombre y las demás generales de los 
testigos. 
7) La estimación. 
8) El señalamiento de casa u oficina para recibir notificaciones.” Ley N° 7130. Código Procesal Civil. 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, dieciséis de agosto de mil novecientos ochenta y nueve. 
Publicado en la Gaceta N° 208 del 3 de noviembre del 1989. 
219 “De la demanda: Artículo 461.- Toda demanda contendrá: 
a.  Los nombres y apellidos, la profesión u oficio, la edad aproximada y el vecindario del actor y del 
demandado; 
b. La exposición clara y precisa de los hechos en que se funda; 
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Código de Trabajo, al no establecer dicho requisito en el escrito de interposición de 

una demanda. En este mismo sentido se debe aplicar el principio según el cual el 

juez conoce el derecho y en virtud de ello el trabajador no debe aportar los 

elementos legales o normas de conflicto en los que basan sus pretensiones, pues es 

el juez quien debe hacer el análisis de cuál legislación es la aplicable para deducir 

las pretensiones del actor. Con base en las consideraciones indicadas no es válido 

tampoco el criterio del Principio de Territorialidad para rechazar la competencia 

judicial internacional de los órganos jurisdiccionales laborales. 

Para finalizar con los puntos por los cuales el criterio recién mencionado no es 

admisible, se debe poner en evidencia la excesiva rigidez con que la Sala Segunda 

ha aplicado el Principio de Territorialidad de la Ley costarricense. La interpretación 

brindada por la Sala a ese Principio no es la correcta ni la que favorece al trabajador, 

debido a que si bien la Ley que imperativamente se debe aplicar para las relaciones 

laborales ocurridas en suelo nacional es la costarricense, lo cierto es que nada 

impide que dicha legislación sea aplicada para hechos ocurridos en el extranjero. 

Esta interpretación propuesta se encuentra más conforme con el Principio Protector 

y el Principio de la norma más favorable, lo cual también podría emplearse a 

contrario sensu, al aplicar la norma extranjera en donde sea más favorable para el 

trabajador y con ello flexibilizar la rigidez de la territorialidad220 entendida por los 

Tribunales Laborales. 

                                                                                                                                                     
c. La enunciación de los medios de prueba con que se acreditarán los hechos y la expresión de los nombres, 
apellidos y domicilio de los testigos. Si el demandante deseare que el Juzgado haga comparecer a éstos, 
indicará las señas exactas del lugar donde trabajan o viven; y si se tratare de certificaciones u otros 
documentos públicos, el actor expresará la oficina donde se encuentran, para que la autoridad ordene su 
expedición libres de derechos; 
d. Las peticiones que se someten a la resolución del Tribunal, y 
e. Señalamiento de casa para oír notificaciones. No es necesario estimar el valor pecuniario de la acción.” 
Ley N° 2. Código de Trabajo. Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, veintisiete de agosto de 
mil novecientos cuarenta y tres. Publicado en la Gaceta N° 192 del 29 de agosto de 1943. 
220“Desde el punto de vista del Derecho aplicable, los escasos sistemas que, desde el ámbito del Derecho 
laboral, se han ocupado del tema, lo han hecho a través de la consagración de ideas de carácter 
eminentemente territorialista, basándose en la noción del orden público o en las normas de aplicación 
necesaria o inmediata6, de manera de asegurar la aplicación del Derecho del juez. Por otra parte, el llamado 
Principio de la Norma más Favorable, vigente en la mayoría de los sistemas laborales, debe orientar al 



 

132 
 

Como tercer criterio estudiado anteriormente que han utilizado los Tribunales 

para declarase incompetentes en razón del territorio nacional, es el de admitir pactos 

de sumisión expresa entre el trabajador y el empleador. Claramente la situación se 

enmarca dentro de los derechos constitucionales del acceso a la jurisdicción laboral, 

las normas de orden público y el Principio Protector. De nuevo, la fundamentación 

indicada por la Sala Segunda no es de recibo y esta solo lo sería en caso de que sea 

un acuerdo atributivo de competencia que beneficie al trabajador.  

De esta forma, se concluye con el análisis de la jurisprudencia de la Sala 

Segunda en los últimos 20 años, en relación con los procesos laborales con 

elementos de extranjería realizado en el presente capítulo. Queda en evidencia la 

invalidez de las acciones y/o fundamentación esbozada por los Tribunales para 

declararse incompetentes en razón del territorio nacional. Lo anterior muestra un 

desconocimiento del Derecho Internacional Privado, esto lleva a una errónea 

aplicación de dicha disciplina jurídica por parte de los jueces, situación que en 

última instancia le ocasiona un grave perjuicio al trabajador y desvirtúa los 

principios propios y la especificidad característicos del Derecho laboral. 

Asimismo, la fundamentación propuesta en este Trabajo Final de Graduación 

para interpretar la CJI en los procesos laborales, se basó en los criterios extraídos a 

partir del Código de Trabajo (en aplicación por analogía de las normas de 

competencia territorial interna, establecidas en ese cuerpo normativo, en razón 

también de la especialidad de la materia laboral). Estos criterios se pueden resumir 

como el de: Prórroga de competencia judicial internacional o forum prorrogatum, 

foro del lugar de ejecución del trabajo o forum executionis, foro del domicilio del 

                                                                                                                                                     
operador jurídico en la determinación del derecho aplicable, con lo cual se daría paso a la posibilidad de 
aplicar un derecho extranjero, en los casos en que resulte más favorable al trabajador que el derecho local del 
Juez que pueda conocer el caso.”  Pró-Risquez (J). El Derecho más valorable y los trabajadores 
internacionales en Venezuela. Revista Derecho del Trabajo N° 9, 2010, p 239. 
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demandado o actor sequitur forum rei y foro del lugar de celebración del contrato de 

trabajo o forum celebrationis. 

Por último y de manera supletoria se indicó que en caso de que queden casos 

descubiertos por los criterios extraídos del Código de Trabajo, se debe utilizar el 

Código Procesal Civil. Este establece el criterio que se refiere a forum executionis, 

al de actor sequitur forum rei y al de forum delicti commissi como el lugar del 

territorio nacional donde la acción se realizó. De manera que la norma aporta para el 

Derecho Laboral este último criterio, este va más allá del lugar en donde se celebró 

la contratación laboral, en razón de que incluye la atribución de CJI en relación con 

actos o hechos que dieron origen a la pretensión del proceso. 
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Conclusión general 

A raíz de la investigación realizada, se identificó las disposiciones legales 

vigentes en la normativa nacional que se deben aplicar para la CJI en materia 

laboral. Se determinó que el único cuerpo legal que regula específicamente el 

Derecho Internacional Privado, es más que todo el Código Civil y el Código 

Procesal Civil. El Código de Trabajo establece únicamente incisos aislados, carentes 

de una determinación precisa de las reglas sobre la CJI de los Tribunales de Trabajo 

Costarricenses. 

Igualmente, el Código de Trabajo posee el numeral 420, en este se consagra la 

figura de la prórroga de competencia, la cual se aplica cuando es procedente y en 

virtud de la cual el juez se ve legalmente impedido para declarar su incompetencia 

de oficio (con la aclaración del criterio divergente en doctrina según el cual no es 

posible la prórroga de CJI). Asimismo, se recalca la forma en que se ha entendido la 

prórroga tácita, esta no puede operar en casos de rebeldía; no obstante, por tratarse 

de la materia especial del Derecho Laboral, no parece permisible favorecer al 

demandado que a pesar de ser notificado, no presente la contestación dentro del 

emplazamiento. 

Por su parte, la normativa laboral establece en caso de la existencia de conflictos 

de CJI entre las partes, la posibilidad de consulta ante la Sala Segunda, órgano que 

posee todas las herramientas para integrar la normativa vigente e interpretar al 

asunto de conformidad con los principios del Derecho Laboral. 

Es claro que en materia laboral el Ordenamiento Jurídico costarricense  no posee 

disposiciones legales sobre CJI; sin embargo, esta situación no debe ser un limitante 

para que las partes puedan ver sus derechos y pretensiones satisfechas en la vía 

laboral. En pos de los derechos laborales, mientras la situación legislativa continúe 

con vacíos de Derecho Internacional Privado, los operadores del Derecho deben 
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aplicar la legislación existente e interpretar el Ordenamiento Jurídico como un 

sistema completo de acuerdo con el Principio de Plenitud Hermética del Derecho.  

Se demostró, de esta manera, que una forma de precisar respuesta a esa 

problemática, es el método de integración del Derecho, así como el criterio de la 

analogía y el de especialidad normativa. En razón de lo anterior, se propone que el 

análisis de los casos de CJI en materia laboral se realice aplicando por analogía la 

regulación sobre competencia territorial doméstica del Código de Trabajo. 

El Estado siempre debe velar por la aplicación de las disposiciones 

constitucionales y legales reguladoras de la jurisdicción laboral, en virtud de que se 

trata de un derecho fundamental. Asimismo, se debe entender que el vacío 

normativo apuntado no es óbice para la resolución y trámite de asuntos laborales 

internacionales, en razón de los principios y normas del Ordenamiento Jurídico, 

pues estos les permiten a los jueces conocer de los procesos internacionales. 

Se citaron Convenios Internacionales y organizaciones de las cuales Costa Rica 

es miembro, estas ofrecen ciertos principios y preceptos de sustento para la 

determinación de la CJI en la sede laboral. Específicamente el Código de 

Bustamante indica algunas disposiciones; no obstante, en la mayor parte remite a la 

legislación interna de cada país. Igualmente, las normas de Derecho de Trabajo 

establecidas en el TLC no son novedosas ni vienen aparejadas de un mecanismo de 

aplicación específico, aunque igualmente pueden ser integradas por parte de los 

operadores del Derecho. Asimismo, la Organización Internacional del Trabajo y la 

Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado no poseen Convenios que 

aporten sustento a la materia de CJI laboral.  

De esta manera se evidencia la inexistencia de una regulación internacional 

ratificada por el país respecto al Derecho Laboral y la CJI. La normativa sobre la CJI 

laboral siempre se va a direccionar hacia la legislación interna del país, debido a que 

es un tema de orden público. En razón de lo anterior deben existir características y 
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elementos normativos necesarios en la regulación de la CJI, estos deben encontrarse 

en perfecta consonancia con los principios laborales adecuados para integrar un 

sistema de Derecho coherente y completo, susceptible de brindar soluciones. 

Se puede señalar como puntos relevantes en torno a la CJI en materia laboral, 

que el juez debe realizar en un primer análisis inicial (y solo si esto es instado por 

una de las partes), este examen de determinación de la competencia antes de 

cualquier identificación secundaria acerca de la legislación aplicable. Asimismo, la 

competencia es un presupuesto procesal de forma, para obtener una sentencia 

legítima y en razón de ello, todos los jueces tienen limitado su ejercicio en razón de 

la Ley.  

Básicamente el término CJI se emplea para hacer referencia a la manifestación 

de la jurisdicción ejercida en el nivel estatal. El vocablo internacional se utiliza para 

referirse a  los casos en los que se conocen elementos extranjeros. Este término ha 

sido discutido por la doctrina, debido a que algunos indican que se refiere a una 

rama autónoma dentro del Derecho Procesal, mientras otros discrepan, pues 

argumentan que reconocer eso obligaría a aceptar que existe un Derecho Procesal 

Internacional.  

En definitiva, no cabe duda que la CJI forma parte del Derecho Nacional 

regulado internamente. Para el presente trabajo es de relevancia la CJI directa, esta 

se refiere a la facultad de los Tribunales de un Estado de declararse competentes en 

el conocimiento de un asunto. Asimismo, es claro que las leyes respecto a la CJI 

laboral, se encuentran dentro del concepto de orden público absoluto, debido a que 

son normas constitucionales también.  

En relación con la CJI y los elementos determinantes en la regulación del foro 

competente en materia laboral se pudo observar que existen, en la doctrina, varios 

criterios sobre la atribución de esta. Existen foros generales y especiales, así como 

foros exorbitantes. También, la norma jurídica de atribución de CJI posee un 
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supuesto de hecho, un punto de conexión y una consecuencia jurídica. Se apuntó al 

hecho de que para que esa norma sea integrada correctamente en materia laboral, es 

preciso tomar en cuenta de manera obligatoria, los principios rectores e 

informadores de esta rama del Derecho.  

Se estudiaron en total ocho principios del Derecho de Trabajo, los cuales son  

imprescindibles para la comprensión de esta disciplina. A su vez, dichos principios  

sirven de fundamento para que la legislación sobre la CJI sea diferente, así como 

para la aplicación de los jueces en los casos particulares. Se evidenció que en  

materia laboral lo más óptimo es la regulación de la CJI por medio de foros 

especiales, estos se caracterizan por tomar en cuenta aspectos concretos de la 

relación jurídica y no se aplican de manera general en todos los procesos.  

En consonancia con lo anterior, es preciso, en esta materia, limitar la voluntad 

de las partes para no perjudicar al trabajador. Por un lado, el foro especial aplicable 

en el Derecho laboral, es el correspondiente al foro de protección, por medio del 

cual se normaliza la CJI de una manera que beneficie la parte más débil, en perfecta 

consonancia con el Principio Protector. Por su parte, deben aplicarse las 

disposiciones limitativas de los foros exorbitantes, como es el caso del forum 

shopping, para evitar que cualquiera de las partes obtenga un beneficio fraudulento a 

partir de la elección del foro. 

De forma general se indicó que algunos autores en doctrina han apuntado a 

fortalecer el sistema de cooperación judicial internacional mediante Convenios 

Internacionales y normas uniformadas sobre CJI. Otros indican como una solución a 

los problemas en la aplicación del Derecho Internacional Privado, la promulgación 

de leyes en esta materia, además de incluir la capacitación para los administradores 

de justicia. Siguiendo esta línea de propuestas, se ha desarrollado una doctrina sobre 

el “Derecho Procesal Civil Internacional” como una rama autónoma, esta contendría 
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principios jurídicos propios y resolvería las situaciones que emanen de casos 

laborales con elementos de extranjería.  

Se pudo determinar que la normativa nacional respecto a la CJI en materia civil, 

no se ajusta de manera integral a los principios del Derecho laboral y posee un vacío 

jurídico. Por su parte, con respecto al Proyecto de Reforma Procesal Laboral y su 

propuesta de normas de CJI se denota que el Proyecto incluye supuestos no 

regulados de manera literal en el Código de Trabajo, tales como la posibilidad de 

aplicar analógicamente principios laborales y otorgar más especificidad respecto a la 

prórroga de competencia a favor del trabajador.  

Además, con la propuesta del Proyecto se permite la atribución de CJI a 

Tribunales Costarricenses, aun cuando la prestación se ejecutó en el extranjero, 

siempre que esa situación haya implicado permanencia en Costa Rica. El Proyecto 

decreta la prohibición de los Tribunales de declararse incompetentes de oficio y a 

pesar de ampliar de cierta forma la normativa nacional no se denota un desarrollo 

integral de normas de Derecho Internacional Privado o disposiciones legales 

respecto al foro de protección. 

En cuanto al Derecho comparado el Reglamento 44/2001 de la Unión Europea 

denota la utilización del criterio general de atribución al foro del domicilio del 

demandado; sin embargo, también normaliza foros especiales de protección para el 

trabajador y establece que este solo puede ser demandado en su domicilio – lo que 

no pasa con las acciones hacia el empleador –. Además, pueden operar acuerdos de 

prórroga de competencia en beneficio del trabajador. La norma uniforma criterios 

especiales para la materia laboral, pero no establece que se puede demandar al 

empleador en el lugar donde ocurrió la contratación, (aunque la ejecución de la 

relación se haya realizado en otro lugar) esto sí lo permite el Proyecto de Reforma 

Procesal Laboral.  
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En relación directa con la problemática del presente Trabajo Final de 

Graduación, se demostró  cómo se da la desprotección jurídica ante la declaración de 

incompetencia de los jueces de trabajo costarricenses en el conocimiento de 

conflictos laborales de Derecho Internacional Privado. En razón de los votos de la 

Sala Segunda analizados se llegó a la conclusión de que efectivamente se rechaza la 

CJI del juez laboral, esto coloca en desprotección a la parte más débil de la relación 

laboral. 

Se identificaron las diferentes formas procedimentales en relación con la CJI 

costarricense y se determinó que la prórroga de competencia judicial internacional 

siempre es susceptible de operar en cualquier tipo de caso laboral. El demandado 

puede oponerse a la elección del foro del actor mediante la oposición de la 

excepción de incompetencia y en caso de que se acogiese, el actor del proceso tiene 

la potestad de elevar los autos en consulta ante la Sala Segunda.  

Se observó el procedimiento que sigue el proceso desde su inicio, en donde una 

vez que la Sala Segunda resuelve la consulta, el caso puede ser devuelto al Juzgado 

para que continúe con el conocimiento de la causa, o puede terminar ahí. Asimismo, 

si el caso continúa en el conocimiento del Juzgado y sigue su curso ante el juez de 

segunda instancia, el fallo puede ser recurrido ante la Sala Segunda, momento para 

invocar la nulidad de la CJI acogida. 

Respecto a los criterios utilizados por parte de los Tribunales Costarricenses 

para denegar la competencia de los órganos jurisdiccionales laborales se apreció 

numerosos votos de la Sala Segunda en los últimos 20 años. Se detectó, en la 

especie, al menos tres fundamentaciones esbozadas para validar el rechazo de la CJI. 

El primero es el de la declaración de incompetencia de oficio por parte del juez de 

primera instancia, criterio que transgrede el Ordenamiento Jurídico e infringe una 

serie de normas y principios, como lo son los artículos 11, 420 y el título séptimo de 

la jurisdicción especial de trabajo del Código de Trabajo, así como los numerales 
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70 y el 74 de la Constitución Política y el Principio de Irrenunciabilidad y 

Progresividad de los derechos laborales. 

Se concluye que el juez laboral debe conocer todos los casos de Derecho 

Internacional Privado porque expresamente en aquella rama del Derecho opera la 

prórroga de CJI, si el demandado no opone la excepción de incompetencia. Se 

observó que los alcances de esta figura son absolutos, en razón de que la Sala 

Segunda ha hecho la aclaración que incluso organismos con inmunidad pueden 

renunciar a ella.  

El segundo criterio, el cual es uno de los más utilizados, es el de rechazar la CJI 

Tribunales Laborales, esto en virtud de que los hechos ocurrieron en el extranjero y 

por ende ahí no es aplicable la legislación nacional. Se invoca el Principio de 

Territorialidad de la Ley, impreso en el artículo 14 del Código de Trabajo para 

justificar esa fundamentación. Este razonamiento de nuevo transgrede el 

Ordenamiento Jurídico, pues en la jurisprudencia donde se utiliza este criterio se 

disfraza como si fuese ajustado a legalidad con  normativa, principios y doctrina. 

El criterio del rechazo de CJI por el Principio de Territorialidad de la Ley resulta 

ilegítimo por varias razones. Primero, nótese que los conceptos sobre la CJI y la 

legislación aplicable son dos cosas diferentes. Por un lado, la norma sobre CJI es 

una cuestión previa procesal para determinar el Tribunal que va a entrar a conocer y 

resolver el litigio, además, la legislación aplicable es de fondo para designar la 

norma de conflicto que indique la legislación con que se resolverán las pretensiones 

del proceso. Segundo, no es una obligación para el trabajador en materia laboral 

indicar bajo qué bloque de legalidad fundamenta sus pretensiones, a diferencia con 

el proceso civil, en donde el actor de una demanda necesariamente debe indicarlo. 

Tercero, se debe aplicar el Principio según el cual el juez conoce el Derecho, por 

ello es quien debe realizar el análisis de cuál legislación es la aplicable.  
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Una cuarta razón de fundamento acerca de la inadmisibilidad del criterio de 

rechazo en virtud del Principio de Territorialidad recién mencionado, es la excesiva 

rigidez con que la Sala Segunda ha aplicado ese Principio. La interpretación no es la 

correcta ni la que favorece al trabajador, en virtud de que si bien la Ley que 

imperativamente se debe aplicar para las relaciones laborales ocurridas en suelo 

nacional es la costarricense, nada impide que dicha legislación sea aplicada para 

hechos ocurridos en el extranjero. La interpretación propuesta se encuentra más 

conforme con el Principio Protector  y el Principio de la norma más favorable del 

Derecho Laboral. 

Como tercer y último criterio estudiado por medio del cual los Tribunales se han 

declarado incompetentes en razón del territorio nacional es el de admitir pactos de 

sumisión expresa entre el trabajador y el empleador. Recuérdese que la instauración 

de la jurisdicción laboral se enmarca dentro de los derechos constitucionales 

(garantías sociales), las normas de orden público absoluto y el Principio Protector. 

En virtud de lo anterior, se refleja, de nuevo, que la fundamentación de este punto 

indicada por la Sala Segunda solo sería válida en caso de que se trate de un acuerdo 

atributivo de competencia que beneficie al trabajador.  

Se concluye, a partir del análisis de la jurisprudencia de la Sala Segunda en los 

últimos 20 años en relación con procesos laborales con elementos de extranjería, que 

no son válidas  las acciones y/o  fundamentaciones esbozadas por los Tribunales 

para declararse incompetentes en razón de la jurisdicción nacional. Asimismo, se 

pone en evidencia el desconocimiento del Derecho Internacional Privado y la 

errónea aplicación de dicha rama del Derecho por parte de los jueces de trabajo, 

situación que en última instancia le ocasiona un grave perjuicio al trabajador y 

desvirtúa los principios propios y la especificidad característica del Derecho laboral. 

Queda demostrado que definitivamente existe una problemática jurídica para los 

trabajadores costarricenses que laboran en el extranjero o poseen una contratación 



 

142 
 

laboral con elementos de extranjería. No solo se aprecia la carencia de normas y 

desarrollo del Derecho Internacional Privado en el país, sino que lo anterior se 

encuentra directamente aparejado con el Derecho Laboral, en razón de que no existe 

una coherencia entre aquel Derecho y los principios que tienden a equilibrar la 

posición vulnerable del trabajador.  

Por ende y a partir de ese enfoque, se apreció que los operadores del Derecho no 

siguen una línea clara y coherente para interpretar la normativa aplicable en los 

diferentes casos. Situación que provoca un perjuicio al trabajador, debido a que no 

existe regulación expresa sobre el Derecho Internacional ligado a la materia laboral 

y no son integrados los principios laborales. 

Es de rigor traer a colación el hecho que en el Derecho Laboral el proceso no 

está revestido de las formalidades del caso que existen en los procesos civiles. Esta 

situación se ve reflejada por ejemplo en que no es necesario para el trabajador 

(demandante) cumplir con requisitos formales, como indicar las normas legales en 

las cuales invoca sus pretensiones. Aunado a lo anterior, existen derechos de 

raigambre legal y constitucional que permiten a los jueces conocer e integrar el 

Derecho en materia de CJI laboral, esto genera un cuadro fáctico que no hace 

permisible la declaratoria de incompetencia por parte los Tribunales Laborales 

Costarricenses. 

Se incluyó un apartado final con recomendaciones para la interpretación de la 

CJI en materia laboral, como una fundamentación propuesta en el presente Trabajo 

Final de Graduación. Esta se basó en los criterios extraídos a partir del Código de 

Trabajo, en aplicación por analogía y por el criterio de especialidad de las normas de 

competencia territorial doméstica, establecidas en ese cuerpo normativo.  

Estos foros de atribución deben ser utilizados para determinar si el juez laboral 

posee o no CJI en los casos que lleguen a su conocimiento. De esta manera, los 

criterios se pueden resumir como: el de prórroga de competencia judicial 
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internacional o forum prorrogatum, el foro del lugar de ejecución del trabajo o 

forum executionis, el foro del domicilio del demandado o actor sequitur forum rei y 

el foro del lugar de celebración del contrato de trabajo o forum celebrationis. 

Por último, se indicó que en caso de que queden supuestos de hecho 

descubiertos por los criterios extraídos del Código de Trabajo, se debe utilizar el 

Código Procesal Civil de manera supletoria. Este establece los criterios que se 

refieren a los foros ya mencionados de forum executionis y actor sequitur forum rei 

y además incluye también el de forum delicti commissi como el lugar del territorio 

nacional donde la acción se realizó. De esta manera, el Código Procesal Civil aporta 

este último criterio, este va más allá del lugar en donde se celebró la contratación 

laboral, en razón de que atribuye CJI en relación con actos o hechos que dieron 

origen a la pretensión del proceso. 

De esta manera se propone interpretar la CJI para los procesos laborales. Por un 

lado, a partir de los criterios mencionados del Código de Trabajo y por otro lado, 

con los del Código Procesal Civil. Asimismo, el juez por medio de su labor de 

intérprete y creador del Derecho, debe analizar cada caso internacional – laboral 

concreto, con los foros propuestos, a la luz de los principios del Derecho Laboral y 

las normas constitucionales – laborales. 
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noventa y ocho. 

- Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 247 de las 

diez horas del once de agosto de mil novecientos noventa y cinco. 

- Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 653 de las 

diez horas treinta y cinco minutos del cinco de noviembre del dos mil tres.( 

Asimismo véase los siguientes números de votos fallados en este sentido por 

la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia: (507-02), (548-02), (549-

02) , (550-02), (551-02), (552-02), (553-02), (554-02), (555-02), (556-02), 

(558-02), (559-02), (609-02), (610-02), (611-02), (612-02), (613-02), (614-

02), (615-02), (616-02), (617-02), (618-02), (626-02), (627-02), (628-02), 

(629-02), (630-02), (631-02), (632-02), (633-02), (7-03), (8-03), (9-03), (25-

03), (26-03), (65-03), (66-03), (128-03), (129-03), (130-03), (176-03), (177-

03), (186-03), (225-03), (226-03), (227-03), (228-03), (357-03), (653-03).  

 

Instrumentos Internacionales no ratificados en Costa Rica 

- Convenio de 30 de junio de 2005 sobre Acuerdos de Elección de Foro. 

Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado. 
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- Reglamento 44/2001 de la Unión Europea. Relativo a la competencia 

judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en 

materia civil y mercantil del 22 de diciembre del año 2000. 

 

Páginas Web 

- Página oficial de la Organización Internacional del Trabajo: 

http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/who-we-are/tripartite-

constituents/lang--es/index.htm  

Consultada el 11 de junio del 2014 a las 20:00 horas. 

- http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/how-the-ilo-works/lang--es/index.htm 

Consultada el 25 de agosto del 2014 a las 17:00 horas. 

- Página oficial de la Unión Europea: 

 http://ec.europa.eu/eu_law/introduction/what_regulation_es.htm  

Consultada el 10 de Setiembre a las 18:00 horas. 

 

 

 

 


